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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Relaciones Exteriores subrogante, señor Edgardo Riveros Marín; de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña.      
Asimismo, se encontraban presentes el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso Repetto, y el jefe de asesores del Ministro de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:26, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 39ª, ordinaria, en 16 de agosto del año en curso que no ha sido observada.


(Véase en los Anexos el acta aprobada).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira la urgencia que hizo presente para la tramitación del proyecto que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



Con los catorce que siguen retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que reforma el Código de Aguas (boletín N° 7.543-12).



2) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



3) El que instaura el 12 de marzo de cada año como Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín N° 8.875-13).



4) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



5) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



6) El relativo a transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



7) El que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



8) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



9) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín N° 10.623-02).



10) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín N° 10.883-17).



11) El que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (boletines números 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).



12) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (boletín N° 11.120-05).



13) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06).



14) El que crea un seguro para el acompañamiento a niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (boletín N° 11.281-13).



Con los quince últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) Proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07).



3) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



4) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



5) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



6) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).



7) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07).



8) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15).



9) Proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



10) Proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (boletín N° 10.372-03).



11) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York el 2 de abril de 2013 (boletín N° 10.480-10).



12) Proyecto que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (boletín N° 11.174-07).



13) Proyecto que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19).



14) Proyecto que modifica la ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (boletín Nº 10.665-07).



15) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (boletín N° 11.349-06).



--Se tienen presentes el retiro de las urgencias y las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que dio su aprobación, con las excepciones que señala, al proyecto despachado por el Senado que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el segundo señala que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código Penal para tipificar el delito de desaparición forzada de personas (boletín Nº 9.818-17) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero indica que dio su aprobación al proyecto de ley que faculta para disponer el ascenso extraordinario del personal de la Policía de Investigaciones de Chile por excepcional abnegación en el cumplimiento de su deber o como reconocimiento póstumo (boletín N° 11.277-25) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite resolución dictada en requerimiento de inconstitucionalidad presentado por un grupo de Senadores y Diputados respecto del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (boletín N° 9.895-11).



Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad recaídos en las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las privativas o restrictivas de libertad.



-Artículos 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, y 73 del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Prokurica, para informar acerca de la propuesta de decreto del Área de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos (AMERB), sector Rada Blanca, en la Región de Atacama. 



De la señora Directora del Servicio Nacional de Menores:


Contesta solicitud de información, expresada en nombre del Senador señor Espina, relativa a la situación que afecta a los niños, niñas y adolescentes en conflicto con la justicia en nuestro país.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones



De la Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica diversos artículos del Código Penal con el fin de incluir una agravante general y una especial para el caso de los delitos contra la propiedad cuando los adultos se prevalgan de menores de edad para cometerlos (boletín Nº 11.392-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De los Senadores señores Moreira, García, Hernán Larraín y Pérez Varela, con la que inician un proyecto de ley para radicar la investigación y el juzgamiento de las causas penales vinculadas a los hechos de violencia que indica en fiscalías y tribunales de la Región Metropolitana (boletín Nº 11.393-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Girardi, para ausentarse del país a contar del día de hoy.



--Se accede.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- Quisiera saludar a una delegación del Colegio Industrial Las Nieves, de la comuna de Puente Alto. 



¡Sean bienvenidos al Senado!


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el jefe de asesores del Ministro de Obras Públicas, don Enrique Álvarez. 



Acordado.


Asimismo, pido la anuencia del Senado para que ingrese a la Sala el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso


Acordado.
V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SOCIEDAD ESTATAL FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde reanudar la discusión particular del proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.647-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 77ª, en 3 de enero de 2017. 



Obras Públicas (segundo): sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.



Hacienda: sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.



Discusión:



Sesiones 77ª, en 3 de enero de 2017 (se aprueba en general); 40ª, en 22 de agosto de 2017 (queda pendiente su votación en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la sesión de ayer se solicitó aplazar la votación de las normas pendientes.



Al respecto, debo recordar que dichas disposiciones son de quorum calificado u orgánicas constitucionales.



En la página 33 del boletín comparado figura el artículo 16, que termina en la página 34.



Ese precepto fue modificado por la Comisión de Hacienda, y el texto pertinente se aprobó por 3 votos a favor (de los Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro) y 1 en contra (del Senador señor Coloma).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de que la discusión particular vinculada con la Contraloría es la más sensible.



Sin embargo, quiero efectuar una reflexión sobre la norma que ahora nos ocupa -por último, moriré con el voto en contra, ¡aunque no sé si acompañado o no…!-, que me parece de bastante sentido común.



¿En qué consiste esto?



Aquí se crea -recordémoslo- una sociedad anónima autónoma para administrar el Fondo de Infraestructura. Y se determina una serie de reglas mediante las cuales se cuida la independencia.



Existe también una vinculación con el Estado, pues el Presidente de la República nombra a algunos directores, por ejemplo, a partir de una proposición del Consejo de Alta Dirección Pública. Con ello se busca establecer un eje autónomo de la autoridad, para los efectos de diseñar todo el apalancamiento que va a suponer el uso del Fondo.



Pero aquí -no sé si esto es propio del actual titular de Hacienda o ¡si todos los Ministros de esta Cartera son iguales…!- hay un detallito: la remuneración de los miembros del Directorio la va fijando periódicamente el Ministro de Hacienda.



Entonces, yo me pregunto dónde está la autonomía cuando las remuneraciones las determina precisamente la autoridad de la que se quiere ser independiente: en este caso, el Ministro de Hacienda (para estos fines, no estamos hablando ni siquiera del titular de Obras Públicas, así que no tiene responsabilidad en la materia).



A mí me parece que en este tipo de entidades la remuneración tiene que ser fijada de manera objetiva por alguna autoridad. Pero ella no debe ser establecida por el Ministro de Hacienda cada dos años.



Dicha remuneración podrá ser, por ejemplo, equivalente a la que perciben otros funcionarios de cargos similares. Sin embargo, no considero razonable que el titular de Hacienda cada dos años diga: “Van a ganar más o van a ganar menos”. 



Señor Presidente, planteé el punto en la Comisión, y es lo que quiero someter a la consideración del Senado, pues estimo que acá debería hacerse referencia a otro organismo. La remuneración de los directores tiene que ser fijada por una institución independiente. Me da lo mismo cuál. Pero no la puede determinar la autoridad respecto de la cual se quiere ser autónomo.



Por eso, pienso que habría que cambiar la redacción de esta norma.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en la Comisión de Obras Públicas aprobamos en general este proyecto en forma unánime.



Ahora, lo que señala el Senador Coloma tiene sentido. Y lo vinculo con otra norma importante -se halla presente el Ministro de Obras Públicas- que debiéramos abordar también, relacionada con las inhabilidades. 



Existe consenso en crear una nueva institucionalidad, un Fondo de Infraestructura, en que haya un conjunto de directores con fuerza, con competencia adecuada, con la remuneración correspondiente.



Hay un viejo dicho que reza: “Quien paga pone la música”.



Entonces, me parece relevante saber de qué manera se determina la remuneración de los directores, que será de buen nivel.



Entendemos lo relativo a la autonomía.



Por eso, llamaría a la reflexión sobre el particular, para que establezcamos un régimen de inhabilidades, pues se cambió lo que acordó nuestra Comisión -nosotros queríamos un período de por lo menos dieciocho meses, equiparándolo a la situación de directorios similares- por una norma que hoy día no plantea ninguna inhabilidad.



Considero valorable el punto hecho por el Senador Coloma. Porque no es posible que quien fije las remuneraciones de los directores sea el titular de Hacienda.



Entonces, si le parece al señor Ministro, podríamos ver también lo tocante a las inhabilidades, al objeto de establecer, no una prohibición absoluta -entiendo que dieciocho meses es un tiempo largo-, pero, sí, una norma de concordancia respecto de otras instituciones. Así no tendremos esta especie de “sillas musicales”, en que quienes han conformado el directorio del Fondo de Infraestructura pueden terminar trabajando después para empresas vinculadas con él, o favorecidas.



Se trata, pues, de dos normas que a mi juicio se complementan.



Reitero: coincido con lo planteado por Su Señoría.



Si concordamos una norma adecuada, equivalente a lo que ocurre en directorios de otras empresas, como el Metro, podríamos fijar directamente en la ley en proyecto lo relativo a la remuneración de los directores, no obstante las variaciones que pueda haber hacia el futuro.



Sería bueno que escucháramos al Ejecutivo, para entender su posición en esas dos materias, que estimo complementarias y que van en la línea de fortalecer y darles autonomía a los directores del Fondo de Infraestructura.



Yo quiero que haya buenos directores, que conozcan, defiendan y proyecten el Fondo; que exista un marco adecuado de inhabilidades; que haya transparencia en materia de información, desde el punto de vista de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.


He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, cuando planteamos la norma en comento, estábamos pensando en la forma de definir la dieta de los directores, la cual, si no es fijada por el Ministro de Hacienda, tendría que determinarse en la junta de accionistas, que la conforman, entre otros, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas. 



Entonces, yo no haría un punto sobre el particular. 



Si logramos concordar una redacción específica, podremos resolver este asunto de forma inmediata.

El señor BIANCHI.- ¡Perfecto!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me parece atendible el planteamiento del Senador Coloma.



En estos tiempos no es presentable que las remuneraciones de los directores de una entidad como la que estamos creando sean fijadas por el Ministro de Hacienda.



Es buena la explicación que dio el titular de Obras Públicas.



Sin embargo, pienso que podríamos buscar otra alternativa: por ejemplo, la Escala Única de Sueldos.

El señor BIANCHI.- No quiere el Ministro.

El señor PROKURICA.- ¿No? ¡Como vi que el Ministro de Obras Públicas estaba abierto…!



Entiendo que el titular de Hacienda no quiera, pues él es quien tiene la herramienta. Pero estoy viendo muy seguido entregar este tipo de decisiones a los Ministros de esta Cartera.



El Ministro de Hacienda es importante. ¡Pero no perdamos el foco! Este es un país donde hay autoridades, leyes. Y hay que respetarlas.



A veces el criterio de estos Ministros -y no lo digo por el actual titular de esta Cartera, sobre quien tengo la mejor impresión…

El señor BIANCHI.- Además, ¡es un tipo macanudo!

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, tengo la mejor impresión sobre el Ministro de Hacienda. Lo digo en público y en privado. Pero a veces el criterio no anda bien. Y esto podría usarse para objetivos que no me gustan.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, considero interesante la observación formulada por el Senador Coloma, que acaba de refrendar el colega Prokurica.



El artículo 16 señala que “Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el Ministro de Hacienda, con una periodicidad no superior a dos años.”.



Obviamente, se considerará la propuesta de una comisión especial, en fin.



Eso es entendible.



La referida comisión es de alto nivel, por lo que es comprensible que efectúe propuestas sobre la materia.



No obstante, si existe una comisión de alto nivel, conformada con gente muy profesional, no veo la razón que justifique que sea el Ministro de Hacienda quien deba determinar y revisar lo relativo a la remuneración de los directores. Con ello disminuimos la condición de dicho órgano.



Por intermedio de la Mesa, quiero decirle al Ministro de Obras Públicas -acaba de ingresar el titular de Hacienda- que no compartimos eso.



Considero importante que exista un grado de autonomía, y que se refleje, incluso en lo concerniente a las remuneraciones.



No es saludable que el Ministro de Hacienda establezca y revise la remuneración. En mi concepto, es importante que no disminuyamos el rol de la comisión especial que se designará, la cual va a ser de alto nivel y muy profesional.



Señor Presidente, en mi posición no hay nada de personal. Todos los que estamos aquí sabemos de las condiciones del actual Ministro de Hacienda. En general, los titulares de esta Cartera se han desempeñado siempre de manera muy clara y resguardando en todo momento los intereses de nuestro país.



Mi planteamiento va más allá de eso. La idea es establecer una autonomía real y, sobre todo, no reducir el campo de acción del Directorio. 



Por eso, señor Presidente y señor Ministro, considero que la norma no debiera estar redactada de esta forma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- A decir verdad, señor Presidente, aquí necesitamos alternativas, pues estamos tratando de construir un sistema.



Una posibilidad es que el Ministro de Hacienda fije la remuneración al principio, por una vez, considerando lo que proponga la comisión especial a que se refirió la Senadora Allende. 



La idea es que no esté revisándola cada dos años, porque eso envuelve una especie de control de gestión.



Estábamos viéndolo con el Senador De Urresti, con quien estoy coincidiendo demasiado, ¡lo que me tiene muy preocupado...!

El señor PROKURICA.- ¡Eso es peligroso...!

El señor COLOMA.- O sea, podemos borrar la expresión “con una periodicidad no superior a dos años”. De ese modo se salva la inquietud que con toda razón planteó la Senadora señora Allende.



Ahora, para la determinación de la remuneración el Ministro de Hacienda considerará la propuesta de la comisión especial.



Si a la Sala le pareciera esa proposición podríamos resolver el problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay una propuesta en el sentido de eliminar la expresión relativa al establecimiento y la revisión de la remuneración cada dos años.



Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, el Ejecutivo no tiene problemas en que se borre desde la coma que aparece después de la palabra “Hacienda” hasta el punto y seguido.



Así, la norma diría: “Los directores tendrán derecho a una remuneración, la que será establecida y revisada por el Ministro de Hacienda. En la determinación de las remuneraciones...”.

El señor PIZARRO.- ¡Muy bien!

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Hemos salido fortalecidos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para admitir la modificación sugerida se requiere la unanimidad de la Sala.

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Hay acuerdo unánime a ese respecto?

El señor DE URRESTI.- Sí.

El señor MOREIRA.- ¡No!

El señor DE URRESTI.- ¿Por qué no?

El señor MOREIRA.- Yo quiero que me expliquen bien.

La señora ALLENDE.- ¡Lo planteó el colega Coloma, señor Senador!

El señor LETELIER.- ¡Hágale caso alguna vez...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



Ahora corresponde votar el artículo 16 con la redacción que propuso el señor Ministro de Hacienda.



Para aprobarla se necesitan 18 votos.

La señora ALLENDE.- Que se hagan sonar los timbres.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Faltan los miembros de la Comisión de Hacienda.



Ahora sí.



¿Le parece a la Sala aprobar el artículo 16 con la redacción propuesta por el señor Ministro de Hacienda?



Aprobado por 19 votos favorables, en los términos ya explicitados.

El señor LETELIER.- ¡Está bien que le hagan caso al último de los coroneles...!

El señor MOREIRA.- ¡Obviamente...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la página 40 del boletín comparado, penúltima columna, figura la letra f) del artículo 17, que pasa a ser 18, el cual se refiere a las incompatibilidades y comienza en la página 38.



Dicha letra, que tiene rango orgánico constitucional, dice que la calidad de director del Fondo o de sus filiales o coligadas es incompatible con el cargo de “Presidente, vicepresidente, secretario general o tesorero de las directivas nacionales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos.”.



Votaron a favor de la letra f) los Senadores señores Coloma, Lagos y Pizarro, y en contra, el Senador señor Montes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la letra f).



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con el voto del Senador Montes, pues me parece que esta norma constituye una exageración.



No me había tocado leer un proyecto de ley que dijera “Presidente, vicepresidente, secretario general o tesorero de las directivas nacionales, regionales, provinciales o comunales de los partidos políticos.”.



Entiendo que este no es el mejor momento para la adhesión ciudadana a los partidos y a los políticos, pero creo que estamos cayendo en un exceso, como si se tratara de...

El señor LETELIER.- Leprosos.

La señora ALLENDE.- Yo no quiero ir tan lejos como el Senador Letelier, quien dice “leprosos”. Pero es algo parecido.



O sea, estamos llegando al nivel en que aquello lo dice un proyecto de ley.



¡Lo considero inaceptable!



Comparto lo que hizo el Senador Montes en la Comisión de Hacienda. Creo que debería sacarse la referida norma -ojalá votemos en contra de ella-, pues no tiene ninguna justificación.



Yo entiendo que estamos procurando conseguir el mayor nivel, el máximo profesionalismo y un trabajo con visión de país para mejorar la infraestructura. Sin embargo, no veo ninguna razón para poner la letra f), que no corresponde.



Por lo menos, ella no va a recibir mi voto favorable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, si uno razonara en abstracto y pensara en un país inexistente, en un país europeo, en un país de la OCDE, el argumento de la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra sería correcto, pues no existirían razones para que allí hubiera inhabilidades para la gente de los partidos políticos.



Pero estamos pensando en Chile.



Yo puedo traer la nómina de los directorios de las empresas sanitarias que pertenecían al Estado o de otras instituciones. A decir verdad, allí existía un cuoteo entre los partidos que integraban el gobierno de turno. Esto podría ser discutible. Sin embargo, en muchos casos el único mérito era el de ser dirigentes de un partido u otro.



Por consiguiente, hay que aprobar esta disposición, porque las empresas del Estado o la sociedad anónima que estamos creando no se pueden cuotear como un botín para los ganadores.



Con normas de tal índole, tratemos de obligar a que estén los mejores y no la gente que integra los partidos del gobierno de turno.

El señor BIANCHI.- ¡Totalmente de acuerdo!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debo hacerle presente a la Sala que no se trata de una inhabilidad, sino de una incompatibilidad.



Por lo tanto, si alguien es nombrado director en la sociedad anónima que se crea, para asumir ese cargo tiene que renunciar al que desempeña en su partido político.



La situación es diferente de la que se produce con la inhabilidad.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Después de su explicación, señor Presidente, no tengo nada más que decir.

El señor COLOMA.- ¡Hable más seguido, señor Presidente...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo les pediría a mis colegas que leyeran bien el texto que tenemos frente a nosotros.



La letra f) del proyecto aprobado en general por el Senado establece que no podrán ser nombrados directores del Fondo ni de sus filiales o coligadas los alcaldes, los concejales y los cores, ni tampoco los candidatos a cargos de elección popular.



Yo me pregunto qué tiene que ver la incompatibilidad de la condición de militante de cualquier partido político con el cumplimiento de una función en una empresa pública.



Y discúlpeme, señor Presidente, pero voy a referirme a lo que escuché a un Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Hemos tenido alternancia en el poder. Y yo no creo que el Secretario General de Renovación Nacional sea una mala persona. Más bien, lo considero una persona muy proba, ¡absolutamente proba!



No acepto, pues, la insinuación de que la gente de un partido, porque estamos en Chile, es presuntamente incorrecta, a menos que quien la hizo se quiera poner en el primer lugar de la lista,...

El señor PROKURICA.- ¡No le acepto eso!

El señor LETELIER.-... cosa que tampoco aceptaría.

El señor PROKURICA.- ¡No le acepto eso!
El señor LETELIER.- Por eso, señor Presidente, creo que el insinuar que una persona...
El señor PROKURICA.- ¡Cuide lo que está diciendo! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Senador señor Prokurica.


Le pido...

El señor LETELIER.- Solicito que lo llame al orden, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúe, señor Senador.

El señor PROKURICA.- ¡Ya está bueno! ¡Cada vez que abre la boca es para descalificar!

El señor LETELIER.- Señor Presidente, a mí no me parece correcta aquella insinuación (quizá Su Señoría tenga una percepción parcial) acerca de las personas de otra militancia. Tal vez el señor Senador tiene una experiencia inadecuada. Pero yo no creo que los militantes de los partidos, por ser militantes...

La señora MUÑOZ.- La norma no habla de los militantes.

El señor LETELIER.- Sí, claro: en la letra f).

La señora MUÑOZ.- Esa letra se refiere a los directivos de los partidos políticos.

El señor COLOMA.- Se trata de  los dirigentes.

El señor LETELIER.- Sí: directivos de los partidos, militantes.

El señor COLOMA.- Dirigentes.

El señor LETELIER.- Discúlpenme, Sus Señorías.



¿Cuál es la incompatibilidad, señor Presidente? 



Es muy distinto el caso del parlamentario o el del alcalde, quienes pueden llegar a tener un conflicto de intereses.



Porque la incompatibilidad tiene que ver con eso: conflicto de intereses.



Pero aquí no hay conflicto de intereses.



Si un core, o un alcalde, o un parlamentario quiere aprobar un proyecto para su territorio, ¿puede haber conflicto de intereses?



¡Por aquella vía el día de mañana se va a determinar la incompatibilidad por ser parte de una iglesia...!



Señor Presidente, yo no comparto tal criterio. Decir que por ejercer un cargo directivo a nivel provincial o comunal en un partido político una persona tiene un conflicto de intereses me parece un exceso.



Por consiguiente, apoyo la inquietud que expuso el Senador Montes y voy a votar tal como lo hizo Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Pido la palabra, señor Presidente, pues fui aludido.

El señor LETELIER.- ¡No fue aludido, señor Senador!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica, que espero se dirija a la Mesa.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo no acostumbro a ofender cuando hago uso de la palabra.



Aquí algunos son muy rápidos para sacar opiniones en estas materias. Sin embargo, lo único que yo no quisiera hacer sería entregar la lista de los miembros de los partidos de la Concertación que durante los Gobiernos de ese conglomerado estuvieron en las empresas sanitarias del Estado.

El señor LETELIER.- ¡Dela a conocer!

El señor PROKURICA.- Se la puedo mostrar, señor Senador, para que la vea.



¿Dónde está, señor Presidente, la incompatibilidad que el colega Letelier no logra ver?



Lo voy a explicar.



En el caso de las sanitarias, ¿qué pasaba con la gente de Atacama?

El señor LETELIER.- Dé los nombres.

El señor PROKURICA.- No voy a hacerlo, porque resulta incómodo.




Señor Presidente, los directivos de esos partidos pertenecían al directorio de la empresa sanitaria, que en esa época se llamaba “EMSSAT”. ¿Y qué ocurría? Dicha empresa abusaba con los consumidores de agua potable: no arreglaba las matrices, hacía diversos cobros, en fin. ¿Qué sucedía con los reclamos? Los usuarios los formulaban ante la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Pero allí había otro funcionario, perteneciente al partido A, B o C. ¿Qué conseguía el consumidor? ¡Nada, pues: su reclamo valía cero! ¿Por qué? Porque el director de la empresa sanitaria, quien era vicepresidente o secretario general del partido respectivo, llamaba por teléfono al Superintendente de Servicios Sanitarios y le decía: “No acepte ese reclamo”. ¡Y se acabó el cuento!



¡Por favor! ¡No nos hagamos trampas en este asunto!



¡Quienes tienen gran rapidez para darse cuenta de otras cosas son lentos para percatarse de lo que estoy explicando...!



Terminemos con esos abusos.



En tal sentido, señor Presidente, yo estoy de acuerdo con esta disposición, que entiendo es del Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debo hacerle presente a la Sala un hecho del que sería bueno tomar nota: aquí no se trata de una inhabilidad, sino de una incompatibilidad.

El señor PROKURICA.- Así es: incompatibilidad.

El señor LETELIER.- Por cierto, incompatibilidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora, les pido a Sus Señorías que me permitan emitir un juicio sobre el particular desde la testera.



Yo no creo que sea conveniente que un miembro de la directiva de un partido, sea nacional o regional, ejerza al mismo tiempo como director del Fondo en cuestión o de sus filiales o coligadas. En mi concepto, para asumir este último cargo debe renunciar al otro. Es lo lógico.



Incluso, esa es una norma de sanidad para nosotros mismos.



Por eso, yo voy a apoyar la disposición como viene.



Excúsenme, Sus Señorías, por haber intervenido desde la testera.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la norma que se va a votar es la letra f) de la última columna del comparado, para cuya aprobación se requieren 20 votos favorables, atendido su carácter orgánico constitucional.



Quienes están a favor de ella deben votar que sí; aquellos que la desaprueban tienen que votar que no o abstenerse.

El señor PIZARRO.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes, tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me parece conveniente poner en contexto esta disposición con respecto a leyes aprobadas hace poco  tiempo y con proyectos que se hallan en tramitación.



Por ejemplo, en el caso de la ENAP, cuyo gobierno corporativo se acaba de cambiar, quedó una restricción de este tipo. En el proyecto de TVN ocurre lo mismo.



Ahora, debo precisar que esta disposición no va en contra de que un militante de partido sea director de una empresa. A este respecto no tiene por qué haber ninguna restricción.



Sin embargo, quien integra la directiva de una colectividad política tiene objetivos partidarios muy legítimos pero que fácilmente pueden entrar en conflicto de intereses al tomarse decisiones como director del Fondo de Infraestructura o de sus filiales o coligadas.



Por lo tanto, hemos de ser cautos al decir que en este caso la militancia no tiene nada que ver. Es perfectamente posible militar en un partido y ser director de una empresa. Pero cosa muy distinta es formar parte de una directiva, más aún si ella es nacional.



Uno podrá discutir si a nivel provincial o comunal la situación es distinta. 



En conflictos de intereses potenciales -porque ellos no siempre existen- hay una gama.



Imagino que ningún parlamentario va a estar de acuerdo en que un presidente de partido sea presidente de una empresa pública.



Distinto es el caso si un secretario general pertenece a una junta local.



Señor Presidente, concluyo simplemente reiterando que una norma similar se incorporó en leyes de reciente aprobación y está incluida en proyectos que se encuentran en tramitación. Y ella tiene un sentido muy profundo: cautelar potenciales conflictos de intereses, pues las personas a que se refiere están llamadas a asumir responsabilidades muy importantes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entiendo que el señor Ministro está planteando eliminar las palabras “provinciales” y “comunales”.



¿Habría acuerdo?



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra f) del artículo 18, eliminándose los términos “provinciales” y “comunales” (24 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Letelier.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Guillier.
)---------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago un alto para saludar a la delegación del Colegio Hermanos Matte que nos visita esta tarde.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Les solicito a Sus Señorías dirigirse a la página 48 del boletín comparado, tercera columna.



La Comisión de Obras Públicas aprobó el siguiente artículo 19, nuevo: “Los directores que cesen en sus funciones por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 18 serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que pudiera verse beneficiada con el Fondo, por un período máximo de 18 meses.”.



Por su parte, la Comisión de Hacienda (penúltima columna del comparado) acordó suprimir esa norma por 4 votos en contra (Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro) y una abstención (Senador señor Tuma).



Sin embargo, el Honorable señor De Urresti y otros señores Senadores renovaron una indicación que agrega un artículo 19, nuevo, del siguiente tenor: “Una vez cesado en sus funciones por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 18, los directores serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que pudiera verse beneficiada con el Fondo, por un período máximo de 24 meses.”.



La diferencia con el texto que aprobó la Comisión de Obras Públicas está en el plazo máximo de la inhabilidad, que en el precepto de este órgano técnico se fija en 18 meses, y en la indicación renovada, en 24.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en la misma línea del debate acerca de la fijación de la dieta hemos sostenido el relativo al establecimiento de un sistema de inhabilidades. Sobre la base de las causales al respecto, queremos proteger el directorio, determinar la máxima responsabilidad y considerar el profesionalismo.



De acuerdo con lo votado en la Comisión de Hacienda, no existiría ninguna de ellas. Simplemente se consagraría la “puerta giratoria”, en el sentido de que quien ha pertenecido al directorio podría pasar a formar parte de inmediato, sin solución de continuidad, del correspondiente a una empresa que haya sido favorecida.



Por nuestra parte, al contemplarse la entidad, buscamos normas que precisamente configuraran inhabilidades. De 24 meses -o sea, dos años- se pasó a analizar un período de 18. Estimo importante generar una discusión, pero no es posible quedar con un vacío, lo que no se compatibiliza con ningún otro directorio.



El tipo de impedimento que nos ocupa rige para todas las personas que desempeñen dicho cometido. A mayor abundamiento, se aplica igualmente la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, a la cual se hace referencia en el proyecto. Pero no se incluiría ninguna disposición -repito- sobre inhabilidades para directores de empresa como la que estamos abordando.



Entonces, pido coherencia. Si hemos sido rigurosos en fijar estándares de designación, así como de independencia al momento de definir el ingreso -en definitiva, la dieta-, y hemos sostenido un importante debate con motivo de la anterior votación para determinar la incompatibilidad principalmente de integrantes de directivas de partidos políticos, junto a otras que hemos aprobado, fijemos una norma que evite la “puerta giratoria” y que quienes se desempeñen en una institución que maneja más de ocho mil millones de dólares pasen al día siguiente, sin mediar ninguna disposición respecto de inhabilidades, al directorio de una empresa que haya podido ser favorecida. Por un criterio de transparencia, de equivalencia con otras entidades, tenemos que establecer un margen.



Diez Senadores hemos renovado la indicación sobre los 24 meses. Creo que podemos generar una discusión -se encuentran presentes los Ministros- sobre el particular. Si son doce meses, juzgo que también resultan razonables. Pero tiene que haber una regulación en este sentido.



Por eso, reitero que el cambio hecho en la Comisión de Hacienda no es el adecuado. Espero que sea posible reponer la disposición original o establecer un plazo que podamos concordar en la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, comprendo la inquietud expresada por mi Honorable colega De Urresti, miembro de la Comisión de Obras Públicas.



Considero un poco excesivo, quizás, señalar que los directores que terminen en sus funciones por cualquiera de las causales “serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que pudiera verse beneficiada con el Fondo, por un período máximo de 18 meses”.



Creo que necesitamos también contar con candidatos a director del ente en creación, el cual se someterá a reglas muy exigentes, propias de las sociedades anónimas.



Aún más, no es poco lo dispuesto respecto de las causales de cesación. El artículo pertinente expresa que una de ellas es la “Falta grave al cumplimiento de sus obligaciones como director. Serán faltas graves al cumplimiento de sus obligaciones, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a cuatro sesiones del Directorio” y “el haber incluido maliciosamente datos inexactos u omitido información relevante en la declaración de intereses o patrimonio, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades” a las que se hace referencia.



Estamos poniendo muchas exigencias para llegar al cargo. Y me parece que ello es correcto, porque se crea la tremenda entidad llamada “Fondo de Infraestructura”.



A mi juicio, 18 meses es mucho.


Cabe procurar también que existan candidatos disponibles para pasar todas estas exigencias y que pueden cesar después en sus funciones por los motivos expuestos, que no seguí leyendo, pero que no son pocos, ya que asimismo se incluye “el haber intervenido o votado en acuerdos que incidan en operaciones en las que él, su cónyuge, o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, inclusive, tengan un interés de carácter patrimonial”, etcétera.



Para decirlo más directamente, está muy bien contemplar todas esas razones de cesación y requisitos; la creación de una entidad potente como la que pretendemos, por la responsabilidad que le corresponderá en la elaboración del plan quinquenal; la estrategia en el Fondo de Infraestructura; las futuras inversiones, y todo lo que debemos desarrollar y desplegar. Pero me parece que un año sería más razonable que 18 meses.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda sostuvimos el debate, efectivamente, respecto de qué tiempo es razonable para establecer la inhabilidad de quienes formen parte del directorio del Fondo.



Sin duda que ello tiene que ir en relación con las exigencias que se les colocan, que son muy altas. La verdad es que se requieren personas sumamente calificadas no solo en su formación profesional o técnica, sino también en su experticia o práctica en un sector de la economía extraordinariamente específico. No son muchos en el país los que pueden dedicarse a materializar nuevos proyectos, conocer cómo funciona el sistema de concesiones, saber cuáles son las mejores perspectivas dentro del desarrollo de infraestructura y definir dónde es preciso poner los énfasis, más aún si tienen que evaluar proyectos que puedan llegarles de otros interesados del sector privado o del sector público.



Un período de 18 meses -o de 24, como se había planteado al principio- es excesivo. No creo que profesionales de ese nivel se encuentren dispuestos a asumir una responsabilidad por un tiempo determinado sobre la base de semejante inhabilidad.



Lo que se hace en otros casos, cuando se presenta este tipo de situaciones, es que al director que deja el cargo se le sigue pagando por cierto período justamente porque se le impide trabajar en su especialidad.


En otros términos, se buscaría a la persona por ser especializada, se le pediría cumplir una labor en la que asumiría una responsabilidad alta y se le sancionaría después, ya que se le diría: “Muchas gracias por los servicios prestados, pero usted, durante 18 meses, no puede trabajar en su especialidad y a lo que se ha dedicado toda su vida”.



Entonces, existen dos posibilidades. Si ello lo conversamos largo en la Comisión de Hacienda. Y, por eso, preferimos rechazar el artículo, para poder buscar algo razonable.


No podíamos formular una indicación -no tenemos iniciativa- para destinar una cantidad de recursos que durante esos 18 meses le permitieran a alguien no caer en la inhabilidad y no ejercer un cargo en una empresa que se pudiera beneficiar.



Lo que deberíamos hacer, por lo tanto, es acogernos a la norma lógica establecida en la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, que son seis meses. Si no, veamos un financiamiento de un año, de un año y medio, de dos o de lo que sea.


A mí me parece que lo natural es contemplar dicha disposición general, aplicada hasta el momento, y creo que así podemos salvar la situación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo que estamos llegando a una lógica más bien de acuerdo, por lo que he escuchado.



Dos cosas son bastante razonables.



Primero, es altamente complejo conseguir personas de alta calidad para un cargo de este tipo, muy importante, y decirles que acto seguido del cese van a estar dos años, conforme a la indicación, sin posibilidad alguna de hacer algo en la industria. Porque ello dice relación con fondos que tienen que ver con constructoras, con concesionarias, con bancos, con todo.



Entonces, si se quiere gente de esa condición -obviamente, más allá de la remuneración, que ojalá sea generosa, lo que no resulta tan claro de parte de un Ministro de Hacienda-, me parece relevante no generar un conjunto de restricciones que impidan el funcionamiento posterior.



También es cierto lo que algunos dicen en orden a que tiene que existir alguna inhabilidad, al menos en el corto plazo, para que no se origine un vaso comunicante. Eso fue parte de la discusión en ambas Comisiones. No se llegó a una buena solución.



Pero se plantea lo expresado por el Senador señor Pizarro -algo hemos conversado- en términos de seis meses de inhabilidad. Y, por último, a mí me parece que otros seis para informar podrían originar un buen acuerdo. Ello tiene que ver con un plazo razonable para la inhabilidad, pero también para este otro efecto, y así sería posible contar con elementos de alta calidad en un Fondo que manejará muchos recursos y el potencial concesionario de Chile.



Tenemos que comprender de alguna manera que se estaría nombrando a personas que ojalá exhiban el mayor nivel de exigencia, técnico y de sentido común, que siempre se relaciona con esta materia.



Así que una fórmula de seis meses de inhabilidad, como lo expone el Senador señor Pizarro, y de seis meses para informar alguna vinculación con posterioridad podría ser, a mi juicio, una línea de coincidencia aceptable para todos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el señor Ministro de Obras Públicas.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, se ha empezado a construir un acuerdo respecto de la reposición de la indicación planteada en la Comisión de Obras Públicas.



Proponemos expresamente que la inhabilidad, tal como está redactada, sea por un período máximo de seis meses, pero con un inciso:



“Adicionalmente, por los seis meses siguientes, hasta completar un año, estarán obligados a informar cualquier actividad con empresas previamente beneficiadas.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ruego evitar en la Sala un trabajo de Comisión.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el asunto que hoy día se aborda con motivo del proyecto atraviesa toda la Administración Pública.



Hace algunos años presenté una iniciativa a fin de establecer también una inhabilidad de dos años, porque efectivamente se genera un conflicto de interés.



Cuando Jorge Bunster, gerente general de COPEC durante más de 18 años, asumió como Ministro de Energía -el quinto- en el Gobierno del Presidente Piñera, era obvia su larga trayectoria en el principal competidor de ENAP. Es decir, el sector privado al que regulaba el Estado ponía a su máxima autoridad a cargo de la regulación. Y existía el problema.



No se trata solo de eso. Constituye igualmente un elemento de alta sensibilidad en la ciudadanía el que alguien se pueda cambiar de sillón de la noche a la mañana y trasladarse del Estado a la empresa regulada.



Jorge Rodríguez Grossi, en el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, pasó de Guacolda al Ministerio de Economía. Y eso provocó mucha controversia. ¡Implica el mismo conflicto! ¡Existe manejo de información estratégica!



Los gringos, en Estados Unidos, resuelven la situación con una inhabilidad extendida y pagan, como aquí se ha dicho.



Mas seis meses es un período absolutamente insuficiente. Tiene que existir una compensación de remuneraciones al menos durante un año.



Aunque los proyectos que se manejen sean de un mayor alcance, considero que uno de los elementos es separar la administración y las decisiones que se pueden tomar antes. No se trata solo del tiempo a posteriori, sino también a priori. Si alguien puede salir mediando una programación, debe hallarse inhabilitado de tomar resoluciones a priori que incidan después en el sector al cual se va. Porque es posible planificarse y decir: “Voy a irme, pero prepararé mi ´colchón´, mi salida”.



Muchos empleados del sector privado lo hacen, como también otros en el sector público. Cuando terminan los gobiernos -y algo de eso se huele hoy día-, se ve cómo algunos empiezan a acomodarse por venir mala la mano y le dan señales de mucho cariño al ámbito particular, y viceversa.



¡Tal sistema ya se instaló ahora! Muchos están pensando en que el Gobierno no sigue. ¡Y se notan! ¡Se huele a dos kilómetros la actitud por si acaso tiene lugar un cambio!



En lo personal, no tengo ningún problema: la cuestión es lo institucional. Es decir, si algún Ministro, Subsecretario o presidente de directorio de una empresa comienzan a preparar su aterrizaje en el sector privado, a “hacerle cariño” y a dar señales regulatorias o generar condiciones respecto de una licitación a un año plazo, eso causa un trauma en la ciudadanía.



¡Es el conflicto de interés entre dinero y política!



Hoy día, el problema no es ni Gobierno u Oposición, ni Derecha o Izquierda, ni liberales o conservadores: es transparencia versus corrupción. Y nos encontramos en esta área en relación con el asunto que nos ocupa.



Ahora, creo que los 18 meses son parte de lo propuesto por el Gobierno. ¡Espero que lo haya hecho para defenderlo! Porque eran 24 meses, bajamos a 18 y ahora nos quedaríamos con seis.



No nos hallamos ante un cargo de elección popular, sino frente a inhabilidades de ministros. El asunto tiene que ver con conflictos de interés y seis meses son insuficientes.



Por mi parte, me quedaría con la norma de los 18 meses, con un proceso de cancelación decreciente y con una regulación respecto de las decisiones que adopte el director o el presidente del directorio, en el sentido de que puedan ser revisadas. Es decir, se trata de que haya luz y mucha transparencia en la etapa previa, ex ante, sobre las resoluciones que se van a tomar, de tal manera que sea posible examinarlas durante un período de tiempo.



Si no, van a decirnos que somos demasiado blandos al regular el conflicto entre dinero y política. Porque eso estamos haciendo ahora en relación con un presidente de mucho poder en una empresa pública y que se va después al sector privado.



No comparto la idea de bajar a seis meses. Aquí se ha dicho que se va generando un cierto consenso. Ello dice relación con la Nueva Mayoría y la Derecha. El Senador que habla, del PAIS, no se halla en esa posición.



Por lo tanto, aprobaré la indicación de Gobierno.



¡Me puse gobiernista…!

El señor DE URRESTI.- ¡Que se vote!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el señor Ministro de Hacienda.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me parece que la discusión está entrando en un asunto de bastante relevancia, pero, al mismo tiempo, que hay una confusión bastante importante respecto de qué son los conflicto de interés, cuándo se dan, etcétera.



Partiré por una cuestión básica que estimo clave consignar. Este no es un problema entre dinero y política, sino entre dinero y dinero.



En seguida, la situación es más vieja que el hilo negro y existe en todas las sociedades anónimas de Chile y del resto del mundo.



¿Por qué lo digo? Porque luego vamos a abordar lo de la Contraloría. Y lo que no podemos hacer es ponerles a las empresas públicas -significaría cercenarles su capacidad- las reglas de las sociedades anónimas y, además, las de un funcionario de un servicio público. Esa es una receta para que no funcionen, porque simplemente implica jugar con desventaja en un campo en el que están entrando conforme a su propia condición.



Entonces, primer punto que quiero dejar establecido: cuidado con las regulaciones de una entidad que es sociedad anónima. Porque estas últimas -no solo las públicas, sino también cualquiera enlistada en la Bolsa, incluso las cerradas- cuentan con directorios que sufren exactamente las mismas dificultades.



Si alguien del directorio de COPEC, digamos, se va a trabajar a otra empresa, ¿ustedes creen que los dueños, que son muchos accionistas, no abrigan la misma duda en la que piensa el Senador señor Navarro? ¡Por supuesto que sí!



Y en el mundo de las sociedades anónimas hay soluciones -de nuevo- más viejas que el hilo negro.



En consecuencia, juzgo que no podemos cruzar y juntar aspectos que tenemos que seguir diseñando mejor, tratándose de un funcionario público -desde un ministro hasta un empleado del Servicio de Impuestos Internos, o alguien que vigila un banco-, porque una empresa donde hay directores profesionales que se dedican a sacarle valor es una cosa muy distinta.



Con esta lógica, un director de CODELCO también debiera cumplir el requisito de los dos años, pues va a celebrar contratos más grandes que los que suscribirá esta nueva empresa. El valor de CODELCO es mucho más importante. 



¿Y eso tiene sentido como una lógica de organización de una empresa pública? Creo que no. 



Me parece que tenemos que avanzar con sumo cuidado en poner restricciones adicionales a las que se colocan a una empresa que compite con otras. Si no, estas empresas simplemente no van a funcionar.



Ahora, entiendo muy bien el punto en discusión, porque en los últimos años venimos de un momento político en el que este tema resulta complejo. Y, por lo tanto, tampoco podemos mirar al techo y no hacer nada.



Dicho eso, y cautelando no cercenar demasiado la norma, me gustaría hacer una propuesta adicional -no la he conversado con el Ministro de Obras Públicas, pero me parece importante considerarla- en el sentido de establecer un periodo de seis meses, que incluso puede ser mayor. Lo importante es que el permiso para poder trabajar en otra empresa relacionada -o que potencialmente tenga relación- sea dado por el directorio de la empresa original, pasados los seis meses o desde el comienzo. 



Lo que quiero es evitar que, al final del día, esto se traduzca en que no podamos contar con directores profesionales. Porque, de nuevo -y vuelvo al origen de mi comentario-, lo que no podemos hacer es pedirle a una empresa pública que tenga una malla de restricciones privadas y estatales al mismo tiempo. O juega en un campo o juega en el otro. O es una empresa pública común y corriente, como cualquier servicio, o es una sociedad anónima. Y nosotros queremos que sea una sociedad anónima, con las reglas propias de una sociedad anónima.



Entonces, volviendo a la propuesta, sugiero que se establezcan los seis meses, pero dejemos que haya una cláusula de escape en que el directorio pueda autorizar que la persona que ha estado trabajando en otra parte pueda desempeñarse en esta empresa.



Es tan simple como eso.



Gracias, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estamos con un problema, ya que para modificar una indicación o una disposición se requiere la unanimidad. Y escuché decir a un señor Senador que no estaba de acuerdo en introducir una enmienda como la que se ha propuesto.

El señor COLOMA.- Pero se trata solo de presentar la indicación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, habría que votarla tal como está.

El señor COLOMA.- ¿La vamos a votar?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, ella se puede votar porque fue renovada dentro de plazo. No hay problema en eso.

El señor COLOMA.- ¿Y cómo lo haremos para cambiar la norma?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para eso se requiere unanimidad. Sin embargo, en el segundo trámite también se podría hacer.



Disculpen, señores Senadores, que intervenga desde la testera, pero el artículo 19 propuesto señala que “Los directores que cesen en sus funciones por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 18 serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que pudiera verse beneficiada con el Fondo, por un período máximo de 18 meses.”. 



O sea, la norma se refiere al caso de que esa empresa pudiera tener alguna participación en el Fondo de Infraestructura. Eso significa que si el director tiene menos de 18 meses de cesación en el cargo no podrá trabajar en ella. 



Creo que habría que darle una redacción diferente. ¿Cómo es posible consignar una inhabilidad de 18 meses por si la empresa pudiera tener algún beneficio en relación con el Fondo?


A mi juicio, ese tema debiera ser revisado. 



Por tanto, se podría votar la indicación tal como fue presentada y, si hubiera unanimidad, modificarla para reducir el plazo de 24 meses. 



Pero reitero: al texto propuesto se le debería dar una redacción diferente. Naturalmente, ello se puede hacer en el trámite siguiente.

El señor BIANCHI.- ¿Pero por qué no lo hacemos ahora, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por tanto, someteré a votación la indicación y después pediré la unanimidad para rebajar el plazo de 24 meses.

El señor COLOMA.- Para poder votarlo...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es.



¿Les parece rebajarlo a seis meses? Se necesita un acuerdo para ello.

El señor PIZARRO.- Que sea de seis meses, con la obligación de informar.

El señor COLOMA.- Sí, señor Presidente: seis meses, más otros seis meses.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Ofrezco la palabra al Senador señor Navarro, quien se ha opuesto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si nos vamos a pronunciar respecto de la indicación, la votaré en contra. Y si se solicita la unanimidad de la Sala para reducir el periodo, también voy a votar en contra, pero no impediré la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo que escuché a Su Señoría, debe pronunciarse a favor de la indicación porque ella establece un plazo de 24 meses.

El señor NAVARRO.- Correcto, señor Presidente. Tendré que votarla favorablemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se procederá, entonces, a votar la indicación.

El señor COLOMA.- ¿La original?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, señor Senador, la renovada, que establece un periodo de 24 meses. Y si se quiere corregir su texto, eso lo veremos después.



En votación la indicación renovada.



--(Durante la votación).
El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en votación la indicación renovada cuyo cambio respecto de lo aprobado por la Comisión de Obras Públicas -y suprimido por la Comisión de Hacienda- consiste en aumentar de 18 a 24 meses el periodo máximo de incompatibilidad.



La norma requiere quorum calificado para su aprobación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.
El señor NAVARRO.- ¡Espero que los que presentaron la indicación renovada voten a favor…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada (26 votos en contra y 2 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa los señores De Urresti y Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto negativo del Senador señor Letelier y de que el Honorable señor Espina se encuentra pareado.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quisiera hacer presente que nos acompaña desde las tribunas un segundo curso de alumnos del Colegio Hermanos Matte, de Puente Alto, a quienes saludo.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En seguida, corresponde votar la supresión del artículo 19, nuevo, sugerida por la Comisión de Hacienda.

La señora ALLENDE.- ¿Pero no se hará ninguna propuesta, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Primero se votará la eliminación de dicho precepto, señora Senadora.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en votación la supresión del artículo 19, nuevo.



Quienes estén de acuerdo con eliminarlo, votan que sí, y quienes no lo estén, que no.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.



Esto corresponde a una indicación aprobada en la Comisión de Hacienda.

El señor PIZARRO.- No, señor Presidente, lo que nosotros hicimos en dicha instancia fue suprimir la proposición de la Comisión de Obras Públicas, que establecía un plazo de 18 meses.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Eso es.

El señor PIZARRO.- Ahora, si lo que se quiere es acortar a seis meses el plazo establecido y, además, considerar la posibilidad de informar, habría que rechazar los 18 meses.

El señor COLOMA.- Exactamente.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Y hay unanimidad?

El señor PIZARRO.- No la hay porque el Senador Navarro no la dio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pero después podemos modificar la norma.

El señor PIZARRO.- Así es, señor Presidente. Por tanto, tenemos que pronunciarnos por el rechazo y, luego, buscar una fórmula que nos permita incorporar los seis meses.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, deseo aclarar lo que se está votando, para que no haya dudas.



Quienes estamos por llegar a un acuerdo en materia de plazo, que en principio pareciera ser de seis meses, con otro adicional para información, tenemos que votar en contra, como señaló el Senador Pizarro.



Lo hago presente para que no nos confundamos. 



Si se vota en contra, abrimos la posibilidad de que se genere un acuerdo, el que, como dije, en principio sería de seis meses, con algunos requisitos adicionales de información.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la supresión del artículo 19, nuevo, propuesto por la Comisión de Obras Públicas (28 votos contra 1).

 

Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la afirmativa el señor Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto negativo del Senador señor Chahuán.



Corresponde pronunciarse respecto de la propuesta hecha por la Comisión de Obras Públicas, sobre la cual se planteó hacer alguna corrección.



Para efectos de considerar dicha rectificación, requiero un texto escrito. 



Entonces, les propongo que dejemos pendiente este punto y votemos las otras disposiciones mientras se hace llegar a la Mesa una nueva redacción.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo sugiero que el Ejecutivo se comprometa a presentar una indicación en el próximo trámite, y así no nos enredamos si no hay unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pero lo que corresponde es pronunciarnos sobre la disposición de la Comisión de Obras Públicas.

El señor PIZARRO.- Sí, pero la acabamos de votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, lo que se votó en contra fue la propuesta de la Comisión de Hacienda.

El señor PIZARRO.- Pero ¿cuál era la propuesta de Hacienda? ¡Suprimir el artículo!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es. Por lo tanto, se mantiene vigente el texto de la Comisión de Obras Públicas, pero requiere quorum calificado. Por eso se necesita la propuesta que hará el Gobierno para modificarlo.

El señor PIZARRO.- Okay.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, les ruego dirigirse a la página 68 del boletín comparado.



En relación con la norma que comienza en la página 67, la Comisión de Hacienda aprobó por mayoría de 3 votos contra 2 lo siguiente: “Intercalar entre la frase “la República” y el punto final (.), la siguiente expresión: “, respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley”.”. 



Esta modificación contó con los votos a favor de los Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro y en contra de los Senadores señores Coloma y García.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, cuando recibimos esta indicación del Ejecutivo en la Comisión de Hacienda, inmediatamente acordamos oficiar al señor Contralor General de la República con el propósito de conocer la opinión de dicho organismo en relación con esta materia. Porque aquí se propone que la Contraloría ejerza su control solo “respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley”. En cambio, el texto aprobado en general por el Senado mantenía el control de dicho órgano en todas las instancias, en conformidad con su Ley Orgánica.



La respuesta del Contralor es bien categórica, señor Presidente. En la parte pertinente, señala: 



“Para el análisis de la propuesta normativa de que se trata, es necesario recordar que el citado inciso segundo del artículo 16, de la Ley 10.336, regula la fiscalización por esta Contraloría de las entidades en que el Estado, entendido en un sentido amplio, tenga aportes de capital mayoritario o en igual proporción o, en las mismas condiciones, representación o participación, para efectos de cautelar el cumplimiento de los fines de dichas entidades, la regularidad de sus operaciones, hacer efectiva la responsabilidad de sus directivos o empleados y obtener la información necesaria para formular un Balance Nacional.



“Esta norma legal recoge el mandato constitucional encomendado a esta Contraloría General por el artículo 98 de la Constitución Política de la República, en orden a fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco y de los demás organismos que determinen las leyes.”.



Finalmente, concluye -para no leer completo el oficio que nos llegó, firmado por don Jorge Bermúdez- que “resulta impracticable fiscalizar solo el aporte inicial de la sociedad, dejando al margen el resto, ya que se produce, en los hechos una confusión de recursos, resultando casi imposible verificar si una determinada contravención al ordenamiento jurídico ha tenido lugar con unos fondos u otros.”.



Señor Presidente, nosotros concordamos plenamente con la opinión de la Contraloría General de la República. Consideramos que aquí se están cercenando facultades que son constitucionales. Por eso, proponemos mantener el texto aprobado en general por el Senado, de tal manera de preservar completas las atribuciones del órgano contralor respecto del control sobre esta nueva empresa pública.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, voy a hacer una intervención no tan corta, para poder explicar qué está en juego acá, porque creo que cruza una serie de problemas que hemos tenido en el último tiempo respecto del rol de la Contraloría en las empresas públicas.



Quiero partir con un tema preliminar. La Constitución permite la creación de empresas por parte del Estado. Este puede desarrollar actividades empresariales siempre que sea habilitado para ello a través de la dictación de una ley como la que estamos discutiendo.



En segundo lugar -y esto es clave-, en el desarrollo de sus actividades empresariales el Estado debe someterse “a la legislación común aplicable a los particulares”. 



Eso implica tener una cancha pareja, sin una forma que sea positiva para una u otra parte. Porque, si fuese positiva para el Estado, sería injusta para los privados. Y también al revés.



Esta norma tiene, en general, tres objetivos. 



Primero, que exista consenso, en una ley, en cuanto a la necesidad de crear esta empresa pública, que es lo que se está votando acá. Eso no es muy relevante para la discusión en comento.



Pero hay otras dos cosas que esta disposición tiene detrás. 



Uno, aclarar que las actividades de las empresas del Estado se rigen por las mismas normas aplicables a los particulares. Eso lo dice la Constitución.



Y luego, permitir que el Estado, en determinadas circunstancias, se organice por un modelo institucional distinto al de los órganos habituales de la Administración y los servicios públicos.



Cuando el Congreso aprueba la creación de una empresa pública está señalando que hay que hacer una gestión distinta a un servicio público; está validando que debe tener una estructura diferente.



Estos dos últimos puntos son los importantes. 



Al final del día, si uno reconoce condiciones de equidad y neutralidad entre los sectores público y privado, la nivelación de la cancha tiene que correr para los dos lados. No se puede someter a una empresa pública a un régimen más gravoso de controles, de burocracia, de operaciones que el que tiene el sector privado. Como también es correcto señalar que tampoco se puede dar una ventaja al sector público.



La posibilidad de que el Estado decida desarrollar una determinada actividad a través de una empresa, como faculta la Constitución, se justifica precisamente porque queremos diferenciar esta entidad de un servicio público, que tiene un estatuto jurídico específico.



Si las normas que rigen a una empresa pública son las mismas que rigen a un servicio, créanme que no hay ninguna ganancia en generar una empresa pública. ¿Para qué la hacemos?



Por lo tanto, estas consideraciones previas muestran que, si se crea una empresa pública, bueno, tiene que tener normas adecuadas a ella. Y una de esas normas dice relación con la Contraloría. ¿Hasta dónde llega la Contraloría?



El segundo punto que quiero mencionar es que la indicación propuesta no busca acotar las facultades de fiscalización de la Contraloría. Queda claramente establecido que el Fondo de Infraestructura será fiscalizado respecto del ingreso y la inversión de los recursos del Fisco. ¿Por qué es tan importante esto? Porque dicho Fondo también contará con un patrimonio propio que no forma parte del Fisco directamente. Por tanto, al final habrá una separación de las distintas fuentes de financiamiento.



La Contraloría deberá revisar cómo se enteran los fondos públicos. Cosa muy distinta es que se meta a fiscalizar al propio Fondo de Infraestructura.



En tercer lugar, cabe mencionar, señor Presidente -y le pido que me dé un poquito más de tiempo-, que el proyecto no implica ausencia de controles. Por el contrario, permite muchos que apuntan a la probidad, a la eficacia, a todos los principios que guían el accionar de la Contraloría.



Vuelvo al tema que estábamos discutiendo justo antes: todas las sociedades anónimas deben regirse por los mismos principios. Lo que tenemos que hacer acá es ver si los controles en torno a ellas son suficientes o no. Nosotros pensamos que los mecanismos de resguardo existentes son importantes y exigentes.



El Fondo de Infraestructura deberá sujetarse a las limitaciones propias del giro empresarial; le serán aplicables la ley Nº 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses; la Ley de Concesiones de Obras Públicas; la Ley sobre Sociedades Anónimas; todas las normas financieras y contables a las que se someten estas últimas, y deberá ser revisado por auditores externos; en fin, queda sometido a muchos controles que un servicio habitualmente no tiene. La idea, al final del día, es que se le apliquen normas de libre competencia de verdad. 



Recién discutimos sobre los 6 meses de inhabilidad para un director, que puede considerarse una cosa pequeña, pero ahora entramos a analizar un conjunto de disposiciones que regulan cómo competir en el sector privado. Y la conclusión es que, con las normas de la Contraloría detrás, ello no será posible, pues cercenan las posibilidades de que exista una empresa pública eficiente.



Yo sé y entiendo bien que el Contralor opina distinto en esta materia. Hemos sostenido una discusión bien amplia, conocida por todos, respecto de la situación de algunas empresas públicas. Y es un tema que aún no tenemos totalmente dilucidado. Sí quiero decir que, en nuestra opinión, aceptar la tesis actual de la Contraloría significa afectar, de manera muy fundamental y con consecuencias bien complejas, la existencia misma de una entidad como el Fondo de Infraestructura y su eficiencia. Y la pérdida de flexibilidad, autonomía y eficiencia implica, al final del día, que simplemente no estemos frente al organismo que queremos crear.



Entendiendo que este es un tema complejo, que tiene varias aristas y que va mucho más allá de la discusión de hoy día, considero muy importante precisar que las normas que rigen a la Contraloría están diseñadas para el Gobierno central, para servicios. Y está muy bien que así sea, pero en este caso necesitamos un set de regulaciones distintas.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa una petición de la Comisión de Hacienda con el objeto de abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que crea el Sistema de Educación Pública, entre las 10:30 y las 11 de mañana jueves.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero aprovechar de solicitar también un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que regula la actividad apícola, hasta hoy, a las 19.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se acordará.



--Se accede a lo solicitado en ambos casos.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo, en toda su intensidad y gravedad, de lo dicho por el Ministro de Hacienda para justificar el cambio que se propone en el artículo 28, esperando acreditar que no tiene la razón.



Al ingresar a tramitación este proyecto, se señaló que el Fondo de Infraestructura quedaría sujeto a la fiscalización de la Contraloría General de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 16 del decreto Nº 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, que es el texto legal que ha reglamentado a todas las empresas públicas en forma íntegra, incluida CODELCO, que es parte del problema que aquí se pretende cambiar.



Hace dos meses, la enmienda en estudio no era parte de la iniciativa. Y entiendo que, a raíz de dificultades existentes en otras empresas del Estado, se colocó esta excepción. Es la primera vez en la historia de Chile que se establece que la fiscalización de la Contraloría a fondos públicos solo se hará respecto de los aportes de capital -o sea, solo la primera vez-, dejando para siempre al margen del control de dicha institución todo lo que pase después.



Esto, señor Presidente, en mi opinión, es de la mayor gravedad. Es un cambio en las reglas del juego respecto de los órganos fiscalizadores.



Durante el debate en la Comisión de Hacienda solicité que se oficiara a la Contraloría, la que hizo llegar un informe del cual voy a leer algunos párrafos.



Dice: 



“Pues bien, la sociedad que se pretende crear es, precisamente, de aquellas que administran fondos públicos y en las que el Estado tiene aportes de capital y participación mayoritarios”.



“Atendido lo anterior, restringir las facultades de control a uno de los componentes del patrimonio de la sociedad que se crea, supone retroceder en la vigencia del principio de control y por ende de probidad, dejando en los hechos a una función pública -que antes desarrollaba una secretaría de Estado, sujeta al control íntegro de esta entidad fiscalizadora-, al margen de la fiscalización”.



Agrega: “Lo anterior resulta particularmente grave considerando que uno de los ámbitos más vulnerables a la corrupción es, precisamente, las obras públicas y la modalidad de concesión a particulares. Este aserto se funda en estudios de un gran número de organismos internacionales y de la simple constatación de la realidad.



“Todo lo anterior justifica no solo la aplicación integral del artículo 16, inciso segundo, tal como se disponía en el artículo primitivo del mensaje presidencial, sino también todo el sistema de control que en la actualidad se desarrolla sobre esta función pública”.



Según el texto, la “Contraloría General tiene la obligación de carácter constitucional de fiscalizar los fondos públicos, de manera que no es posible, por la vía legal, reducirse ese control exclusivamente al capital inicial de la sociedad, como se propone en la especie, toda vez que ello sería claramente inconstitucional”.



Y adicionalmente señala que “un precepto como el que se propone implica un retroceso importante en el principio del control público, que en el actual ordenamiento jurídico tiene una relevancia fundamental”.

Son párrafos textuales del informe que la Contraloría hizo llegar a la Comisión de Hacienda y que yo comparto plenamente.



Entiendo que el Ministro quiera revisar el rol de dicho organismo fiscalizador. Eso es lo que nos está diciendo. Pero, si ese es el objetivo, que busque cambiar la norma constitucional o la ley de la Contraloría. Es un debate que habría que hacer.



Si al Ministro de Hacienda no le gusta lo que hace el órgano contralor con CODELCO, bueno, discutamos el mérito de la función de dicha entidad fiscalizadora; pero que no pretenda, en otro organismo, limitar el papel de la Contraloría, planteando que su fiscalización se hará solo respecto del aporte inicial y no del desarrollo de toda su actividad posterior, clave en el rol del Fondo de Infraestructura que estamos creando.



Señor Presidente, esta modificación representa un gravísimo retroceso para el país. Lo digo con absoluta serenidad. 



Ello no había ocurrido antes. Es la primera vez que se exceptúa a una empresa pública del control del organismo fiscalizador establecido en la Carta Fundamental. Es una vulneración -por cierto, hago reserva de constitucionalidad, aunque espero que la enmienda no se apruebe- del artículo 98 de la Constitución Política de la República, que entrega la obligación de fiscalizar los fondos públicos precisamente a la Contraloría.



Le pido un minuto adicional, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúe, señor Senador.

El señor COLOMA.- Gracias.



Entonces, pretender que se entienda cumplida la obligación constitucional por el simple hecho de establecer que el primer aporte queda contenido en la fiscalización es, honestamente, soslayar por completo el sentido de esta.



Hago presente que el informe de la Contraloría, como les consta a los Senadores integrantes de la Comisión de Hacienda, fue requerido inmediatamente después de conocerse el texto de la enmienda en análisis. Era imposible saber cuál iba a ser la reacción de cualquier autoridad. 



Me parece especialmente grave que se haya cambiado la norma original, que venía sin la excepción. Ahora aparece con ella, después de todos los temas que se han planteado. Y a mí me parece que, si quieren discutir el rol de la Contraloría, ello debe hacerse en su mérito.



Además, lo mismo se acaba de repetir en el proyecto que modifica la ley de Televisión Nacional de Chile, donde se ha presentado una indicación para restringir o eliminar las facultades fiscalizadoras del Órgano Contralor.



Creo que este es un paso en falso, un grave error, que complejiza todo el desarrollo de una entidad que debería estar bien, pero que debe ser fiscalizada.



He dicho.

El señor PIZARRO.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

La señora VON BAER.- No.

El señor COLOMA.- No, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay acuerdo.



Entonces, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente,...

El señor MONTES.- ¡Dele la palabra al Ministro, señor Presidente, que la está solicitando y tiene preferencia!
La señora ALLENDE.- Sí, para que rectifique.

El señor COLOMA.-  El Ministro ya habló.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Ministro puede hablar varias veces, no una sola. Y tiene preferencia.
El señor LARRAÍN.- El Ministro no tiene más derechos que los Senadores.

El señor COLOMA.- ¡Pero no puede hablar más de una vez!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Reglamento no dice eso, Su Señoría.



Continúe, Senador Prokurica.

El señor PROKURICA.- Pido que me repongan el tiempo perdido.



Señor Presidente, tenía mis dudas con relación al proyecto original en cuanto a los beneficios y los efectos que podrían producirse por lo que leí tanto en los informes de las Comisiones como en los documentos de algunos institutos que indican que, aun cuando es posible aplicar esta normativa, sería mejor utilizar la institucionalidad actual.



Pero donde no tengo ninguna duda -y me ahorra muchas palabras la intervención del Senador Coloma- es en que estamos retrocediendo en esta materia.



Yo no sé si los representantes del Gobierno no leen los diarios o no ven la televisión, que dan cuenta de la situación que está ocurriendo con los recursos del Estado. ¡Todos los días hay un nuevo escándalo a raíz de la administración de fondos públicos! Y, por si esto fuera poco, los fondos para Contraloría -yo integro la Comisión Especial Mixta de Presupuestos- lamentablemente van hacia abajo.



Cuando la educación pública anda mal, le ponemos recursos. Cada día hay más mala administración de los fondos estatales y, sin embargo, al organismo encargado de vigilar que se administren bien, le reducimos los aportes y le rebajamos las competencias. ¡Pero cómo! ¡Eso no obedece a lógica alguna!



Y le voy a decir más, señor Presidente.



En este caso específico -ya lo dijo el Senador Coloma-, la Contraloría tiene toda la obligación de fiscalizar. Si el Gobierno no comparte algunos de sus criterios, ¿por qué no presenta un proyecto de ley sobre la materia?



Yo no puedo coincidir con el argumento que ha expresado CODELCO, empresa del Estado a la cual he defendido tantas veces...

El señor MONTES.- ¡Pocas!

El señor PROKURICA.- No, colega. La he defendido de su Gobierno, cuando, por ejemplo, quería cerrar la División El Salvador.



Y créame, señor Presidente: nunca he visto que la Contraloría sostenga el criterio de que las empresas estatales deban transformarse en servicios públicos.



¡Es una cuestión absurda, un argumento que no cabe en la mente de nadie! Y la Contraloría tampoco podría hacerlo, pues carece de facultades para ello. Pero excluir por ley a las empresas del Estado -a las que ya existen, y a esta, que se está creando- de la fiscalización del órgano contralor me parece un profundo error.



Es más, y lo vuelvo a decir: el Contralor General de la República tiene la obligación -¡la obligación!- de fiscalizar a las empresas del Estado.



Hoy tenemos una gran discusión y algunas empresas estatales pagan millonarios honorarios a abogados para defenderse del Contralor. ¡Por favor! ¡Esto no se veía desde los tiempos en que presenté demandas en contra de TVN, CODELCO y otras empresas, cuando aún no se dictaba la Ley de Transparencia, para que me informaran cuánto ganaban sus directores! Y esas empresas, pagando con recursos de todos nosotros, ¡fueron a tribunales para no entregar los antecedentes!



El Gobierno comete un tremendo error en este aspecto. 



Es más, creo que tenemos que reforzar a la Contraloría, darle más recursos, porque representa un freno a la corrupción. Claro que en algunos casos se presentan diferencias, por existir criterios distintos, ¡pero no me digan que en CODELCO no hay abusos, señor Presidente! 



Les puedo dar algunos ejemplos, de los muchos que tengo en esta materia.



Para empezar, el gerente de la minera El Salvador era dueño de la principal empresa que le prestaba servicios a esa cuprífera. ¡Cómo es posible! Sin embargo, esa práctica terminó porque la Contraloría aplicó las normas correspondientes.



La División Salvador -y lo declaraba en sus balances- pagaba el arriendo de las sedes de algunos partidos políticos, entre ellos el Socialista.

El señor MOREIRA.- ¡Ahhh...!

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Por favor...!

El señor PROKURICA.- ¡Sí, señores! ¡Está en los balances de la empresa!



Otro caso: la ENAP. Yo fui querellante en el caso de las indemnizaciones. ¡La empresa tiene un forado de 4 mil millones de dólares!



Entonces, ¿no queremos que la Contraloría fiscalice a estas empresas? ¡Por favor, señor Presidente!



Y no me vengan con el argumento pueril de decir que aquí está la Superintendencia de Valores y Seguros para fiscalizar. ¡No, señor Presidente! Ese argumento no vale. Porque ¿qué fiscaliza ese organismo? Fiscaliza que los accionistas minoritarios no sean abusados por los mayoritarios, fiscaliza que, si se registra un cambio de propiedad, este sea avisado con tiempo.



Pero ¿qué les importa a todos los chilenos? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor PROKURICA.- ¿Me da un minuto más?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúe, Su Señoría.

El señor PROKURICA.-  Gracias, señor Presidente.



A nuestros compatriotas no les interesa si los accionistas mayoritarios abusan de los minoritarios. ¡Aquí lo que tenemos que cuidar es el patrimonio de todos los chilenos! 



Al señor Ministro, de quien tengo, reitero, una buena impresión y que sostiene que da lo mismo que se pierda el patrimonio de una empresa, sea privada o estatal, yo le digo “No, señor Ministro, no da lo mismo”: cuando una empresa privada pierde su patrimonio, el problema es de sus dueños, pero, cuando la que lo pierde es una empresa del Estado, se produce una pérdida para todos los chilenos.



En consecuencia, ahí tiene que haber más sanciones y tiene que haber más controles.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor  Ministro.

El señor COLOMA.- Es segunda vez que habla, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- El Ministro ya no puede intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, les voy a dar mi interpretación, como Presidente de esta Alta Cámara.



La norma que regula la intervención de los Ministros figura en la Constitución, en su artículo 37, y no les pone límite. 



La limitación de tiempo consagrada en el Reglamento del Senado es para los Senadores, a quienes les otorga cinco minutos.



Por lo tanto, le voy a dar la palabra al señor Ministro.

El señor MONTES.- ¡Muy bien, señor Presidente!

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Gracias, señor Presidente.



La verdad es que los Ministros sí tenemos una pequeña restricción para intervenir en la Sala, y es que, cuando el Senado está en votación, solo podemos clarificar algunas cosas. Pero entiendo que ahora no estamos en votación.

El señor COLOMA.- ¡Solo por dos minutos!

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Solo quería hacer esa aclaración.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Ministro, le pido que se dirija a la Mesa cuando haga uso de la palabra.

El señor COLOMA.- ¡Muy bien, señor Presidente!

La señora VON BAER.- ¡Parece que el Ministro nos quiere dar clases...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúe, por favor, señor Ministro.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- El primer punto que me gustaría clarificar, señor Presidente,  es que no resulta correcto afirmar que todas las empresas públicas estén bajo el control de la Contraloría, tal como indicó el Senador Coloma.

El señor COLOMA.- Las que manejan fondos públicos, sí.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Por ejemplo, Televisión Nacional de Chile hoy día no está bajo ningún control de la Contraloría.

El señor PROKURICA.- ¡Y quieren que le pasemos 47 millones de dólares...!

El señor MONTES.- ¡El Banco Central, tampoco!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Guardemos el orden, señores Senadores.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- En segundo lugar, me gustaría reconocer con total claridad que esta norma no formaba parte del proyecto original, pero tampoco conocíamos los problemas a que se ha visto enfrentada la Contraloría cuando escribimos el texto inicial.



Tal como expliqué en mi intervención previa, tenemos un asunto pendiente: precisar hasta dónde llegan las atribuciones de la Contraloría.



El control de mérito, ¿forma parte de sus facultades? En principio, no. Hay una ley que expresamente así lo indica. Sin embargo, cuando uno empieza a ver qué está haciendo la Contraloría, hay buenas razones para pensar que en algunos casos sí está ejerciendo un control de mérito. 



El Contralor tiene buenas razones para decir: “Para poder defender mi rol y procurar que las cosas sean eficaces y eficientes, tengo que meterme en determinados asuntos”.



Y es ahí donde nos encontramos con el problema original que mencioné: que para una empresa pública eso es una enorme desventaja. 



Pensemos en el BancoEstado. 



Todavía no tenemos ninguna controversia entre dicha entidad y la Contraloría. ¿Qué pasaría si el Contralor decidiera que se le debe aplicar la Ley de Compras Públicas, al igual que ya lo hizo con otras empresas públicas, y resuelve que no puede renegociar créditos? Porque un servicio público no puede renegociar. De hecho, cuando se castiga una deuda, el banco debe pedirle permiso al Ministerio; tiene que cumplir una serie de exigencias.



Por lo tanto, seamos cuidadosos con hasta dónde deben llegar las facultades del Órgano Fiscalizador. 



Ahora, de que se corrió el cerco, se corrió. De eso no hay duda alguna. 



¿Hasta dónde va a llegar ese cerco? Es materia de discusión y es bueno que esta se dé.



Me da la impresión de que no vamos a tener los votos necesarios para aprobar el cambio, pero creo que vale la pena hacer esta discusión, porque, de nuevo, me parece muy complicado que la Contraloría le ponga a una empresa pública un peso que otras simplemente no tienen.



Si uno quiere avanzar de verdad en este debate, preguntémonos si es necesario o no pensar en un gobierno corporativo para la Contraloría.



¿Por qué una sola persona debe decidir, ya que estamos haciendo controles colegiados por doquier? La cantidad de personas colegiadas que existe hoy día es grande.



Este tema da para mucho; no es para solucionarlo solo en este proyecto de ley. Sin embargo, en opinión del Ejecutivo, se debe tomar muy en serio que el rol de la Contraloría ha ido cambiando. Quizás es para bien. No queremos decir que sea bueno o malo. Pero lo cierto es que así ha ocurrido. Por lo tanto, tenemos que empezar a ver hasta dónde llega esa situación.



Repito: no existe ningún problema en que la Contraloría escarbe hasta donde sea necesario, en cualquier servicio público. Pero debemos cautelar las normas que se aplican a una empresa. Porque si a esta la tratamos como a un servicio -no estoy diciendo que se considere siempre así; es el potencial-, no podremos contar con empresas públicas que funcionen.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tal como lo señala el señor Ministro, este es un debate que tendremos que realizar.



En cuanto a la situación en que hoy día se encuentra la Contraloría General de la República respecto a la fiscalización que realizó a CODELCO, debo decir que considero que actuó dentro de sus atribuciones.



El Contralor General fue bastante explícito y valiente por lo que expuso en la Comisión. Y, en ese sentido, también respeto al directorio de CODELCO y a su Presidente, que tienen una visión distinta. Por eso, estimo que deberemos realizar una discusión legislativa sobre el particular, a fin de clarificar este asunto, porque se presta para situaciones muy complejas que pueden afectar no solo la fiscalización, sino también el desarrollo de una empresa tan importante como CODELCO y el de otras empresas del Estado.



Sin embargo, aquí estamos ante una situación distinta: la creación de una empresa que, a mi entender, tiene que quedar bajo el control completo de la Contraloría General de la República. Porque el Fondo de Infraestructura realizará una gestión distinta de la correspondiente a una empresa pública que compite con el sector privado.



Por eso, señor Presidente, no aprobaré la norma que eliminó el control total de la Contraloría sobre la empresa que se crea. Pienso que los argumentos entregados por los Senadores Coloma y Prokurica son suficientes.



Independientemente de la posición que pueda sostener cada uno, creo fundamental mantener el control permanente de los recursos públicos por parte de la Contraloría, sobre todo cuando, de alguna forma, tenemos una especie de impuesto -como lo conversamos ayer-: el cobro de peajes en las carreteras. Se trata de recursos de todos los chilenos que se entregan a una empresa, los cuales serán manejados por este Fondo de Infraestructura.



Señor Presidente, a mi modo de ver, lo correcto es, justamente, no apoyar lo aprobado en la Comisión, sino que discutirlo con mayor profundidad en el futuro -tal como sostuve inicialmente-, además de analizar cuál será el rol exacto que deberá cumplir la Contraloría y los controles que se realizan en la actualidad, por ejemplo, a CODELCO, tratándose de COCHILCO. Porque, muchas veces, cuando una institución no ejerce todas sus funciones, como en el caso de COCHILCO, el ente contralor ejerce en forma indirecta esa labor a que lo obliga la Constitución Política.



Por eso, pienso que en esta legislación no podemos tratar de incluir una situación que, a la larga, creará un nuevo conflicto, porque este Fondo de Infraestructura quedaría en una situación distinta respecto a otras empresas del Estado.



Creo que hay que mantener las atribuciones que tiene la Contraloría sobre el Fondo, mientras no haya un debate profundo sobre la materia y dispongamos de una nueva legislación, de ser necesario.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero referirme brevemente al tema del derecho de los Ministros a hacer uso de la palabra en la Sala.



El Reglamento interpreta la materia de una manera distinta a como lo hace el señor Presidente, porque su artículo 109 dice: “Durante las discusiones podrán usar de la palabra los Senadores, los Ministros de Estado, los Diputados” (…) “todos los cuales se someterán a las prescripciones de este Reglamento”.



La única excepción que señala es: “Los Ministros tendrán derecho preferente para hacer uso de la palabra”.



Ello se refiere al orden en que intervienen. Pero en cuanto a la cantidad de veces que lo hacen y al tiempo que utilizan, se les aplica lo mismo que a los Senadores y Diputados.



En consecuencia, si el Ministro quiere hacer uso de la palabra, yo seré el primero en darle el paso. Pero que se entienda que no es un derecho.



Por otro lado, respecto al tema de fondo, manifiesto mi sorpresa, porque tratándose de una situación en que se crea un fondo administrado por una empresa estatal, se quiere prescindir del control de la Contraloría en  relación con el uso e inversión de recursos pertenecientes a todos los chilenos.



Enfrento eso con la mayor incredulidad. Porque sacar exprofeso a la Contraloría de ejecutar ese control es completamente inaceptable. Desde luego, de acuerdo al artículo 98 de la Constitución Política, al órgano contralor le corresponde la responsabilidad de fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco.



Entonces, pregunto si acaso los recursos que va a administrar el Fondo de Infraestructura, como sociedad anónima, son o no fiscales, pertenecen o no al Estado. Porque si no lo fueran, yo entendería el argumento esgrimido. Pero como se trata de fondos fiscales, lo que se está determinando resulta abiertamente contrario a la función de la Contraloría.



Ello resulta constitucionalmente inaceptable, pero es aún más grave desde un punto de vista político.



Que un país, con los conflictos de corrupción que hemos conocido, restrinja la fiscalización de la Contraloría, me parece simplemente retrógrado, contrario a la Agenda de Probidad impulsada por el propio Gobierno en el último tiempo.



Se dice que hay otros controles. Pero no son propios de los organismos públicos, sino que de otra naturaleza, persiguen otra finalidad. De manera que no sirven para el propósito de la materia en discusión.



Se dice que esto va a alterar las reglas de la libre competencia. Yo sostengo que el hecho de que haya una empresa del Estado ya implica alterar las reglas de la libre competencia, porque tiene una situación de privilegio por ser estatal. Pero aquí no se altera la competitividad del Fondo de Infraestructura, el que desde luego no tendrá competencia. ¿Quién podría competir con este Fondo, con esta empresa, en las labores y funciones que va a desarrollar? ¡Nadie! No es posible. Resulta inverosímil pensar que ese vaya a ser un problema.



Lo que se persigue es dejarle las manos libres a esta empresa para que funcione y utilice sus recursos como lo estime conveniente. 



Yo creo en la buena fe de las personas y, por cierto, que quienes trabajarán en el Fondo no son ni van a ser ladrones, sino personas muy honestas. Pero aquí hay mucha plata del Fisco involucrada. ¡Estamos hablando de 9 mil millones de dólares! ¡Estamos hablando de más dinero que en toda la reforma tributaria! ¡Y quieren dejarlo libre de todo control! ¡Por favor! No hay que ser socialista para creer que el Estado debe tener alguna responsabilidad en el control del uso de los fondos públicos. Y en eso hemos de ser responsables.



Yo invito al Senado a que no le quitemos las manos a la Contraloría en las responsabilidades de control que le caben en este campo. Sería algo realmente digno de Ripley que el país se enterara de que aquí estamos en una campaña para sacar a la Contraloría del control de los fondos públicos que manejan las empresas del Estado. 



Si alguien se encuentra en una empresa estatal, ha de entender que está sujeto a un estatuto distinto. Si no quiere estar sometido a la Contraloría, que no trabaje administrando fondos públicos y que se cambie al sector privado. Tiene todo el derecho a hacerlo. Pero quien se desempeñe en una empresa del Estado debe someterse no solamente a esta norma de control, sino también a otras, por ejemplo, de transparencia.



Ha costado bastante conseguir antecedentes de las empresas del Estado, particularmente de Televisión Nacional y de CODELCO en su momento. Pero ellas deben someterse a las normas que rigen para todos los chilenos que trabajan en empresas públicas.



Por lo tanto, al crear este nuevo Fondo de Infraestructura espero que tengamos la misma responsabilidad de garantizar el mejor uso de esos recursos. De lo contrario, que se hagan responsables quienes así no lo efectúen.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sobre su interpretación reglamentaria, señor Senador, debo decir que para mí prima el artículo 37 de la Constitución Política de la República por sobre la norma del Reglamento.



Usted tiene derecho a presentar un reclamo respecto a mi interpretación. Se puede hacer en la próxima sesión y después enviarse a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que esta resuelva el asunto.

El señor LARRAÍN.- Sería una buena idea.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, esta materia es relevante y preocupante a la vez.



Estamos trabajando para generar un Fondo que lleve adelante una recuperación económica -en eso se basa la iniciativa- y para que lidere una inversión relevante en infraestructura. Se estima en 9 mil millones de dólares la capacidad que tendría para apalancar proyectos. 



Pero, ante semejante esfuerzo de inversión pública en infraestructura, se nos dice: “¿Sabe?, vamos a quitarle a la Contraloría la capacidad de fiscalizar a esta empresa estatal”.



A mi juicio, eso significa dar la espalda a la realidad. 



Todos los días somos testigos de hechos de corrupción, faltas a la probidad, falencias administrativas, fraudes al Fisco. ¿Y cuál es el común denominador que en estos casos acusan, casi todas las veces, las investigaciones periodísticas? La ausencia de control, la ausencia de fiscalización.



Y aquí se pretende que el rubro donde el Estado realiza la mayor inversión, que es la infraestructura, quede sin control ni fiscalización adecuados por parte de la Contraloría.



¡Eso es dar la espalda a la realidad! 



De otra parte, al menos dos de los argumentos empleados por el Ministro de Hacienda están, en mi concepto, absolutamente equivocados.



Uno de ellos queda en evidencia cuando se señala: “¿Sabe?, tenemos un problema con el rol de la Contraloría”. Pero este no es el proyecto para cambiar o analizar el papel que cumple dicho órgano. Si se quiere cambiar su rol, si se quiere que sus funciones sean distintas, que el mérito que implica a la Contraloría sea diferente, hay otras normas legales, hay otros proyectos de ley, hay otras iniciativas que puede usar el Ejecutivo con el objeto de efectuar tales cambios. Sin embargo, eso no se puede aplicar en un proyecto que se crea para establecer un fondo que dispondrá de muchos recursos a fin de revitalizar todo lo relacionado con la inversión en infraestructura. No es el instrumento legislativo, no es el instrumento legal para hacerlo.



El segundo argumento que emplea el señor Ministro de Hacienda es decir: “¿Sabe?, si le aplicamos a una empresa del Estado normativas válidas para los servicios, ella no va a funcionar y se verán beneficiadas sus competidoras”.



Las preguntas que surgen son: ¿Cuál sería la empresa competidora de este Fondo de Infraestructura S.A.? ¿Cuál sería la que va a competir con este Fondo? ¿Qué empresa privada va a generar proyectos de infraestructura? ¿Qué empresa privada va a propiciar iniciativas de este tipo para que alguien después desarrolle proyectos de infraestructura? Ese es el rol de este Fondo de Infraestructura y no tiene competencia. Se trata de una empresa pública que no va a tener competidora, porque lo que está haciendo es aplicar una política del Estado, una política gubernamental para “apalancar” -como se dice- diversos proyectos de infraestructura.



Por lo tanto, no la vamos a debilitar frente a nadie, porque uno solo puede debilitar una determinada institución con relación a sus competidores, a empresas que son paralelas. Pero aquí no hay ninguna: ni paralela, ni competidora.



Por lo tanto, no se está debilitando. 



Lo que estamos diciendo es que si vamos a tener un impulso significativo en materia de inversión con recursos públicos, estos deben ser fiscalizados y controlados.



Hemos visto lo que ha pasado en Latinoamérica con proyectos de infraestructura y cómo las empresas relacionadas han generado una red de corrupción. Uno lee acerca de los juicios en Brasil y sobre la defraudación pública en diversos países latinoamericanos y se da cuenta de la ausencia absoluta de mecanismos de control. ¿A eso queremos llegar?



Yo quiero recordar aquí, por ejemplo, el caso MOP-Gate. Ahí se usó a una empresa que ganaba una concesión y luego contrataba a otras que eran proveedoras. Y fue así como se usaron recursos de manera absolutamente ilegal, situación que solo la justicia pudo investigar para determinar que, en definitiva, se trató de un fraude al Fisco. 



Recuerdo que en aquella ocasión también se nos decía que la Contraloría no podía investigar a las empresas concesionarias, a pesar de que estaban haciendo mal uso de recursos públicos.



En consecuencia, aquí tenemos malos argumentos; pero sobre todo se le da la espalda a la realidad. 



Lo que se requiere hoy día, en el mundo actual, particularmente en las empresas que realizan inversiones de recursos en infraestructura, son controles, fiscalizaciones que nos eviten lamentar en forma posterior hechos que claramente han puesto en juego a democracias muy sólidas como la brasileña.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, uno desea dejar constancia de su pronunciamiento en esta discusión para que en la historia de la ley quede clara -o medianamente clara- nuestra posición con la normativa en proyecto que ahora debatimos y que luego tendremos que votar.



Yo no tengo mayores reparos con la iniciativa en cuanto a sus ideas matrices. No obstante, hay un aspecto que a todos, o a muchos de nosotros, no deja de llamarnos la atención. En mi opinión, es un asunto que hay que debatir -analizarlo y estudiarlo- en lo que se refiere a la fiscalización de los actos de esta sociedad anónima por parte de la Contraloría General de la República.



Esta no es una empresa privada, sino del Estado...



Les pido a los Senadores señores Guillier y Prokurica que me oigan. Yo siempre los escucho con mucha atención. ¡Cualquier decisión que deban tomar respecto al desarrollo de un gabinete la pueden ver después...!

El señor GUILLIER.- Solo hablábamos sobre lo que viene.

El señor MOREIRA.- ¡Yo también lo quiero, pero quiero más a Piñera…!



Como decía, señor Presidente, si nos referimos a una empresa que tendrá un aporte de capital tan importante de parte del Estado, creemos que debe existir un mecanismo de control eficaz.



A mi juicio, la Ley Orgánica de la Contraloría le otorga los elementos necesarios a este órgano para poder desarrollar auditorías. 



La Contraloría es una institución que siempre realiza auditorías. Las razones dadas por el Ministro no nos parecen razonables, porque aquí, de alguna manera, se está blindando, se hace una excepción a una empresa que contará con recursos millonarios del Estado -el Senador Larraín habló de 9 mil millones de dólares- a fin de evitar dejarla bajo la tuición de la Contraloría y solamente quedará sujeta a lo que resuelvan la comisión para el mercado financiero o la junta de accionistas. 



¡Tiene que haber un rol de fiscalización del Estado! 



Es importante señalar también, señor Presidente, que este Parlamento ha aprendido las lecciones, ha escuchado a la gente, ha tenido la mayor preocupación en orden a generar una institucionalidad de transparencia, de probidad para todos. ¡Cuántas veces hemos oído que los distintos actores políticos hablamos de que hoy día la sociedad nos exige mayores estándares éticos de probidad, de transparencia! Y este Senado ha tenido especial preocupación en ese aspecto y existe un conjunto de leyes, políticas y otras, que versan sobre transparencia y probidad.



Entonces, ¿por qué habríamos de dejar fuera a esta sociedad anónima del rol que cumple la Contraloría con las demás empresas del Estado?



Siento que aquí hay una suerte de contradicción. Me parece que este asunto debe resolverse de la mejor manera. Y la forma de hacerlo es asumiendo la responsabilidad de entregar a la Contraloría, a través de los cuerpos legales que sean necesarios, las facultades que su ley orgánica contemple para que esta sociedad anónima del Estado, denominada “Fondo de Infraestructura”, también pueda ser fiscalizada por ella. 



Si la Contraloría no tiene competencia para revisar la legalidad de estos actos, nos parece que la referencia de ese conjunto de reglas no tiene mucha utilidad y alguien debe resguardar las normas de probidad que establecen la Constitución y las leyes, que deben ser siempre cumplidas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le voy a dar la palabra al señor Ministro de Hacienda para que nos haga un planteamiento sobre la materia que nos ocupa.

El señor LARRAÍN.- ¡Lo autorizamos, señor Presidente…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Con su venia, Su Señoría…!

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, hay tres cuestiones que me gustaría mencionar.



En primer lugar, para clarificar de nuevo, la ley orgánica de la Contraloría, en su artículo 21 B, dice que no hay control de mérito por parte de dicho organismo.



Por lo tanto, cuando hablamos del control debemos ser bien precisos en señalar hasta dónde llega la Contraloría. Y los diferendos existentes hoy día se relacionan con si se está traspasando eso o no.



En segundo lugar -y esto es un poco más general-, hemos de ponernos de acuerdo en que se debe diferenciar entre objetivos e instrumentos.



El objetivo es muy claro: probidad, eficacia, eficiencia. Pero resulta muy importante tener en mente que el instrumento sea distinto en cada caso. Porque si llevamos cualquier discusión a instrumentos, no vamos a avanzar en una buena solución de los problemas que enfrentamos. 



Ello pasa en todas las discusiones: al final terminamos hablando de que “el instrumento” es el único. Y yo quiero abrir debate en el sentido de que aquel puede no ser el mejor. 



En tercer lugar, para el Ejecutivo es relevante esta discusión.



Entendemos bien que hay posiciones encontradas que requieren más reflexión.



El Senador Moreira lo señaló muy bien. Si hay un problema, quizá debemos abordarlo desde un punto de vista un poco más global.



Nosotros podemos retirar del artículo 28 la parte que propusimos mediante una indicación. Sin embargo, para la historia de la ley, quiero dejar bien en claro que ello no significa que la Contraloría pueda entrar, por ejemplo -y espero que concordemos en eso-, en decisiones de negocios o de gestión del Fondo.



Creo que eso requiere mayor discusión entre nosotros: hasta dónde llega el control; cuándo hay control de mérito y cuándo no; cuándo se trata de gestión, cuestión que no queremos, no porque la Contraloría sea un artefacto pesado, sino simplemente porque hay materias en que la experiencia no está ahí y, además, porque se halla lo relativo a las empresas competidoras.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No puedo retirar la norma propuesta, señor Ministro, pues el texto pertinente ya fue aprobado por la Comisión de Hacienda.



Sin embargo, para recoger el planteamiento formulado por usted, podemos rechazar la última parte del inciso final del artículo 28, que dice: “respecto de los aportes de capital señalados en la letra a) del artículo 11 de la presente ley.”. 



¿Habría acuerdo para proceder de esa manera?



No se requiere quorum especial para el rechazo.


El referido precepto, entonces, quedaría aprobado con la excepción indicada.


--Se rechaza la expresión que la Comisión de Hacienda agregó al final del inciso segundo del artículo 28.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha llegado a la Mesa el texto propuesto por el Ejecutivo para el artículo 19, cuya aprobación había quedado pendiente.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La proposición del Gobierno dice lo siguiente: “Los directores que cesen en sus funciones por cualquiera de las causales establecidas en el artículo 18 serán inhábiles para ejercer cualquier cargo en una empresa que haya sido beneficiada con el Fondo, por un período máximo de 6 meses.



“Adicionalmente, estarán obligados a informar al Directorio sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen en empresas previamente beneficiadas por el Fondo, sean o no remuneradas. Esta obligación comienza una vez terminada la prohibición del inciso anterior y se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la prohibición a que se refiere el inciso anterior.



“Las infracciones a lo dispuesto en este artículo serán sancionadas con multa a beneficio fiscal de hasta 500 unidades tributarias mensuales.”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se trata de una redacción de remplazo propuesta por el Gobierno para el artículo 19.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor MOREIRA.- Votemos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 19 de remplazo que propuso el Ejecutivo (21 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Ossandón, Guillier y Horvath.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra para un punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en la tabla de hoy figura, en segundo lugar, el proyecto sobre modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Por lo tanto, quiero pedir segunda discusión para esa iniciativa, al objeto de continuar con su tratamiento a la vuelta de la semana regional. Ello, básicamente porque se trata de una materia compleja y que requiere tiempo para su despacho. De modo que yo preferiría que se viera en el primer lugar del Orden del Día de la próxima sesión que realicemos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



Tiene la palabra el señor Ministro de Relaciones Exteriores.

El señor RIVEROS (Ministro de Relaciones Exteriores subrogante).- Señor Presidente, ¿cuántas votaciones quedan?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dos, señor Ministro.

El señor RIVEROS (Ministro de Relaciones Exteriores subrogante).- Si existiera la posibilidad, yo preferiría que se informara el proyecto que moderniza la Cancillería y que se iniciara la discusión hoy día, conforme a lo señalado por el Senador señor Chahuán.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habría problema, señor Ministro. Porque mientras no termine el Orden del Día debo continuar con la tabla.



Se haría la relación del referido proyecto y se entregaría el informe pertinente. Pero no se votaría en esta sesión. Además, para su aprobación se requiere quorum especial.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 71 del comparado figura el artículo segundo transitorio.



La Comisión de Hacienda, por tres votos a favor y dos abstenciones, propone remplazar la expresión “el artículo 11 de la presente ley” por “la letra a) del artículo 11 de la presente ley, los que incluirán todas aquellas rutas y carreteras cuya explotación se encuentre regulada por el decreto ley N° 900, de 1996, facultándose a este para explotarlas una vez finalizado el período de la respectiva concesión.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, esta materia se relaciona con la discusión que tuvimos ayer. Por eso no hay que volver a repetirla. Sin embargo, quiero explicar de qué se trata.



El artículo segundo transitorio tiene dos incisos.



La primera parte del inciso primero fue aprobada por unanimidad.



Empero, lo complejo es lo que sigue. Esto, porque aquí se instala que el capital de la sociedad anónima puede estar conformado por todas las rutas y carreteras concesionadas (lo planteo así para que sea más fácil de entender).



Acto seguido, se agrega una excepción. Porque en el segundo inciso se dice: “Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior.”.



Aquello no me parece coherente, señor Presidente.



Creo que en materia de capitales tenemos que saber a qué atenernos. 


Discutimos el punto ayer, y no lo voy a reiterar.



A mí me habría parecido razonable que se incluyeran todos los bienes. O, por último, si se estima que no debe contemplarse alguno, que se diga ahora.



Pero, en la práctica, ¿qué estamos haciendo con el artículo segundo transitorio? Estamos entregando las facultades del Congreso a la decisión de un Ministro de Hacienda y de un Ministro de Obras Públicas, de cualquier gobierno.



¡O son todas las concesiones o no!



Acá se dice que se incluirán todas; pero los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas pueden ponerse de acuerdo para dejar fuera algunas.



Me parece que esa no es la forma correcta de constituir el capital.



Por eso, la objeción que tenemos con el Senador García no se relaciona con el primer inciso del artículo segundo transitorio, sino con el que sigue, que establece una excepción.



Esa excepción -para ser franco- se planteó al final. Y no entiendo cuál es su fundamento. Porque si vamos a establecer un Fondo de Infraestructura con todas las rutas y carreteras concesionadas, es con todas, sin una excepción de tal naturaleza.



A eso me refiero. Pero, al parecer, no lo entendió así la Secretaría de la Comisión, y ello generó un error en la forma de redactar el acuerdo. 



Eso fue lo que motivó nuestra abstención, no lo anterior, con lo cual estábamos de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría se refiere al inciso final.

El señor COLOMA.- Así es, señor Presidente. Para que quede claro, al inciso segundo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas. 

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, en primer lugar, me parece buena la aclaración, toda vez que no ha habido discusión respecto al primer inciso, relativo al conjunto de carreteras. 



Por lo tanto, en el entendido de que solo estamos debatiendo la excepción, debo decir que ella cobra sentido ante la posibilidad de que en los próximos cinco años -porque a eso se refiere el artículo segundo transitorio- el gobierno de turno decida que a lo futuro alguna de las carreteras...

El señor COLOMA.- O todas.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).-... no tenga peaje sino otro tipo de financiamiento.



Por eso se considera que ambos Ministros, y no solo uno, actuando conjuntamente, puedan decidir no incorporar algunas de las 37 carreteras.



Ahora, ciertamente, estamos hablando de la excepción, teniendo claro -así lo entendí de lo que expresó el Senador Coloma- que respecto del inciso primero del artículo segundo transitorio no hay ninguna objeción.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, por su intermedio, deseo hacerle una consulta bien específica al señor Ministro.



El artículo 11 permanente, que tiene directa relación con el que estamos discutiendo, establece que “Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan;”. 



¿Quién va a valorizarlos? ¿El Ministerio de Obras Públicas? ¿La Unidad de Concesiones de dicha Cartera?



La norma no lo dice.



En el artículo segundo transitorio estamos dando cinco años para que los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda puedan ir traspasando paulatinamente las distintas carreteras. Pero si las traspasan deberán valorizarlas, darles valor económico.



¿Quién va a hacer la valorización? ¿El Ministro de Obras Públicas? ¿El Ministro de Hacienda?



Se trata de una definición bien importante, la que a mi juicio debería quedar en la ley en proyecto. Pero no está en ella.



Esa es la consulta que, por intermedio del señor Presidente, le formulo al señor Ministro de Obras Públicas, quien se halla en la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo quisiera solicitar que se voten por separado los dos incisos del artículo segundo transitorio. Porque en el primero hay más acuerdo y en el segundo tenemos la oportunidad de echar abajo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Existe controversia solo respecto del inciso final. Sin embargo, debemos pronunciarnos separadamente sobre los dos incisos, pues la norma es de quorum calificado.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Le hice una consulta al señor Ministro de Obras Públicas, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, la consulta incide en la valoración económica.



Primero, el capital de esta empresa estará constituido por bienes físicos (la discusión se hizo ayer; no voy a repetirla).



Segundo, la valoración económica de la empresa la realiza y la certifica el Ministerio de Hacienda, con los datos que le proporciona el de Obras Públicas.



¿Qué datos proporciona el Ministerio de Obras Públicas? Los de los peajes correspondientes, conforme a la política de peajes -tenemos un acuerdo para formular una indicación en la Dirección General de Concesiones respecto a la política de peajes-, y los de flujos.



Pero los datos sobre tasa de descuento y los financieros los incorpora Hacienda, que con esos antecedentes efectúa la valoración económica.



Ese es el procedimiento. 

El señor WALKER (don Ignacio).- “Si le parece”, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Quiero hacer una consulta, señor Presidente.



Aquí se le está transfiriendo a la empresa el dominio sobre las rutas y carreteras concesionadas. No la explotación: el dominio. O sea, lo que es del Estado Fisco pasa a ser ahora de la sociedad anónima que se crea, la cual, aun siendo de propiedad del Estado Fisco, es una persona jurídica distinta.



Quiero entender bien lo que se está haciendo, porque no me parece un paso menor.



En tal sentido, pregunto qué ocurre con las reglas existentes sobre esta materia (no he estudiado el proyecto como para tener la respuesta; por eso lo consulto).



¿Cómo operan las determinaciones sobre expropiaciones, el funcionamiento de las normas del tránsito, etcétera, cuando la propiedad deja de ser del Ministerio de Obras Públicas, o del de Bienes Nacionales, o del Estado? Ello, para los efectos de la regulación por ley del uso y ejercicio de los derechos que tiene el Estado sobre lo que es de su propiedad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el inciso primero del artículo segundo transitorio, con la modificación sugerida por la Comisión de Hacienda (página 71 del comparado).



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Hice una consulta, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, de acuerdo con la Constitución.

El señor LARRAÍN.- Y por voluntad de la Sala.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, la pregunta formulada fue parte fundamental de lo que se trabajó en detalle en ambas Comisiones.



Al respecto, debo señalar que en el caso de los bienes fiscales se traspasa el dominio, y en el de los bienes nacionales de uso público, la administración, de la manera jurídica que corresponda, para que se realice el conjunto de acciones que apuntan al financiamiento.



El dueño tiene facultad para llevar a cabo todas las obras y tareas necesarias en los caminos (expropiaciones, en fin). Pero inmediatamente surge la obligación de que la facultad se ejerza a través del organismo público respectivo -en este caso, el Ministerio de Obras Públicas-, para evitar la duplicación de funciones.



Es una arquitectura institucional bien fina. Y fue precisamente la que resolvió la pregunta planteada por el Senador Larraín.



Se trata de un Fondo cuyo objeto es financiero. Para cumplir ese objeto tiene los bienes. Pero la administración de estos la efectúa a través de los organismos públicos correspondientes.



Eso se halla debidamente determinado en los artículos despachados por unanimidad en las Comisiones, que esta Sala también aprobó.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el inciso primero del artículo segundo transitorio, con la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda (20 votos a favor y 2 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quorum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron los señores Larraín y Moreira.

El señor MONTES.- ¿Puede agregar mi voto, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Montes. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde efectuar la última votación.



Se trata de una modificación introducida por la Comisión de Hacienda, la que fue aprobada por 3 votos a favor y 2 abstenciones (página 72 del boletín comparado).



Dicha enmienda consiste en agregar al artículo segundo transitorio un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: “Con todo, los Ministros de Hacienda y de Obras públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes a que se refiere el inciso anterior. Dicha decisión deberá informarse a las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda de ambas cámaras del Congreso Nacional.”. 



Esa norma es de quorum calificado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el inciso segundo, nuevo, propuesto por la Comisión de Hacienda.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, aquí se ha argumentado contra esta disposición. Pero es razonable, es lógico que los Ministerios pertinentes tengan capacidad para evaluar cuáles de las obras concesionadas entran en empresa y cuáles no, dependiendo del desarrollo de las cosas.



Uno de los elementos se relaciona con los aeropuertos. Y habrá que ver el momento en que cobre sentido incorporar los aeropuertos u otras obras que puedan venir después.



Se debe hacer un procedimiento, hay que informar al Parlamento.



Señor Presidente, creo que lo razonable es aprobar este inciso como lo propuso la Comisión de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el inciso segundo, nuevo, sugerido por la Comisión de Hacienda para el artículo segundo transitorio (18 votos a favor y 4 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Allamand, García, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron los señores Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín y Moreira.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Tiene pavimentado el camino, señor Ministro…!

MODERNIZACIÓN DE MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde discutir en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar la Cancillería, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores



--Los antecedentes sobre el proyecto (6.106-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 44ª, en 1 de septiembre de 2009 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa tiene como objetivo modificar la estructura orgánica tanto del Ministerio de Relaciones Exteriores cuanto de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales e introducir reformas vinculadas a la profesionalización de la carrera diplomática.



La Comisión de Relaciones Exteriores la discutió en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 2 de mayo de 2017; aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro, y la aprobó también en particular, con numerosas enmiendas, por la unanimidad consignada precedentemente.



Dicho órgano técnico deja constancia de que los artículos 6 a 9; 13, número 13; 17, inciso final; 36, inciso final; 43; 46, inciso final; 55; 60; 62; 63, número 10, inciso segundo, tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 20 votos favorables. Y, asimismo, de que el artículo 8, incisos tercero y final, es de quorum calificado, por lo que para su aprobación se necesitan 18 votos afirmativos.



El texto de la iniciativa que la Comisión de Relaciones Exteriores propone aprobar, solo en general, se consigna en las páginas 207 a 269 de su primer informe.



Nada más, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que presida el Senador señor Juan Pablo Letelier.

El señor PROKURICA.- ¡No, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De acuerdo.

El señor PROKURICA.- ¡No!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por mayoría.



Normalmente el Presidente designa a quien lo subroga.

El señor PROKURICA.- Hágalo, ¡pero no con mi voto!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bueno: con su abstención.



En discusión general el proyecto.



Senador señor Letelier, lo espero en la testera.



Tiene la palabra el señor Ministro.



--Pasa a dirigir la sesión, en carácter de Presidente accidental, el Senador señor Letelier.
El señor RIVEROS (Ministro de Relaciones Exteriores subrogante).- Señor Presidente, la acción internacional de nuestro país enfrenta crecientes y nuevos desafíos.



Por imperativo constitucional, a la Cancillería le corresponde, bajo el mandato y la conducción de la Jefa del Estado, la implementación de la política exterior de Chile.



Para cumplir esos retos se necesita un Ministerio flexible, ágil y eficiente, con mayor capacidad para responder a los desafíos emergentes de un mundo crecientemente complejo y cambiante, considerando la diversidad de los actores e intereses que se manifiestan en la vida internacional.



Sin embargo, la estructura orgánica y funcional del Ministerio de Relaciones Exteriores data de finales de los años setenta y, por ende, responde a una realidad que, ciertamente, no está acorde a las exigencias actuales, por lo que se encuentra del todo obsoleta.



El proyecto de ley que presentamos esta tarde no comprende una reingeniería absoluta, sino que constituye una propuesta de cambios sustantivos y progresivos en el sentido de enfrentar los desafíos del siglo XXI implementando modificaciones en la estructura y el funcionamiento de la Cancillería en las distintas facetas que sean pertinentes: política económico-comercial, de cooperación, entre otras.



Dicho proyecto parte de la base de las anteriores iniciativas de ley presentadas ante el Congreso Nacional, las que abordaron importantes materias, muchas de las cuales permanecen en la presente proposición de ley del Ejecutivo.



En tal sentido, cabe destacar que desde 1990 diversos gobiernos han elaborado proyectos de ley y propuestas de modernización de la Cancillería, los que se han tenido en cuenta para la iniciativa que conoce hoy esta Sala.



Entre ellos cabe destacar los proyectos que se estudiaron en el Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle; el documento Cancillería del Siglo XXI, del Gobierno del Presidente Lagos; la iniciativa enviada al Congreso Nacional por el Presidente Piñera, y el proyecto ingresado al Parlamento por la Presidenta Bachelet en su primera Administración, respecto del cual se ha presentado la actual iniciativa, con indicaciones.



En cuanto a los contenidos esenciales de este proyecto, debo señalar que se presentó originalmente el año 2008, durante la primera Administración de la Presidenta Michelle Bachelet, y que fue aprobado por la Cámara de Diputados el 18 de agosto del año 2009.



Encontrándose dicho proyecto en la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara Alta, presidida por el Honorable Senador Hernán Larraín, el Ejecutivo lo reformuló, ingresando indicaciones a su texto, el 18 de abril del año en curso.



La iniciativa pertinente y sus indicaciones se aprobaron en general -como señaló el señor Secretario- por unanimidad de los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores, por lo que se ha sometido a esta Sala para que se discuta la idea de legislar.



Cabe señalar que la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado escuchó en diversas sesiones a todas las asociaciones gremiales de la Cancillería, a las que agradecemos su valioso aporte; a excancilleres, a quienes agradecemos los planteamientos que formularon; a especialistas en relaciones internacionales, y a diversos institutos y representantes de la sociedad civil, cuyas exposiciones fueron consideradas durante la discusión que se generó en el marco al que voy a referirme.



En efecto, paralelamente la Comisión de Relaciones Exteriores adoptó la decisión de establecer una mesa técnica conformada por representantes de cada uno de los Senadores que integran dicho órgano y por representantes del Ejecutivo, a los efectos de alcanzar acuerdos transversales en torno al proyecto de ley sobre modernización de la Cancillería.



Esa mesa celebró 14 sesiones y culminó con un informe donde se contienen diversas propuestas de enmiendas al proyecto de ley, las que el Ejecutivo está traduciendo en indicaciones al articulado que se presentarán una vez que esta Sala apruebe la idea de legislar.


Por lo tanto, en lo sucesivo nos referiremos al contenido del proyecto de ley en conjunto con las indicaciones que se le formularán, las cuales, como toda indicación, serán sometidas al conocimiento de los señores Senadores. 



Entonces, el trabajo efectuado por la mesa técnica es referencial. Ha servido para estructurar las indicaciones. Pero, en definitiva, no es vinculante para Sus Señorías, sea en la Comisión o en esta Sala.



Señor Presidente, la iniciativa de ley que conocemos esta tarde, en la nueva estructura institucional que plantea, acentúa una carrera meritocrática en el personal de la Cancillería. Igualmente, destaca los elementos de profesionalización necesarios, además de contemplar mecanismos de movilidad ascendente en la carrera del servicio exterior.



Fuera de lo anterior, introduce elementos de mayor flexibilidad en la organización interna de las unidades del Ministerio, con el objetivo de hacer frente de manera ágil y oportuna a los siempre dinámicos desafíos que nos presenta la política exterior.



Asimismo, dota a la Cancillería de mecanismos para que efectúe una debida coordinación en materia de política exterior con los diferentes órganos de la Administración del Estado, contemplando dentro de este objetivo las figuras de los coordinadores regionales y ministeriales.


Por otra parte, actualiza la estructura institucional del Ministerio para responder al enorme cambio registrado en las relaciones económicas internacionales de Chile, experimentado fundamentalmente a partir de la restauración de nuestro sistema democrático.


Para ello, se crea una nueva Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y se contempla una estructura diferente tanto para la DIRECON cuanto para ProChile.



Finalmente, pero con la misma perspectiva modernizadora, se consideran cambios en la institucionalidad de la cooperación internacional, como también se comprenden materias vinculadas a la igualdad de género.



A continuación me  referiré muy sintéticamente a cada uno de los elementos antes señalados.

a.- Carrera meritocrática y movilidad del escalafón en el servicio exterior



Aquí se establece la exigencia de título profesional o grado de licenciado para ingresar a la Academia Diplomática, suprimiéndose la facultad de excepcionar del cumplimiento de dicho requisito.


Además, se disponen cursos de perfeccionamiento y alta dirección que deberán aprobar quienes se desempeñen como consejeros y segundos secretarios.


También, se considera la concursabilidad de los ascensos en la promoción del grado de primer secretario a consejero.


Todas las medidas mencionadas tienen como objetivo fortalecer el mérito en la carrera del servicio exterior.


A la vez, para promover la movilidad ascendente en el escalafón del servicio exterior, se consagra un sistema reforzado de incentivo al retiro, el cual implica disponer que las destinaciones en aquella área solo podrán ordenarse hasta los 65 años. Se agrega que excepcionalmente, cumplida dicha edad y previa solicitud del funcionario (vale decir, se consagra una opción), podrá decretarse una destinación por un lapso máximo de dos años, y que al cumplirse los 67 se declarará vacante el cargo. 


Todo aquello, para incentivar la movilidad del escalafón en el servicio exterior.



Se añade que la referida opción no afectará el derecho del funcionario a percibir íntegramente la bonificación por incentivo al retiro que establecen las leyes generales para los funcionarios que cumplan 65 años de edad.


Por último, se establece una norma que habilita para declarar vacantes los cargos de carrera del servicio exterior cuando los funcionarios cumplan 70 años. Pero esta regla se aplicará únicamente a quienes ingresen al servicio exterior con posterioridad a la publicación de la ley en proyecto.

b.- Flexibilidad en organización de unidades internas del Ministerio



El criterio orientador del proyecto a este respecto, como se ha hecho en otras Carteras, es definir en la ley la existencia de determinadas direcciones del Ministerio, dejando la organización del resto de ellas a la dictación de un reglamento.


En la Cancillería eso resulta fundamental para hacer frente a los requerimientos cambiantes de las relaciones internacionales con una orgánica más ágil y flexible, dando de esta manera respuesta a las exigencias del país y a las necesidades de los usuarios y de la ciudadanía en general.


Las direcciones dependientes de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores que figurarán en la ley en proyecto serán la Secretaría General de Política Exterior, que sucederá a la Dirección General de Política Exterior; la Dirección General Administrativa; la Dirección de Planificación Estratégica; la Dirección General de Asuntos Jurídicos; la Dirección General de Ceremonial y Protocolo; la Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior; la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”, y la Dirección de Comunicaciones Estratégicas.



A la vez, la iniciativa, con las indicaciones que se ingresarán próximamente, amplía de una a tres las direcciones del Ministerio que deberán estar encabezadas por un funcionario del servicio exterior.


En efecto, a la Dirección de Protocolo que figura en la ley vigente se unen la Secretaría General de Política Exterior (como dije, remplaza a la actual Dirección General de Política Exterior) y la Dirección General de Asuntos Consulares y de Chilenos en el Exterior, cuyo director deberá provenir necesaria y obligatoriamente de la planta del servicio exterior.

c.- Mecanismos para fortalecer rol coordinador del Ministerio de Relaciones Exteriores en materia de política exterior



El proyecto de ley dispone asimismo que al Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponde coordinar e integrar a las distintas Carteras y demás órganos de la Administración del Estado en todos los asuntos que inciden en la política exterior, incluyéndose nuevas responsabilidades en las funciones de coordinación e integración, como las relaciones económicas internacionales, la cooperación internacional, la promoción cultural y la vinculación y atención a los connacionales en el extranjero, considerando también el rol de distintos actores de la sociedad civil. Y se expresa que todo ello tiene como objetivo la generación de un Sistema Nacional de Política Exterior.



A tales efectos, se dota a la Secretaría General de Política Exterior de las atribuciones necesarias para llevar a cabo la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores con las distintas Carteras y demás órganos de la Administración del Estado en aquellos asuntos que inciden en la política exterior de Chile, correspondiéndole igualmente la coordinación de los acuerdos interinstitucionales de carácter internacional.


A la vez, se establecen coordinadores regionales y ministeriales con el objeto, en el primer caso, de apoyar a las regiones y municipalidades en la realización de sus proyectos e iniciativas en el ámbito internacional, y en el segundo caso, de respaldar la actividad de los Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en los asuntos que incidan en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales de Chile, quienes deberán relacionarse con la Secretaría General de Política Exterior.

d.- Creación de Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales



Uno de los temas planteados recurrentemente en todos los proyectos de modernización de la Cancillería ha sido la creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, respondiendo de esta forma adecuadamente al proceso de inserción de la economía chilena en el mundo, lo que se ha traducido en las últimas décadas en las exitosas negociaciones de acuerdos comerciales con países de diversas regiones del orbe, gracias a lo cual contamos ahora con una amplísima red de convenios comerciales que van en directo beneficio de nuestro desarrollo.



La creación de dicha Subsecretaría se efectuará mediante la transformación de la actual Dirección Económica Internacional en Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la que dependerá ProChile.



Tal decisión se justifica, por cuanto la actual DIRECON, en materia de nuestras relaciones económicas internacionales, interviene en el diseño de la política y no solo en su implementación.

e.- Cambios en la institucionalidad en materia de cooperación internacional



Debemos tener en cuenta que la cooperación es parte de nuestra política exterior.


Como bien se sabe, Chile, manteniendo su condición de receptor de cooperación, ha pasado a ser un país que brinda ayuda a otros Estados, ya sea directamente o por la vía de la cooperación triangular.



Sin embargo, esta transformación no se ha visto reflejada en las adecuaciones normativas necesarias, ya que el único cambio en la materia, realizado en el año 2005, tuvo como único objetivo trasladar la Cartera con la cual se relaciona la Agencia de Cooperación Internacional desde el entonces Ministerio de Planificación Nacional (MIDEPLAN) al Ministerio de Relaciones Exteriores.



En este sentido, las reformas a la ley de dicha entidad que se efectuarán en el marco del presente proyecto de ley se dirigen, en primer lugar, a potenciar el elemento del “desarrollo” en la cooperación, por lo cual la denominación pasará a ser Agencia de Cooperación Internacional y Desarrollo (AGCID). Además, se radicarán en el Director, como jefe del servicio, las diversas facultades ejecutivas, contemplándose, con carácter consultivo, un consejo asesor del titular de Relaciones Exteriores, cuya función será proponer las políticas de cooperación internacional para el desarrollo. Fuera de lo anterior, se reforzará el rol del Ministerio en el diseño de la política exterior en cooperación.


Finalmente, deseo exponer aspectos vinculados con la igualdad de género, materia que inspira la iniciativa. Ello se asume incluso en cuanto a lo lingüístico.



Desde el punto de vista práctico, la principal modificación que se plantea tiene por objeto terminar con la discriminación que afecta actualmente a las funcionarias del servicio exterior y del Ministerio, en general, quienes no reciben asignación familiar por sus cónyuges cuando se encuentran destinadas en el extranjero, a diferencia de los funcionarios.



El proyecto termina con esa situación, y, además, extiende la medida a los convivientes civiles.



Una de las tareas más importantes que debe cumplir la Secretaría de Estado es la retención de las diplomáticas, porque en el devenir se registran deserciones y el propósito es establecer mecanismos que permitan mantenerlas en la carrera. Sobre todo, en la Academia Diplomática egresa hoy día un número de mujeres similar al de hombres, y ello indudablemente debe proyectarse a lo largo del desempeño.



Adicionalmente, y reconociéndose el estado civil respectivo, se le conceden al conviviente civil derecho a pasaje, flete, asignación de establecimiento y pasaporte, lo que hasta ahora se reservaba solo a los cónyuges. Ello obedece a una realidad en el servicio exterior.



Esto es, en definitiva, lo que quisiera dar a conocer como contenido de la iniciativa. Las conclusiones son obvias, y las evito para no extender en demasía mi exposición.



Termino agradeciendo el trabajo de la Comisión de Relaciones Exteriores, presidida por el Senador señor Larraín e integrada por los Honorables señores Pizarro, Lagos, Chahuán y quien dirige en este momento la sesión.



A ello se agrega, por supuesto, la colaboración del Senador señor García-Huidobro, quien, sin pertenecer formalmente al órgano técnico, participa constantemente en su labor.



Espero que el proyecto sea aprobado en general.



El articulado contiene disposiciones de ley orgánica constitucional. Por lo tanto, entiendo que hoy día solo se realiza la presentación y que la discusión se efectuará próximamente.



Muchas gracias.

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Entiendo que el acuerdo es escuchar el informe que el Presidente de la Comisión entregará formalmente en la sesión ordinaria del 5 de septiembre. Probablemente, el asunto será el primer punto de la tabla.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Hacienda, para que se informe sobre CUMPLIMIENTO DE LEY N° 20.972 EN ENCASILLAMIENTO DE PROFESIONALES DE ESTABLECIMIENTOS DE SERVICIO DE SALUD VALPARAÍSO-SAN ANTONIO.



Del señor CHAHUÁN:



A la señora Ministra de Salud, a fin de consultar por PLAZO MÁXIMO PARA TRÁMITE DE RECETAS ELECTRÓNICAS Y MOTIVO DE RETENCIÓN EN CASO DE SEÑORA XIMENA LABBÉ SEPÚLVEDA.



Del señor GARCÍA:



A la señora Subsecretaria de Educación, con el objeto de que se proporcionen antecedentes acerca de EVALUACIÓN DE ESCUELAS DE SEGUNDA OPORTUNIDAD Y CONTINUIDAD EN PRESUPUESTO DE 2018.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Ministro del Medio Ambiente, para que se informe respecto de MANTENCIÓN Y ADMINISTRACIÓN FUTURA DE PROYECTO SENDERO DE CHILE.



Del señor MATTA:


Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Maule, a fin de requerir antecedentes en cuanto a AGUA POTABLE RURAL EN SECTOR PUEBLO HUNDIDO, LAS CONEJAS, MARISCADERO ALTO Y EL MANZANO, COMUNA DE PELLUHUE.



Del señor PROKURICA:



Al señor Director Nacional del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para que se informe acerca de TRATADOS CON RATIFICACIÓN DE CHILE EN CUANTO A CUMPLIMIENTO DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD POR ENFERMOS DE MÁS DE 80 AÑOS EN PUNTA PEUCO.



Al señor Director Nacional de Gendarmería, con el objeto de que se proporcionen antecedentes respecto de SALUD DE ENFERMOS DE MÁS DE 80 AÑOS CON PRIVACIÓN DE LIBERTAD; DETALLE DE EDAD, PADECIMIENTO Y VISITAS A CENTROS DE ATENCIÓN EN ÚLTIMOS 24 MESES, Y CONDICIÓN DE SEÑOR HÉCTOR OROZCO SEPÚLVEDA.


)--------------(

El señor LETELIER (Presidente accidental).- En la hora de Incidentes, el Comité Renovación Nacional no hará uso de su tiempo.


En el turno del Comité Socialista e Independiente, tiene la palabra la Honorable señora Allende.

ENCASILLAMIENTO EN SERVICIO DE SALUD VALPARAÍSO-SAN ANTONIO. OFICIOS

La señora ALLENDE.- Seré muy breve, señor Presidente.



Quisiera hacer presente la preocupación que me transmitieron los trabajadores de la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS), tratándose del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, en relación con el cumplimiento de la ley N° 20.972 y la dictación de decretos con fuerza de ley para el encasillamiento de las plantas de profesionales de los establecimientos respectivos.



En el grado 8, que es muy importante, había 31 cargos. La propuesta del Ministerio de Salud, en acuerdo con la FENPRUSS, fue de 33. Lamentablemente, Hacienda los redujo a 14.



A juicio de los dirigentes, con quienes me he reunido, ello afectará gravemente en ese nivel y perjudicará tanto la carrera funcionaria como las expectativas generadas a raíz de la aplicación del cuerpo legal, que efectivamente significaría un mayor beneficio en relación con las remuneraciones.



Por lo tanto, pido que se oficie a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro de Hacienda para conocer las razones por las cuales se ha procedido, en el cumplimiento de la ley N° 20.972 y el encasillamiento, de una manera que, en opinión de los dirigentes laborales, afectará el desarrollo de la carrera -repito- y las expectativas con relación a las remuneraciones.



Quería dejar constancia de esta preocupación, de que los trabajadores se reunieron conmigo y de que me comprometí a oficiar y a hacer presente el problema.



Estoy a la espera de poder conversar con el titular de Hacienda, a quien se lo pedí ahora, para ver si se abre alguna posibilidad. También me comuniqué telefónicamente con la Ministra de Salud a fin de saber si es factible una revisión, aunque entiendo que el tiempo es muy escaso, porque, según se me ha informado, aparentemente está pronto el envío a la Contraloría para la toma de razón.



En consecuencia, ojalá los oficios puedan servir para obtener una respuesta.



Sería mejor todavía si se modificara la situación, porque estimo legítimo considerar que la propuesta inicial del Ministerio de Salud era bastante mayor que la reducción efectuada por Hacienda.



Entonces, los dirigentes y los trabajadores de la FENPRUSS, que son 467 en total, se sienten claramente perjudicados por la forma de tratar el asunto.



Resulta deseable que el planteamiento pueda ser tomado en consideración antes del envío a la Contraloría y de que sea demasiado tarde.



He dicho.


--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor LETELIER (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, puede intervenir el Senador señor Moreira.
TRATO A GENERAL EN RETIRO SEÑOR HÉCTOR OROZCO SEPÚLVEDA. OFICIOS

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, a raíz del trato indigno y vejatorio recibido por el general en retiro señor Héctor Orozco Sepúlveda, de 91 años, quien ingresó el lunes 21 de agosto al penal de Punta Peuco, hecho conocido por la opinión pública a través de los medios de comunicación, los parlamentarios de la UDI hemos considerado importante señalar que se trata de una persona de edad avanzada con problemas de senilidad gravísimos.



Respetuosos de la Constitución Política, comprendemos el principio en virtud del cual los miembros del Congreso no debemos pronunciarnos acerca de los fallos en derecho que el Poder Judicial dicte en causas civiles y criminales. Sin embargo, abrigamos la más absoluta convicción de que en el caso expuesto estamos en presencia de actuaciones que, en los hechos, desafían los más elementales estándares de dignidad humana, independientemente del fallo en que consta la condena.



Los medios de comunicación informaron que el general en retiro Orozco fue detenido en su casa por efectivos de la Policía de Investigaciones y trasladado a Punta Peuco “vistiendo pijama y bata de levantarse puesto que no lo dejaron que fuese vestido en su domicilio”. Asimismo, detallaron que dicha persona, quien sufre demencia senil, llegó al penal en pésimas condiciones.


Esta forma de proceder ha sobrepasado cualquier límite de sentido común, justicia y humanidad, y resulta inapropiada. No es admisible que, en el marco del cumplimiento de una resolución judicial -esta declaración no busca cuestionarla-, alguien se vea enfrentado a situaciones vejatorias, abusos que no condicen ni con las normas de la Carta, que obligan a toda persona, institución o grupo a garantizar el derecho constitucional a la integridad física y psíquica, ni con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por nuestro país.



Convencidos de que el trato dado a este chileno es vejatorio -no por perder su libertad se halla condenado a perder su dignidad- y se suma a casos similares en contextos análogos, creemos que acá no se busca la justicia, sino derechamente una venganza que se aleja profundamente de los anhelos de reconciliación que debemos pretender como país.



En tal sentido, hacemos un llamado urgente y respetuoso al Gobierno para que repudie cualquier actuación de un organismo del Estado que, en el contexto de la autoridad que confieren la Constitución y las leyes, haga objeto de tratos inhumanos, degradantes y fuera de los mínimos márgenes de dignidad.



De la misma manera, emplazamos al Gobierno a promulgar cuanto antes la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, adoptada el 15 de junio de 2015 por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos y ya acogida por el Congreso Nacional.



El Artículo 13 de ese texto dispone:



“Los Estados Parte garantizarán que cualquier medida de privación o restricción de libertad será de conformidad con la ley y asegurarán que la persona mayor que se vea privada de su libertad en razón de un proceso tenga, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población, derecho a garantías de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratada de conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención.



“Los Estados Parte garantizarán el acceso de la persona mayor privada de libertad a programas especiales y atención integral, incluidos los mecanismos de rehabilitación para su reinserción en la sociedad y, según corresponda, promoverán medidas alternativas respecto a la privación de libertad, de acuerdo con sus ordenamientos jurídicos internos.”.



Dicho acuerdo internacional fue aprobado por unanimidad en el Senado y con una amplísima mayoría en la Cámara de Diputados, y fue despachado el 17 de marzo recién pasado para su promulgación.



Exhortamos a la Presidencia de la República a dar cumplimiento pronto a dicho trámite, para proceder a la posterior ratificación con el fin de que ese instrumento sea parte de nuestro ordenamiento jurídico.



No queremos pensar que la dilación en la promulgación del tratado como ley de la República se debe a una maniobra dilatoria inexcusable que, de ser cierta, configuraría una infracción grave a las obligaciones emanadas de la propia Constitución Política de la República. Ello, en cuanto al establecimiento de derechos y deberes con relación a nuestros adultos mayores, cualquiera que sea su condición, incluidos los que se encuentran en una situación delicada de salud en cualquier recinto penitenciario, como lo es también el de Punta Peuco.



Nuestro país necesita transitar por caminos de justicia y de encuentro, no de venganza -y esto lo es, afirmación que no se basa sino en hechos evidentes, por todo lo sucedido y lo que hemos visto- y división. Lo ocurrido con el general Orozco y tantos otros presos de la tercera y la cuarta edades que viven situaciones inaceptables en sus condenas, independientemente de las causas y del recinto penal en que se encuentren -también es el caso del padre de la Diputada Marisol Turres, quien sufre del mal de Alzheimer, por lo que asimismo solidarizamos con ella-, tienen que ser alicientes para que el Gobierno y todos los Poderes del Estado reafirmen su convicción de que bajo ninguna circunstancia debe haber en Chile tratos inhumanos y degradantes.



Comprendemos que se trata de fallos de los tribunales de justicia. Si bien no vamos a cuestionarlos, sí podemos hacerlo respecto de las acciones vejatorias. Los derechos humanos son para todos, con prescindencia de las situaciones complejas de cada afectado. En ese contexto, tratándose del Gobierno y de las coaliciones políticas que han gobernado en las últimas décadas, creemos que ello exige ser consecuente y no contradictorio y extender a todos una garantía al respecto.



En virtud de lo mencionado, repito que esperamos justicia, no venganza.



Pido que se oficie al Director General de Investigaciones y al Ministro del Interior y Seguridad Pública con la finalidad de que se nos aclare la situación de la persona vejada y de que sepamos exactamente lo sucedido y cuáles serán las medidas que adoptará el Gobierno.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Al Comité Unión Demócrata Independiente le quedan apenas quince segundos. Se le dará un minuto al Honorable señor Larraín para que pueda intervenir.



Tiene la palabra, Su Señoría.
REGULACIÓN DE PESCA DE JIBIA. OFICIOS
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, trataré de ser lo más breve posible.



Quiero solicitar dos oficios.



El primero, por requerimiento de los dirigentes del Sindicato de Pescadores Artesanales de Loanco, encabezado por su Presidente, Mario Lara, se refiere al recurso pesquero de la jibia.



Según la información que obra en nuestro poder, este recurso no estaría regulado actualmente por ningún organismo público. Por lo tanto, es de libre explotación.



Sin embargo, la situación ha generado algunas dificultades, porque al no haber otros recursos disponibles, como la merluza, la jibia está siendo explotada ampliamente por distintos sectores, lo cual está produciendo dificultades e incluso un tipo de pesca indebida, como es la de arrastre, de un recurso que debería ser cautelado de forma de asegurar su sustentabilidad.



Por estas razones, solicito que se oficie al Consejo Nacional de Pesca y a la Subsecretaría de Pesca, a fin de que se estudie la regulación de esta pesquería, la de la jibia; se fijen cuotas de extracción; se privilegie a los pescadores artesanales, en particular a los de botes pequeños, de tamaño inferior a quince pies; y, adicionalmente, se prohíba el uso de la pesca de arrastre respecto de este recurso.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PARTICIPACIÓN DE SINDICATO DE ARMADORES DE CONSTITUCIÓN EN ADMINISTRACIÓN DE MUELLE MAGUILLINES. OFICIOS
El señor LARRAÍN.- En otro ámbito, señor Presidente, solicito que se oficie al Gobierno respecto de una inquietud que he recibido del Sindicato de Trabajadores Independientes y Armadores de Constitución, encabezado por su Presidente, Alex Barrera Quiroz; su Secretario, Carlos Faúndez Vargas, y su Tesorero, Eric Letelier Montecino.



Esta es una organización de pescadores artesanales que opera en el muelle Maguillines, de la ciudad de Constitución, en la Región del Maule.



Actualmente, cuentan con una flota de 41 embarcaciones, que equivale al 70 por ciento de las que operan en ese muelle, y cuyo desembarque equivale…



¿Me concede un minuto más, señor Presidente?

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Su Señoría, ya le hemos dado un tiempo extra.

El señor LARRAÍN.- Trataré de ser muy breve. 

El señor MOREIRA.- Renovación Nacional nos cedió tiempo.

El señor LETELIER (Presidente accidental).- Puede continuar, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



Como decía, el desembarque equivale al 83 por ciento del total realizado en el muelle. Esta es una fuente de trabajo que genera 205 puestos laborales directos (tripulantes y más de cien asistentes de caleta), además de 80 empleos indirectos, etcétera.



Sin embargo, este grupo no ha sido considerado para la administración del muelle Maguillines.



Esa es la principal inquietud que ellos representan.



Han hablado con la Dirección de Obras Portuarias a fin de ser incluidos, pero ello no ha sido posible. Según me han señalado, las autoridades competentes están trabajando con otro sindicato, con otros grupos y no consideran a estos trabajadores bajo ningún concepto, no obstante la importancia que tienen en la administración de dicho muelle.



En la presentación que me hicieron llegar -y que puedo acompañar- describen diversos casos que les parecen impresentables y que se podrían resolver si tuvieran participación.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministerio de Obras Públicas y a la Subsecretaría de Pesca, a fin de que consideren darles participación a estos trabajadores en la administración del muelle Maguillines.



Gracias, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor LETELIER (Presidente accidental).- Corresponde el turno del Comité Independientes y Partido Amplitud. 



No intervendrá.



En el tiempo del Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Lagos.

APOYO A FENPRUSS EN PROCESO DE ENCASILLAMIENTO EN SERVICIO DE SALUD VALPARAÍSO-SAN ANTONIO. OFICIOS
El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré muy breve.



Respecto a la solicitud realizada por la Senadora Allende en relación con la demanda de apoyo planteada por la FENPRUSS de la Quinta Región (básicamente, del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio), vinculada a los ajustes de una propuesta que están conversando con el Ministerio de Salud, pido en lo posible agregar mi firma a dichos oficios o tramitar otros por separado en mi nombre -lo que sea mejor-, por cuanto es una demanda que ha sido planteada a diversos parlamentarios de la Región de Valparaíso.



Con los representantes de la FENPRUSS hemos trabajado durante muchos años y conocemos exactamente qué están solicitando y cuáles son los temas.



Lamentablemente, acá no hay un desencuentro en el fondo, sino un desajuste entre las propuestas y los cálculos realizados eventualmente por el Ministerio de Salud, que llevaron a una diferencia entre lo solicitado por los representantes de los trabajadores de la FENPRUSS y lo que podía otorgar dicha Cartera. Entendemos que el Ministerio de Salud se allanó a las propuestas de estos últimos. Sin embargo, al parecer no calzaban los números.



Por lo tanto, lo que se solicita respetuosamente es que se honre el compromiso acordado con la FENPRUSS, dadas las particularidades que tiene esta Región.



Esto lo planteamos en el contexto de las demandas de Salud, que son largamente anheladas en nuestra Región de Valparaíso.



Hoy, gracias al Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet y a los esfuerzos realizados por el Ejecutivo anterior, estamos en un proceso de construcción, remodelación y reposición de hospitales, como es el caso del Gustavo Fricke, cuya primera piedra la colocó el Presidente Sebastián Piñera, y que se encuentra en tierra derecha: se terminará los primeros meses del próximo año.



Asimismo, seguimos luchando para contar con centros hospitalarios cuya construcción está retrasada, pero que se halla en marcha, como es el caso del Hospital Claudio Vicuña, de San Antonio, y del de Casablanca.



Esto tiene que ver con una mirada más amplia del tema de infraestructura hospitalaria, para lo cual el actual Gobierno asumió compromisos, muchos de los cuales están materializándose, pero con algún retraso, lo que ocurre en distintos lugares a lo largo de nuestro país.



Como señalaba el Senador Prokurica, creo, todavía está pendiente la reposición de los hospitales de Huasco y de Diego de Almagro, en la Región de Atacama. Y lo mismo ocurre en Quellón, en fin.



En consecuencia, solicito simplemente que se agregue mi firma a los oficios planteados por la señora Senadora o se envíen otros por separado a las mismas autoridades y en un sentido similar.



Además, aprovecho de dejar planteada nuestra profunda preocupación por los problemas que ocurren en la Región de Valparaíso, como en otras regiones de Chile donde también hay deudas pendientes en materia hospitalaria.



Muchas gracias, señor Presidente. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor LETELIER (Presidente accidental).- El Comité Partido PAÍS y el Partido Demócrata Cristiano e Independiente no harán uso de sus tiempos.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:32.






Manuel Ocaña Vergara,






 Jefe de la Redacción
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ACTA APROBADA

SESIÓN 39ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 16 DE AGOSTO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental del Honorable Senador señor Jaime Quintana.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; de Economía, Fomento y Turismo, señor Céspedes; y de Obras Públicas, señor Undurraga. Asimismo el Director General de Aguas, señor Estévez; y el asesor del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, señor Pillado.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS



Las actas de las sesiones 37ª y 38ª, ambas ordinarias, de los días 8 y 9 de agosto, respectivamente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes

Veinte de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, para la tramitación del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (Boletín N° S 1.940-05).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


Con los diez siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


2) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


3) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín           N° 9.689-21).


4) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15).


5) El que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


6) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


7) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (Boletín N° 10.623-02).


8) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


9) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín            N° 11.120-05).


10) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


Con el décimo tercero, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, para considerar las actuaciones diplomáticas entre aquellas no reguladas por dicha ley (Boletín N° 10.132-06).


Con los siete últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


3) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


4) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.526-06).


5) Proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06).


6) Proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (Boletín N°11.218-10).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines Nos 11.053-13 y 11.103-13, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda.


Con el segundo, informa que ha dado su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley aprobado por el Senado que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín N° 9.245-07) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que declara el primer lunes de octubre de cada año como el Día Nacional del Feriante (Boletín N° 10.920-24).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el cuarto, señala que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (Boletín N° 8.938-24).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín N° 11.174-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía diversas sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, recaídos en las siguientes disposiciones:


- Artículo 17 B, inciso segundo de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-- Se manda archivar los documentos.


Remite diversas resoluciones dictadas en sendos requerimientos de inconstitucionalidad presentados, uno por un grupo de Senadores y otro por un grupo de Diputados, respecto del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las disposiciones siguientes:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículos 137 y 138 de la Ley General de Servicios Eléctricos.


- Artículos 166, 171, inciso final, y 174, inciso primero, del Código Sanitario.


- Artículos 193, 205, 318, 330, inciso primero, 334, 351 y 352 del Código de Procedimiento Penal.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, para informar sobre la denuncia efectuada por eventuales irregularidades cometidas por la empresa encargada de construir el puente que unirá las comunas de Temuco y Padre Las Casas.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Adjunta informe, requerido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre materias relativas a extranjería, en el período indicado.


Da respuesta a petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el funcionamiento del Puerto de Quellón en la isla de Chiloé y la habilitación de un puerto alternativo que asegure el movimiento de personas, vehículos y mercancías entre Melinka y Quellón.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Envía antecedentes relativos al desempeño de los agregados comerciales de Pro Chile en misión en el exterior, en los últimos dos años; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor García Huidobro.

De la señora Ministra de Salud


Contesta requerimientos, expresados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


- Políticas públicas ministeriales en materia de salud mental.


- Materias relativas al estado de la salud mental infanto-juvenil en nuestro país.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Atiende solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Moreira, para mantener la salvaguardia para la producción del acero con controles de calidad que impidan el ingreso al país de barras de acero que no cumplan con los estándares de calidad requeridos.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas

de la Región de la Araucanía


Anexa antecedentes relativos a las siguientes materias consultadas en nombre del Honorable Senador señor Espina:


-Repavimentación de la Ruta Collipulli - Angol, para evitar los riesgos de un camino en malas condiciones.


- Apertura del camino vecinal, ubicado en el kilómetro 4 de la ruta Collipulli - Angol, para dar conectividad al sector.

Del señor Gobernador Provincial de Chiloé


Envía datos sobre el número de accidentes automovilísticos ocurridos en la ruta 5 sur, entre Castro y Quellón, y controles carreteros efectuados en la misma zona, en los períodos indicados; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte


Responde inquietudes, planteadas en nombre del Honorable Senador señor García, sobre los siguientes asuntos:


- Evolución mensual de la deuda hospitalaria del servicio durante el primer semestre del año en curso.


- Avance de las listas de espera del servicio, durante el primer semestre de este año. 

Del señor Jefe de la División de Atención y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Pensiones


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo al derecho a cuota mortuoria de la persona individualizada.


Adjunta antecedentes sobre las razones por las cuales al pensionado por invalidez con retiro programado de la administradora de fondos de pensiones Plan Vital, usuario de Fonasa en la letra A, se le aplica el descuento por cotización de salud; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi.

Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del cronograma de restitución del puente ferroviario de Toltén, comuna de Pitrufquén.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 8 de agosto de cada año como el Día de los Juzgados de Policía Local (Boletín         N° 10.691-24).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado que Modifica el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Andorra, el 12 de septiembre de 2016 (Boletín N° 11.048-10) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, con el objeto de aplicar al trabajador que celebra un acuerdo de unión civil el permiso laboral que se otorga a quien contrae matrimonio (Boletín N° 10.763-13).


Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Moción


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Girardi y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley para incorporar una norma en la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, que permita al Servicio Nacional de Discapacidad disponer de clases diferentes de bastones, en función del nivel de visión del usuario (Boletín Nº 11.368-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.

- - -

En el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (Boletín N° 11.101-19).


-- Queda para Tabla.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Tuma para ausentarse del país a contar del 18 de agosto de 2017.


--Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor García Huidobro, fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicable sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (Boletín N° 8.999-08), hasta el día 29 de septiembre a las 12:00 horas, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.


También acuerda fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06), hasta las 12:00 horas del lunes 31 de agosto, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


A petición del Honorable Senador señor Montes, la Sala acuerda fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04), hasta el 22 de agosto a las 19:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


A solicitud de la Honorable Senadora señora Allende, el Presidente con acuerdo de la Sala, dispone que se guarde un minuto de silencio con ocasión del fallecimiento del exdiputado señor Vicente Sota Barros. Así se realiza.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones.

(Boletín N° 8.149-09)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándolo de “suma”.


Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de enero de 2017, y cuenta con un segundo informe de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía y con informe de la Comisión de Hacienda.


Añade que las Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, que los numerales 1, 2, 4, 5, 7, 8, 10, 12, 14, 15, 18, 19, 22, 25, 26, 29, 31 y 32 a 37 del artículo 1; los artículos 2 y 3, y el artículo transitorio, no fueron objeto de modificaciones ni de indicaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


Expresa luego que entre esas normas hay dos numerales que requieren para su aprobación un quórum orgánico constitucional; tales son: el numeral 25 y el numeral 35, los que requieren 21 votos favorables.

- - -


El Presidente suspende la sesión por cinco minutos.


Se reanuda la sesión.

- - -


El Presidente da por aprobados los numerales 1, 4, 5, 7, 8, 10, 12, 14, 15, 18, 19, 22, 26, 29, 31, 32, 33, 34, 36 y 37 del artículo 1, los artículos 2 y 3, y el transitorio, porque no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, quedando pendiente el numeral 2 de ese artículo 1, solicitado por el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


El Secretario General informa que también son disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los numerales 25, referido al artículo 175 y la letra b) del numeral 35, referido al artículo 306, que son normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren 21 votos favorables.


Asimismo, debe aprobarse en particular el numeral 16, referido al artículo 137, disposición que no fue objeto de modificaciones en el segundo informe, pero sí fue objeto de  indicaciones.


El Presidente da por aprobadas estas disposiciones por la unanimidad de los 23 senadores presentes.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


El Secretario General, enseguida, manifiesta que la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad.


Agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las normas de su competencia e introdujo enmiendas, todas por unanimidad, en los siguientes numerales del artículo 1 del texto despachado por la Comisión Especial: número 3, letra c); número 13; número 17, letra c); número 20, artículo 172; número 21, artículos 172 bis, 172 ter y 172 sexies; número 23, artículo 173; número 24, artículos 173 bis y 173 ter, y número 28, letra c).


Señala que estas enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de las Comisiones. 


Expresa asimismo que no hay indicaciones renovadas.


Por último indica que de las enmiendas unánimes, el inciso quinto que se agrega al artículo 92 del Código de Aguas, contenido en el numeral 9, del artículo 1; el numeral 13, letra a) (referido al artículo 129 bis 2), y la frase final del inciso final del artículo 172 sexies contenido en el numeral 21 requieren para su aprobación de 21 votos favorables, por tener el carácter de norma de rango orgánico constitucional.


El Presidente da por aprobadas estas disposiciones por la unanimidad de los 24 senadores presentes.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, al texto aprobado en general por el Senado, son las que siguen:

ARTÍCULO 1°

ooo


-Ha intercalado, a continuación del numeral 8., el siguiente nuevo:


“9. Incorpóranse al artículo 92, los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:

 
“La organización de usuarios observará el cumplimiento de la prohibición establecida en el inciso primero de este artículo e informará de las infracciones que tome conocimiento a la Municipalidad correspondiente. Del mismo modo, la organización de usuarios respectiva, notificará a la Municipalidad, con copia a la Dirección General de Aguas para el cumplimiento de sus funciones, de la obstrucción de canales en los casos a que se refiere el inciso tercero, señalando, al menos, el lugar en que ocurre dicha obstrucción y, de conocerse, los responsables de los hechos.

 
Estas presentaciones se tramitarán por el Municipio de conformidad a lo indicado en el artículo 98 de la Ley orgánica constitucional de Municipalidades, y su omisión podrá ser reclamable de conformidad a los artículos 151 y siguientes del referido texto legal.”.

NUMERAL 10, QUE HA PASADO A SER NUMERAL 11


-Ha incorporado, a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva, pasando las letras b), c) y d) a ser letras c), d) y e), respectivamente:


“b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “mantenido al día,”, la frase “en el sitio web institucional,”.

ooo


Ha intercalado, a continuación del numeral 25, que ha pasado a ser numeral 26, los siguientes nuevos:


“27. Reemplázase el inciso primero del artículo 277 por el siguiente:

 
“Artículo 277.- El directorio nombrará un repartidor de aguas o juez de río, el cual deberá contar con un título profesional de una carrera cuya duración sea de al menos ocho semestres, el que no podrá ser integrante del directorio ni titular de derechos de aprovechamiento de aguas dentro de la misma jurisdicción que administra, ya sea toda la corriente natural, o una sección de ella, en el caso que dicha corriente se encuentre seccionada. El directorio dará cuenta a la Dirección General de Aguas de esta designación.”.


28. En el artículo 278: 

 
a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la expresión “de agua”, la frase “o jueces de río,”.

 
b) En el número 3:

 
i) Agrégase, a continuación de la locución “Justicia Ordinaria”, la frase “y a la Dirección General de Aguas”.

 
ii) Sustitúyese la expresión “de agua tendrá” por la frase “de agua o juez de río tendrán”.

 
c) En el número 5, reemplázase el punto y coma por un punto seguido y agrégase la siguiente oración final: “Para tales efectos, la Junta de Vigilancia podrá solicitar al Servicio respectivo del Ministerio del Medio Ambiente, a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la Dirección General de Aguas, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a la Municipalidad correspondiente y, en general, a cualquier otra autoridad, que le entregue información sobre todos los proyectos y permisos aprobados en su respectiva repartición y que han de ser ejecutados en el cauce donde dicha Junta de Vigilancia ejerce su jurisdicción;”.

 
d) Intercálase un número 6 nuevo, pasando los actuales números 6 y 7 a ser números 7 y 8, respectivamente:

 
“6. Denunciar en la Dirección General de Aguas las labores de extracción de áridos que no cuenten con la autorización competente, la que podrá actuar con auxilio de la fuerza pública de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 en caso de ordenar su paralización. Podrá, a su vez, denunciar estos hechos ante la Contraloría General de la República cuando dichas extracciones, autorizadas por la Municipalidad respectiva, no cuenten con el informe técnico de la Dirección de Obras Hidráulicas, establecido en el literal l), del artículo 14 del decreto con fuerza de ley N° 850, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas. En los procesos a que den lugar estas denuncias, el repartidor de agua o el juez de río, tendrán la representación de la junta, sin perjuicio de la comparecencia y actuación de ésta;”.

NUMERAL 27, QUE HA PASADO A SER NUMERAL 30

letra f)


Ha sustituido en la letra f) que se agrega, la frase “fundadamente, del Intendente o Gobernador respectivo,” por la palabra “directamente”.

- - -


Las modificaciones propuestas por la Comisión de Hacienda al texto aprobado por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, son las siguientes:

Artículo 1

Número 3


Sustituir, en el inciso que intercala la letra c), la expresión “el artículo 173 ter” por “los artículos 173”.

Número 13


Sustituirlo por el siguiente:


“13. En el artículo 129 bis 2:


a) En el inciso primero:


i. Elimínase la frase “, previa autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.


ii. Agrégase la siguiente oración final: “Estas resoluciones se publicarán en el sitio web institucional.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 
“Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, dispondrá las medidas mitigatorias apropiadas. De no cumplirse dichas medidas, el Servicio aplicará las sanciones correspondientes, pudiendo ejercer las atribuciones dispuestas en el artículo 172 de este Código.”.

Número 17

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“En caso de incumplimiento o cumplimiento parcial de las resoluciones a que se refieren los incisos precedentes, el Servicio dictará una resolución que aplicará la multa correspondiente y, en caso de proceder, ordenará la ejecución de las medidas, acciones u obras que correspondan por parte  del mismo Servicio o por parte de la Dirección de Obras Hidráulicas o cualquier otro servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas.


La Dirección General de Aguas dictará una resolución que determine el valor de las medidas, acciones u obras efectivamente realizadas, pudiendo establecer un recargo de hasta el cien por ciento  para aquellos originalmente obligados a cumplirlas. La copia autorizada de esta última resolución tendrá mérito ejecutivo para efectos de su cobro.”.

Número 20

Artículo 172


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 172.- Si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al segundo grado, de conformidad al artículo 173 ter, pudiendo apercibir al infractor y fijar un plazo perentorio para que modifique o destruya total o parcialmente las obras. En el caso que se disponga la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que se presente el correspondiente proyecto, de acuerdo a las normas del presente Código. En caso que el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, destruyendo la obra o presentando el proyecto de modificación, la Dirección impondrá una multa del tercer grado.


Si las obras que no cuentan con la debida autorización entorpecen el libre escurrimiento de las aguas o significan peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del segundo al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor fijándole un plazo perentorio para que destruya las obras o las modifique, ordenándole que presente el correspondiente proyecto de acuerdo a las normas del presente Código. Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.

Número 21

Artículo 172 bis


Reemplazar, en el inciso quinto, la frase “El procedimiento sancionatorio se iniciará con la apertura del expediente respectivo, y deberá” por  la siguiente frase: “Declarada admisible la denuncia, se abrirá el expediente del procedimiento sancionatorio, el que deberá”.

Artículo 172 ter

Inciso primero


- Intercalar, en la primera oración, entre la expresión “inspección a terreno” y el punto seguido (“.”), lo siguiente: “, debiendo notificar del motivo de la actuación en ese mismo acto”.


- En la segunda oración, sustituir la frase “a proporcionar la información requerida.”, por el siguiente texto: “, de manera injustificada, a proporcionar la información que le sea requerida. Las inspecciones a que se refiere el presente artículo en lugares que constituyan una habitación actualmente ocupada, cuyo ocupante se haya opuesto a la realización de la inspección, de lo que deberá dejarse constancia por escrito, podrán también realizarse con auxilio de la fuerza pública, previa autorización del juez de letras competente en el territorio jurisdiccional del lugar donde se fiscaliza, quien la podrá conceder de inmediato a solicitud del Servicio, sin forma de juicio, a través del medio más expedito”.

Artículo 172 sexies


Intercalar en el inciso final, entre la expresión “artículos 136 y 137” y el punto final (“.”), lo siguiente: “de este Código”.

Número 23


Sustituir el artículo 173 por el siguiente:


“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas aplicará una multa a beneficio fiscal, y fijará el plazo para su pago, a quienes incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 172 y 307 de este Código y de las responsabilidades civiles y penales que procedan:


1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma y oportunidad que disponen este Código y las resoluciones de la Dirección General de Aguas.


Asimismo, se aplicará una multa de este grado al propietario, poseedor o mero tenedor de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores. Se entenderá que existe negativa del propietario, poseedor o mero tenedor aun cuando quien la realice sea una tercera persona, sin perjuicio de las acciones que tengan aquellos para repetir en contra de esta última.


2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o sus reglamentos referentes a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.


La resolución que disponga la aplicación de esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos sistemas.


3. Una multa de tercer grado en caso de incumplimiento de la resolución que otorga nuevo plazo para la instalación de los sistemas señalados en el número anterior, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno.


4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas.


5. Una multa de quinto grado a todo quien, siendo titular actual de un derecho de aprovechamiento de aguas o no, de forma intencional obtenga una doble inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, para beneficio personal o en perjuicio de terceros. En caso que proceda, al autor material del hecho se le sancionará, además, con la revocación de su título duplicado y la cancelación de la inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponda a él o a los funcionarios públicos por falsificación de instrumento público.


6. Las infracciones que no tengan una sanción específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre el primer y tercer grado.


La Dirección comunicará la resolución a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada.”.

Número 24

Artículo 173 bis


- Incorporar, en el número 2. del inciso primero,  la siguiente letra d, nueva:


“d) Cuando se realicen actos u obras, sin permiso de la autoridad competente, que menoscaben o deterioren la calidad del agua en contravención a la normativa vigente, cuando dicha alteración no cuente con una sanción específica.”.


- Suprimir el inciso tercero, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso tercero.

Artículo 173 ter


Reemplazar el encabezamiento del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 173 ter.- Sin perjuicio de las sanciones específicas contempladas en los artículos 172 y 307, las infracciones que se establecen en este Código serán sancionadas con multas a beneficio fiscal, determinadas según los siguientes grados:”.

Número 28

Letra c)


Sustituir, en la oración final propuesta, la frase “Medio Ambiente, a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la Dirección General de Aguas, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a la Municipalidad correspondiente”, por lo siguiente: “Medio Ambiente, o a la Dirección de Obras Hidráulicas, o a la Dirección General de Aguas, o a la Superintendencia de Servicios Sanitarios o a la Municipalidad correspondiente”.

- - -


El Honorable Senador señor Prokurica expresa que se inhabilita en la votación de este proyecto de conformidad al artículo 8° del Reglamento del Senado.

- - -


El Presidente pone en discusión, con el acuerdo de la Sala, el numeral 2 del artículo 1º, que contiene el artículo 38, cuya votación separada fue pedida por el Honorable Senador señor Coloma.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Coloma, el Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga y los Honorables Senadores señora Muñoz, señores Letelier, Horvath y Pizarro, señora Allende y señor Chahuán.


Terminado el debate se propone a la Sala un texto concordado del siguiente tenor:


“Incorporar el siguiente inciso segundo, al artículo 38


“La autoridad dictará un reglamento en que se expliciten los plazos, criterios y condiciones necesarios para aplicar las resoluciones fundadas dispuestas en el inciso anterior.”.


El Presidente da por aprobada la disposición por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Presidente pone en discusión los artículos 172 bis al 172 sexies, contenidos en el numeral 21 del artículo 1º.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Pérez Varela y Pizarro, el Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga y la Honorable Senadora señora Muñoz.

- - -


Se deja constancia que durante el debate asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


El Presidente pone en votación las disposiciones.


El resultado es de 26 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Navarro.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señor Coloma.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Navarro.


El Presidente declara aprobados los artículos.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


Interviene el Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga, para agradecer el despacho de la iniciativa.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


"Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:

 
1. En el artículo 30:

 
a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

 
“Para los efectos de este Código, se entiende por suelo desde la superficie del terreno hasta la roca madre.”.

 
b) Intercálase en el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, a continuación de la frase “aprovechar y cultivar”, la siguiente locución: “la superficie de”.

 
2. En el artículo 38:

 
a) Agrégase, a continuación de la locución “obligados a construir” la siguiente expresión: “y mantener”.

 
b) Intercálase, a continuación de la frase “que se extrae” el siguiente texto: “y un sistema de transmisión instantánea de la información que se obtenga al respecto. Dicha información deberá ser siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera. El Servicio, por resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación”.


c) Incorpórase el siguiente inciso segundo:


“La autoridad dictará un reglamento en que se expliciten los plazos, criterios y condiciones necesarios para aplicar las resoluciones fundadas dispuestas en el inciso anterior.”.

 
3. En el artículo 41:

 
a) En el inciso primero:

 
i) Elimínase la frase “, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones”.

 
ii) Intercálase entre las frases “se encuentran” y “en la situación anterior”, la siguiente expresión: “o no”.

 
b) Reemplázase en su inciso segundo la palabra “mismos” por la siguiente frase: “, su forma o dimensiones”.

 
c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

 
“La contravención a lo dispuesto en los incisos anteriores será sancionada de conformidad a lo establecido en los artículos 173 y siguientes de este Código.”.

 
4. En el artículo 48, reemplázase la frase “propiedades y quienes aprovechan las aguas provenientes del mismo” por la siguiente: “predios y de este modo aprovechar las aguas provenientes de los mismos, quienes deberán informar las características del sistema, la ubicación de la captación y el caudal drenado a la Dirección General de Aguas”.

 
5. Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 58 la palabra “suelo” por “terreno”.

 
6. Reemplázase el inciso primero del artículo 62 por el siguiente:


“Artículo 62.- Si la explotación de aguas subterráneas por algunos usuarios afectare la sustentabilidad del acuífero u ocasionare perjuicios a los otros titulares de derechos, la Dirección General de Aguas, de oficio o a petición de uno o más afectados, podrá establecer la reducción temporal del ejercicio de los derechos de aprovechamiento, a prorrata de ellos, mediante resolución fundada.”.


7. Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso final, nuevo:

 
“Los titulares de los derechos de aprovechamiento, provisionales o definitivos, concedidos tanto en zonas declaradas de prohibición como en áreas de restricción, deberán instalar y mantener un sistema de medición de caudales y volúmenes extraídos, de control de niveles freáticos y un sistema de transmisión de la información que se obtenga al respecto. Dicha información deberá ser siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera. El Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación, pudiendo comenzar por aquellos concedidos provisionalmente o por aquellos que extraigan volúmenes superiores a la media.”.

 
8. Reemplázase en el artículo 68 la frase “de sistemas de medida en las obras y requerir la información que se obtenga” por el siguiente texto: “y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos en las obras, además de un sistema de transmisión de la información que se obtenga al respecto y requerir la información que se obtenga. En el caso de los derechos de aprovechamiento no consuntivos esta exigencia se aplicará también en la obra de restitución al acuífero. La Dirección General, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir la obligación dispuesta en este artículo”.

 
9. Incorpóranse al artículo 92, los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:

 
“La organización de usuarios observará el cumplimiento de la prohibición establecida en el inciso primero de este artículo e informará de las infracciones que tome conocimiento a la Municipalidad correspondiente. Del mismo modo, la organización de usuarios respectiva, notificará a la Municipalidad, con copia a la Dirección General de Aguas para el cumplimiento de sus funciones, de la obstrucción de canales en los casos a que se refiere el inciso tercero, señalando, al menos, el lugar en que ocurre dicha obstrucción y, de conocerse, los responsables de los hechos.

 
Estas presentaciones se tramitarán por el Municipio de conformidad a lo indicado en el artículo 98 de la Ley orgánica constitucional de Municipalidades, y su omisión podrá ser reclamable de conformidad a los artículos 151 y siguientes del referido texto legal.”.


10. En el artículo 119:

 
a) Intercálase en el encabezado, a continuación de la expresión “inscripciones originarias”, la siguiente locución: “y las transferencias”.

 
b) Reemplázase en el número 4 la expresión “, y” por un punto y coma.

 
c) Sustitúyese en el número 5 el punto final por la siguiente expresión: “; y”.

 
d) Agrégase el siguiente número 6, nuevo:

 
“6. Las características del derecho de aprovechamiento y demás especificaciones contenidas en el artículo 149, en la medida que el título las contenga.”.


11. En el artículo 122:

 
a) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la locución “que el reglamento establezca”, la siguiente frase: “, el que deberá ser suscrito, además, por el Ministro o Ministra de Justicia y Derechos Humanos”.


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “mantenido al día,”, la frase “en el sitio web institucional,”.

 
c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

 
“Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos y en la forma que determine el reglamento del Catastro Público de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, la información de las inscripciones relativas a los derechos de aprovechamiento de aguas y sus antecedentes, y de las inscripciones de las organizaciones de usuarios de aguas y sus antecedentes. El incumplimiento de esta obligación por parte de los Conservadores, será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.”.

 
d) Elimínase el inciso quinto. 

 
e) En el inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo:


i) Intercálase, a continuación de la locución “deberá informar”, la expresión “, al menos,”.


ii) Suprímese la frase “, dentro de los primeros cinco días de los meses de enero y julio,”.


iii) Reemplázase la expresión “las copias” por “la información” 

 
iv) Elimínase la locución “Notarios y”.


12. En el artículo 122 bis:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “La información requerida deberá enviarse en la forma que determine el reglamento previsto en el artículo anterior.”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la locución “será sancionado,”, la expresión “de oficio o”.


13. En el artículo 129 bis 2:


a) En el inciso primero:


i. Elimínase la frase “, previa autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.


ii. Agrégase la siguiente oración final: “Estas resoluciones se publicarán en el sitio web institucional.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 
“Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, dispondrá las medidas mitigatorias apropiadas. De no cumplirse dichas medidas, el Servicio aplicará las sanciones correspondientes, pudiendo ejercer las atribuciones dispuestas en el artículo 172 de este Código.”.


14. Intercálase en el inciso segundo del artículo 129 bis 12, a continuación de la primera oración, el siguiente texto: “En caso de no estar inscritos tales derechos, la Dirección General de Aguas podrá subrogarse en los derechos del titular no inscrito, sólo para los efectos de proceder a su inscripción en el Registro de Propiedad del Conservador que sea competente, a costa del particular”.


15. En el artículo 135: 

 
a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 
“Si la Dirección estimare necesario practicar inspección ocular, determinará y solicitará los medios y las condiciones necesarias para acceder al lugar y, en su caso, la suma que el interesado debe consignar para cubrir los gastos de esta diligencia. En caso que el interesado no cumpla con dichas exigencias, la Dirección podrá denegar la solicitud de que se trate.”.

 
b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

 
“Para realizar dicha inspección, los funcionarios de la Dirección General de Aguas podrán, previa resolución del Servicio, ingresar a terrenos de propiedad privada, debiendo levantar acta y dejar registro de la diligencia.”.


16. Reemplázase el inciso primero del artículo 137 por el siguiente:

 
“Artículo 137.- Las resoluciones de término que dicte el Director General de Aguas en conocimiento de un recurso de reconsideración y toda otra que dicte en el ejercicio de sus funciones, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, mientras que las resoluciones dictadas por los Directores Regionales serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dictó la resolución impugnada. En ambos casos, el plazo para la reclamación será de 30 días contados desde la notificación de la correspondiente resolución.”.


17. En el artículo 138:

 
a) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual inciso único a ser segundo:

 
“Artículo 138.- El cumplimiento de las resoluciones de la Dirección General de Aguas será de cargo de aquellos que deban ejecutarlas.”. 


b) En el actual inciso único, que pasa a ser segundo:


i) Reemplázase la expresión “del Intendente o Gobernador respectivo” por la siguiente frase: “directamente de la Jefatura de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso,”.


ii) Sustitúyese la palabra “título” por la locución “Código, cuando exista oposición”.


c) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“En caso de incumplimiento o cumplimiento parcial de las resoluciones a que se refieren los incisos precedentes, el Servicio dictará una resolución que aplicará la multa correspondiente y, en caso de proceder, ordenará la ejecución de las medidas, acciones u obras que correspondan por parte del mismo Servicio o por parte de la Dirección de Obras Hidráulicas o cualquier otro servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas.


La Dirección General de Aguas dictará una resolución que determine el valor de las medidas, acciones u obras efectivamente realizadas, pudiendo establecer un recargo de hasta el cien por ciento  para aquellos originalmente obligados a cumplirlas. La copia autorizada de esta última resolución tendrá mérito ejecutivo para efectos de su cobro.”.


18. En el artículo 140:


a) Sustitúyese, en el numeral 1, la expresión “El nombre”, la primera vez que aparece, por la frase “El nombre, cédula nacional de identidad o rol único tributario”.


b) Intercálase, a continuación del numeral 1, el siguiente nuevo, pasando los numerales 2 a 6 a ser numerales 3 a 7:


“2. El uso que se le dará a las aguas solicitadas.”.

 
19. En el artículo 171:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “del Departamento de Obras Fluviales” por la siguiente: “de la Dirección de Obras Hidráulicas”.

 
b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

 
“Quedan exceptuados de los trámites y requisitos establecidos en los incisos precedentes los servicios dependientes del Ministerio de Obras Públicas, así como los proyectos financiados por servicios públicos que cuenten con la aprobación técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas. Estos servicios deberán remitir los proyectos definitivos de las obras a la Dirección General de Aguas para su conocimiento e inclusión en el Catastro Público de Aguas, dentro del plazo de seis meses, contado desde la recepción final de la obra.”.


20. Reemplázase el artículo 172 por el siguiente:


“Artículo 172.- Si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al segundo grado, de conformidad al artículo 173 ter, pudiendo apercibir al infractor y fijar un plazo perentorio para que modifique o destruya total o parcialmente las obras. En el caso que se disponga la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que se presente el correspondiente proyecto, de acuerdo a las normas del presente Código. En caso que el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, destruyendo la obra o presentando el proyecto de modificación, la Dirección impondrá una multa del tercer grado.


Si las obras que no cuentan con la debida autorización entorpecen el libre escurrimiento de las aguas o significan peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del segundo al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor fijándole un plazo perentorio para que destruya las obras o las modifique, ordenándole que presente el correspondiente proyecto de acuerdo a las normas del presente Código. Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.


21. Intercálase, a continuación del artículo 172, el siguiente subtítulo nuevo:


“g) De la fiscalización

 
Artículo 172 bis.- La Dirección General de Aguas fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Código. 

 
Para el cumplimiento de su  labor, la Dirección podrá iniciar un procedimiento sancionatorio de oficio cuando tomare conocimiento de hechos que puedan constituir infracciones a dichas normas, por denuncia de un particular, por medio de una autodenuncia, o a requerimiento de otro servicio del Estado.

 
Las denuncias se presentarán ante la Dirección General de Aguas de la región o de la provincia correspondiente y deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente, o por su mandatario o representante habilitado. Las denuncias también podrán ser presentadas en la forma que determine la Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada. En todo caso, la denuncia deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, el lugar y las referencias suficientes para determinar su locación, la fecha probable de su comisión, las normas infringidas si las conociera el denunciante, y la individualización del presunto infractor, en caso que pudiera identificarlo.

 
La Dirección deberá declarar admisible la denuncia cuando cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, esté revestida de seriedad y tenga mérito suficiente. Si la denuncia no contiene una descripción del hecho denunciado y el lugar de su comisión, será archivada, sin perjuicio de la facultad de la Dirección de proceder de oficio.

 
Declarada admisible la denuncia, se abrirá el expediente del procedimiento sancionatorio, el que deberá ser resuelto en un plazo máximo de seis meses. Éste será resuelto por el Director General de Aguas o por el respectivo Director Regional, previa delegación de funciones de conformidad a lo dispuesto en el artículo 300 letra g) de este Código.

 
Artículo 172 ter.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la apertura del expediente, la Dirección efectuará una inspección a terreno, debiendo notificar del motivo de la actuación en ese mismo acto. El presunto infractor deberá entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y no podrá negarse, de manera injustificada, a proporcionar la información que le sea requerida. Las inspecciones a que se refiere el presente artículo en lugares que constituyan una habitación actualmente ocupada, cuyo ocupante se haya opuesto a la realización de la inspección, de lo que deberá dejarse constancia por escrito, podrán también realizarse con auxilio de la fuerza pública, previa autorización del juez de letras competente en el territorio jurisdiccional del lugar donde se fiscaliza, quien la podrá conceder de inmediato a solicitud del Servicio, sin forma de juicio, a través del medio más expedito.

 
En ejercicio de la labor fiscalizadora, el personal de la Dirección deberá siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El personal fiscalizador deberá, además, guardar reserva de aquellos antecedentes y documentos que no tengan el carácter de públicos. Los fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los funcionarios ante sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan.

 
Quienes realicen esta inspección deberán levantar un acta de la misma, dejando constancia de si existen o no hechos que se estimen constitutivos de una infracción y, en caso afirmativo, la indicación de la o las normas eventualmente infringidas.

 
El personal fiscalizador de la Dirección tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta a que se refiere este artículo. Los hechos establecidos por los ministros de fe constituirán presunción legal. 

 
Artículo 172 quáter.- Cuando constaren en el acta de inspección hechos que se estimen constitutivos de infracción, deberá notificarse personalmente al presunto infractor, entregándole copia del acta y señalándole que podrá presentar sus descargos dentro del plazo de 15 días contado desde esa fecha. Si éste no es habido en el lugar fiscalizado, podrá ser notificado del acta y del plazo para los descargos en la forma dispuesta en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

 
En caso que no se hubieren detectado hechos constitutivos de infracción, se le entregará copia del acta al fiscalizado y se cerrará el expediente, poniendo fin al procedimiento respectivo. 

 
Artículo 172 quinquies.- Evacuados los descargos por el presunto infractor, o vencido el plazo para ello, la Dirección General de Aguas resolverá sin más trámite cuando no existan hechos controvertidos o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de 15 días. Dicho plazo se ampliará si corresponde, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 19.880. 

 
La Dirección dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución fundada, sin perjuicio de que la Dirección pueda decretar otras medidas o solicitar antecedentes adicionales previos a resolver.

 
Los hechos investigados y las responsabilidades a que éstos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

 
Artículo 172 sexies.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la evacuación de los descargos o vencido el plazo para ello; o desde el vencimiento del término probatorio, si se hubiere dado lugar a éste, la Dirección elaborará un informe técnico que servirá de base para resolver el procedimiento y deberá ser remitido al Director para su pronunciamiento.

 
Dicho informe deberá contener la individualización del o de los infractores, de conocerse; la relación de los hechos investigados y la forma en que se ha llegado a acreditarlos; y la proposición al Director de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores. 

 
El Director pondrá término al procedimiento mediante resolución fundada, la que deberá pronunciarse sobre cada uno de los hechos investigados, infracciones detectadas y alegaciones o descargos realizados por el presunto infractor. Contra esta resolución podrán interponerse los recursos contemplados en los artículos 136 y 137 de este Código.”.


22. Reemplázase en el subtítulo 3. del Libro Segundo del Título Primero, la expresión "De las multas" por la expresión “De las sanciones”.


23. Sustitúyese el artículo 173 por el siguiente:


“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas aplicará una multa a beneficio fiscal, y fijará el plazo para su pago, a quienes incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 172 y 307 de este Código y de las responsabilidades civiles y penales que procedan:


1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma y oportunidad que disponen este Código y las resoluciones de la Dirección General de Aguas.


Asimismo, se aplicará una multa de este grado al propietario, poseedor o mero tenedor de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores. Se entenderá que existe negativa del propietario, poseedor o mero tenedor aun cuando quien la realice sea una tercera persona, sin perjuicio de las acciones que tengan aquellos para repetir en contra de esta última.


2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o sus reglamentos referentes a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.


La resolución que disponga la aplicación de esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos sistemas.


3. Una multa de tercer grado en caso de incumplimiento de la resolución que otorga nuevo plazo para la instalación de los sistemas señalados en el número anterior, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno.


4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas.


5. Una multa de quinto grado a todo quien, siendo titular actual de un derecho de aprovechamiento de aguas o no, de forma intencional obtenga una doble inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, para beneficio personal o en perjuicio de terceros. En caso que proceda, al autor material del hecho se le sancionará, además, con la revocación de su título duplicado y la cancelación de la inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponda a él o a los funcionarios públicos por falsificación de instrumento público.


6. Las infracciones que no tengan una sanción específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre el primer y tercer grado.


La Dirección comunicará la resolución a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada.”.

 
24. Intercálanse, a continuación del artículo 173, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 173 bis.- Para las sanciones dispuestas en los artículos 172 y 173, el monto de la multa podrá incrementarse en los siguientes casos:


1. Hasta un 100%, cuando la infracción afecte la disponibilidad de las aguas utilizadas para satisfacer el consumo humano, uso doméstico de subsistencia o el saneamiento.


2. Hasta un 75%: 


a) Si las infracciones se cometen en las zonas establecidas en los artículos 63, 65, 282 y 314 del presente Código.


b) Si la infracción cometida perjudica gravemente el cauce, y siempre que no sea constitutiva de los hechos sancionados en el artículo 172.


c) Cuando, a consecuencia de la contravención, se produzca un descenso sostenido o abrupto de los niveles freáticos del acuífero.


d) Cuando se realicen actos u obras, sin permiso de la autoridad competente, que menoscaben o deterioren la calidad del agua en contravención a la normativa vigente, cuando dicha alteración no cuente con una sanción específica.


3. Hasta un 50%:


a) Cuando la infracción cometida modifique o destruya obras autorizadas destinadas al ejercicio del derecho de aprovechamiento de terceros.


b) Cuando la captación de agua además afecte el caudal ecológico mínimo impuesto en la resolución constitutiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la reiteración de la infracción se sancionará duplicando el monto original.


El monto de la multa se rebajará en un 50% para aquellos infractores que se auto denuncien ante la Dirección General de Aguas por cualquier contravención a este Código. La autodenuncia no requerirá de formalidades especiales, y bastará que sólo contenga una enunciación de los hechos, el lugar y la época en la que ocurrieron, y la individualización de su autor o autores. La circunstancia señalada sólo procederá cuando la información proporcionada por el infractor sea precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.


Artículo 173 ter.- Sin perjuicio de las sanciones específicas contempladas en los artículos 172 y 307, las infracciones que se establecen en este Código serán sancionadas con multas a beneficio fiscal, determinadas según los siguientes grados:

 
a) Primer grado: de 10 a 50 UTM

 
b) Segundo grado: de 51 a 100 UTM


c) Tercer grado: de 101 a 500 UTM

 
d) Cuarto grado: 501 a 1.000 UTM

 
e) Quinto grado: 1.001 a 2.000 UTM.

 
Para la determinación del  monto de la multa al interior de cada grado, se deberá tener en consideración, entre otras, las siguientes circunstancias: el caudal de agua afectado, si son aguas superficiales o subterráneas, si se produce o no la afectación de derechos de terceros, la cantidad de usuarios perjudicados, el grado de afectación del cauce o acuífero, y la zona en que ésta se produzca, según la disponibilidad del recurso.


Artículo 173 quáter.- Las infracciones establecidas en el presente Código prescribirán en el plazo de tres años contado desde su comisión.”.


25. En el artículo 175:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “infracción”, la siguiente frase: “con el solo mérito de la resolución administrativa, fijando el plazo para su pago”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“El Tribunal comunicará la sentencia a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro.”.

 
26. Incorpóranse al artículo 176 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“El procedimiento de cobro de las multas se realizará por la Tesorería General de la República de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 35 del decreto ley Nº 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado, del año 1975, del Ministerio de Hacienda.


Si la multa fuere pagada dentro de los nueve días siguientes a su notificación será rebajada en un 25%.


Este beneficio no será acumulable con otras rebajas de la pena, tales como aquella que beneficia al autodenunciante.”.


27. Reemplázase el inciso primero del artículo 277 por el siguiente:

 
“Artículo 277.- El directorio nombrará un repartidor de aguas o juez de río, el cual deberá contar con un título profesional de una carrera cuya duración sea de al menos ocho semestres, el que no podrá ser integrante del directorio ni titular de derechos de aprovechamiento de aguas dentro de la misma jurisdicción que administra, ya sea toda la corriente natural, o una sección de ella, en el caso que dicha corriente se encuentre seccionada. El directorio dará cuenta a la Dirección General de Aguas de esta designación.”.


28. En el artículo 278:

 
a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la expresión “de agua”, la frase “o jueces de río,”.

 
b) En el número 3:

 
i) Agrégase, a continuación de la locución “Justicia Ordinaria”, la frase “y a la Dirección General de Aguas”.

 
ii) Sustitúyese la expresión “de agua tendrá” por la frase “de agua o juez de río tendrán”.

 
c) En el número 5, reemplázase el punto y coma por un punto seguido y agrégase la siguiente oración final: “Para tales efectos, la Junta de Vigilancia podrá solicitar al Servicio respectivo del Ministerio del Medio Ambiente, o a la Dirección de Obras Hidráulicas, o a la Dirección General de Aguas, o a la Superintendencia de Servicios Sanitarios o a la Municipalidad correspondiente y, en general, a cualquier otra autoridad, que le entregue información sobre todos los proyectos y permisos aprobados en su respectiva repartición y que han de ser ejecutados en el cauce donde dicha Junta de Vigilancia ejerce su jurisdicción;”.

 
d) Intercálase un número 6 nuevo, pasando los actuales números 6 y 7 a ser números 7 y 8, respectivamente:

 
“6. Denunciar en la Dirección General de Aguas las labores de extracción de áridos que no cuenten con la autorización competente, la que podrá actuar con auxilio de la fuerza pública de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 en caso de ordenar su paralización. Podrá, a su vez, denunciar estos hechos ante la Contraloría General de la República cuando dichas extracciones, autorizadas por la Municipalidad respectiva, no cuenten con el informe técnico de la Dirección de Obras Hidráulicas, establecido en el literal l), del artículo 14 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1998. En los procesos a que den lugar estas denuncias, el repartidor de agua o el juez de río, tendrán la representación de la junta, sin perjuicio de la comparecencia y actuación de ésta;”.


29. Intercálase en el inciso final del artículo 294, a continuación de la expresión “de Aguas”, la frase “dentro del plazo de seis meses contado desde la recepción final de la obra”.


30. En el artículo 299:


a) Agrégase en el literal a) entre la frase “su aprovechamiento” y el punto y coma, la siguiente frase: “y arbitrar las medidas necesarias para prevenir y evitar el agotamiento de los acuíferos”.


b) Sustitúyese en el literal b) la frase “Investigar y medir el recurso” por la siguiente: “Investigar, medir el recurso y monitorear tanto su calidad como su cantidad, en atención a la conservación y protección de las aguas”.


c) Intercálase en el numeral 1. del literal b), entre las frases “servicio hidrométrico nacional” e “y proporcionar y publicar”, la siguiente frase: “, el que incluye tanto mediciones de cantidad como calidad de aguas,”.


d) Agrégase en el literal c) entre las frases “de uso público” e “impedir que en éstos”, la siguiente frase: “y acuíferos; impedir, denunciar o sancionar la afectación a la cantidad y la calidad de estas aguas, de conformidad al inciso primero del artículo 129 bis 2 y los artículos 171 y siguientes;”.


e) Reemplázase el literal d) por el siguiente:


“d) Impedir que se extraigan aguas de los mismos cauces y en los acuíferos sin título o en mayor cantidad de lo que corresponda;”.


f) Agrégase la siguiente letra nueva:


“f) Requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b), número 1; c) y d) de este artículo. El requerimiento deberá ser presentado por el Director Regional correspondiente.


Para el ejercicio de la atribución dispuesta en el literal b) número 1 de este artículo, el auxilio de la fuerza pública podrá requerirse sólo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y operación del servicio hidrométrico nacional.”.

 
31. Intercálanse, a continuación del artículo 299, los siguientes artículos 299 bis y 299 ter:


“Artículo 299 bis.- Los funcionarios de la Dirección General de Aguas que ejecuten labores de fiscalización tendrán la calidad de ministros de fe y sus declaraciones sobre los hechos que se constaten en las respectivas actas de inspección tendrán el carácter de presunción legal.

 
Artículo 299 ter.- La Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización de obras en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en un punto no reconocido o constituido de conformidad a la ley. Asimismo, podrá ordenar el cegamiento de un pozo una vez que la resolución se encuentre ejecutoriada. Para cumplir con estas finalidades, el Director General de Aguas, o los Directores Regionales, podrán ejercer las facultades contenidas en el artículo 138 de este Código.”.


32. En el artículo 300:


a) Sustitúyese el literal a), por el siguiente:


“a) Dictar las normas e instrucciones, mediante circulares, que sean necesarias para la correcta aplicación del Código de Aguas, leyes y reglamentos que sean de la competencia de la Dirección a su cargo.


La normativa que emane del Director será obligatoria y deberá ser sistematizada de manera tal de facilitar el acceso y conocimiento de ésta por el público en general.”.


b) Reemplázase en el literal f) la expresión “, y” por un punto y coma.


c) Sustitúyese en el literal g) el punto final por la siguiente expresión: “; y”.


d) Agrégase el siguiente literal h), nuevo:


h) Ingresar a predios de propiedad pública o privada, en cumplimiento de sus labores de fiscalización.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Director General de Aguas podrá solicitar, en los términos del artículo 138, el auxilio de la fuerza pública cuando exista oposición, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados.”.


33. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 302, la frase “será aplicable al Director General de Aguas, lo dispuesto en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil”, por la siguiente: “el Director General de Aguas tendrá las atribuciones del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil y especialmente las facultades de desistirse en primera instancia de la acción deducida, aceptar la demanda contraria, absolver posiciones, renunciar los recursos o los términos legales, avenir y transigir. Además, le será aplicable lo dispuesto en el artículo 361 de dicho Código.”.

 
34. En el artículo 303:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “construcción”, la locución “y operación”.


b) Suprímese la expresión “o artificiales”.


c) Reemplázase la frase “hará el aforo de sus corrientes y dirimirá” por la siguiente: “podrá aforar sus corrientes, solicitar antecedentes y dirimir”.


d) Agrégase, a continuación de la locución “dichos cauces”, el siguiente texto: “, pudiendo establecer las medidas que deben adoptar los usuarios para su adecuado ejercicio. El incumplimiento de estas medidas será sancionado por la Dirección General de Aguas con una multa cuya cuantía puede variar entre el segundo y el cuarto grado”.

 
35. En el artículo 306:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “será sancionado con multas no inferiores a 20 ni superiores a 100 unidades tributarias mensuales” por la siguiente “será sancionado por la Dirección General de Aguas con multas del segundo al tercer grado”.


b) Suprímense los incisos segundo, tercero y final.


36. Reemplázase en el inciso final del artículo 307, la frase “que no sea inferior a 50 ni superior a 500 unidades tributarias mensuales” por la siguiente: “del cuarto a quinto grado, de conformidad a lo indicado en el artículo 173”.”.

 
37. Agrégase, a continuación del artículo 307, el siguiente artículo 307 bis:


“Artículo 307 bis.- La Dirección General de Aguas podrá exigir la instalación de sistemas de medición a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso público. En el caso de los derechos no consuntivos, será obligatoria la instalación de sistemas de medición de caudal instantáneo, tanto en el punto de captación como en el punto de restitución, esto cuando el titular haya construido las obras necesarias para su uso. Dicho sistema deberá permitir que se obtenga, almacene y transmita a la Dirección General de Aguas la información indispensable para el control y medición del caudal instantáneo, efectivamente extraído y –en los usos no consuntivos– restituido, desde la fuente natural. El Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación.”.


Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1. En el artículo 459:


a. Reemplázanse en el encabezado la expresión "mínimo" por “mínimo a medio”; la palabra “once” por “veinte”, y la palabra “veinte” por “cinco mil”.”.


b. Intercálase en el número 1.°, entre las frases “arroyos o fuentes” y “; de canales o acueductos”, la siguiente frase “, sean superficiales o subterráneas”.

 
2. En el artículo 460:

 
i) Sustitúyense las frases “violencia en las personas” y “la violencia que causare”, por “violencia o intimidación en las personas” y “la violencia o intimidación que causare”, respectivamente.    


ii) Reemplázanse la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en cualquiera de sus grados”; la palabra “once” por “cincuenta”, y la palabra “veinte” por “cinco mil”.

 
3. Intercálase a continuación del artículo 460, el siguiente artículo 460 bis:


“Artículo 460 bis.- El que a sabiendas duplique la inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces sufrirá las penas de presidio menor en su grado mínimo, multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, la revocación del título duplicado y la cancelación de la inscripción duplicada.”.


Artículo 3.- Agrégase, en el artículo 166 del Código Procesal Penal, el siguiente inciso final:


"En los delitos previstos en los artículos 459 y 460 del Código Penal, recibida la denuncia el fiscal comunicará los hechos a la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas.”.

 
Artículo transitorio.- Quienes actualmente utilizan un sistema de drenaje para desaguar sus predios y se benefician de dichas aguas, de conformidad con el artículo 48 del Código de Aguas, deberán informar a la Dirección General de Aguas las características del sistema de drenaje, la ubicación de la captación y el caudal drenado, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley. En caso contrario, podrán ser sancionados de conformidad al Código de Aguas.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 12 de la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo a la licencia profesional.

(Boletín N° 10.800-15)


El Presidente pone en discusión el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es incentivar a los conductores y permitirles acceder a mejores opciones de empleo en el rubro del transporte público, ampliando la capacidad máxima de asientos de 17 a 32 (excluido el conductor) de un vehículo público o privado de transporte de personas, respecto del cual se pueda válidamente conducir con la licencia profesional A-2, siempre y cuando el conductor haya estado en posesión de esta licencia por a lo menos dos años, y que el largo de vehículo no exceda de los 9 metros.


Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único. Lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Letelier.


Enseguida pone en votación en general la iniciativa y el resultado es de 22 votos favorables


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Espina, García Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Navarro, García Huidobro, Lagos y Ossandón, señora Pérez San Martín, señores Prokurica y Bianchi y señora Allende.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de ley y, asimismo, en particular por tratarse de una iniciativa de artículo único y no haberse presentado indicaciones ni haberse solicitado plazo para formularlas.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Agrégase en el inciso primero del artículo 12 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009, en la definición “Clase A-2” del acápite “Clase A LICENCIA PROFESIONAL”, a continuación de la expresión “excluido el conductor”, la siguiente frase: “, o de hasta treinta y dos asientos, cuando se haya estado en posesión de esta licencia por, a lo menos, dos años y siempre que el largo del vehículo no exceda los nueve metros”.”.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Navarro y Tuma, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Quinteros, en el tiempo del Comité Partido Socialista e Independiente; Navarro, en el tiempo  del Comité Independientes y Partido Amplitud; y, Tuma, en el tiempo del Comité Partido por la Democracia, quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA, 
Secretario General del Senado
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PROYECTO, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO Y LA LEY N° 18.287, CON EL FIN DE ADOPTAR MEDIDAS DE SEGURIDAD Y CONTROL EN LO RELATIVO A LOS MEDIOS DE PAGO DEL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS, ESTABLECER SANCIONES, CREAR UN REGISTRO DE PASAJEROS INFRACTORES Y MODIFICAR NORMAS PROCEDIMENTALES

(10.125-15)

Oficio Nº 13.461
VALPARAÍSO, 22 de agosto de 2017
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales, correspondiente al boletín N° 10.125-15, con las siguientes enmiendas:
Artículo 1

****

Ha incorporado el siguiente número 1, nuevo, pasando el actual 1 a ser número 2, y así sucesivamente:

“1) Modifícase el artículo 4 del siguiente modo: 

a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso tercero, y así sucesivamente: 

“Con la finalidad de hacer más eficaces las labores de supervigilancia de las disposiciones de transporte y tránsito, las personas señaladas en el inciso anterior podrán cumplir dichas labores manteniendo en reserva su identificación. Con todo, para efectuar el control, cursar la infracción y efectuar la denuncia ante el juzgado competente y solicitar la documentación respectiva al infractor, deberán identificarse en su calidad funcionaria.”.

b) Reemplázase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “del inciso anterior” por la siguiente: “de lo dispuesto en los incisos precedentes”. 

c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso sexto, el texto “conductores los sectores en que se usan estos equipos; y adoptará medidas tendientes a asegurar el respeto y protección a la vida privada, tal como la prohibición de que las imágenes permitan individualizar a los ocupantes del vehículo” por el siguiente: “conductores o pasajeros los sectores o vehículos en que se usan estos equipos. Cuando éstos se utilicen para controlar vehículos, se adoptarán las medidas necesarias para asegurar el respeto y protección a la vida privada, tales como la prohibición de que las imágenes permitan individualizar a los ocupantes de los vehículos”.

d) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual sexto a ser inciso octavo:

“Los equipos que se utilicen para registrar y detectar las infracciones de evasión contenidas en el número 4 del artículo 199 y en el número 42 del artículo 200 permitirán la individualización de los pasajeros infractores. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para tratar la información que obtenga mediante el uso de estos equipos con la finalidad de cursar las respectivas infracciones y efectuar las citaciones al juzgado de policía local competente. Asimismo, podrá emplear la información recogida para mejorar la calidad de los servicios de transporte público, incrementar la eficiencia y eficacia de los controles de fiscalización, y efectuar el levantamiento, clasificación, comparación y análisis de información estadística agregada.”. 

e) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso noveno, la frase “policial o el Director del Tránsito” por la siguiente: “policial, el director del tránsito o el inspector fiscal del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones”.

f) Reemplázase en el inciso final la frase “el vehículo transcurrieren más de cuarenta y cinco” por la siguiente: “el vehículo o al pasajero infractor, según corresponda, transcurrieren más de cuarenta y cinco”.”.

Número 3

Ha pasado a ser número 4, con las siguientes enmiendas:

Artículo 88 bis

Inciso tercero

Ha reemplazado la frase “de estos instrumentos o mecanismos” por la siguiente: “de los instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público remunerado”.

Inciso cuarto

Lo ha sustituido por el siguiente:

“En el momento de la entrega de un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, podrá solicitarse la individualización y el domicilio del requirente, quien lo entregará de forma voluntaria, para el solo efecto de acreditar su calidad de beneficiario o usuario frecuente, por medio de la exhibición de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Con todo, solo podrán acceder a los beneficios quienes estén incorporados al “Registro de Usuarios”.”.

Inciso quinto

Ha incorporado, entre el vocablo “usuarios” y el punto final, la siguiente frase: “, así como para propósitos estadísticos y para el desarrollo de políticas públicas asociadas al transporte público remunerado de pasajeros”.

Inciso sexto

- Ha agregado a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Con todo, la información que provenga de instrumentos como el pase escolar, o de cualquier otro instrumento o mecanismo que pertenezca a un niño, niña o adolescente, deberá ser especialmente protegida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, extremando las medidas de seguridad adecuadas y velando por que su tratamiento sólo se efectúe atendiendo al interés superior de todas las personas menores de 18 años.”.

****

Ha incorporado el siguiente inciso séptimo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser incisos octavo y noveno:

“La información contenida en el “Registro de Usuarios” será reservada, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, por afectarse con su publicidad los derechos de las personas. Sin perjuicio de ello, los titulares de los datos consignados en el Registro podrán acceder gratuitamente a éstos y ejercer los demás derechos establecidos en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.

****

Artículo 88 ter

Inciso tercero

- Ha intercalado, entre las palabras “pasajeros” y “deberán”, la expresión “, debidamente identificados,”.

****

Ha agregado los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Con la finalidad de obtener información de los pasajeros infractores para citarlos o para efectuar las denuncias ante los juzgados competentes, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá celebrar convenios con otros órganos del Estado y requerirles información, debiendo éstos dar las facilidades necesarias para su acceso. Para estos efectos podrán utilizarse medios tecnológicos que optimicen la obtención de la referida información.

Todos los datos que consignen los funcionarios en cumplimiento de las obligaciones descritas en los incisos precedentes estarán protegidos por la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, y deberán ser tratados sólo con la finalidad de efectuar la denuncia de las respectivas infracciones cometidas por los usuarios a las autoridades competentes. Los datos consignados deberán ser destruidos dentro del plazo máximo de tres años, contado desde su consignación.”.

****

Artículo 88 quáter

Inciso tercero

- Ha reemplazado la coma que sucede a la expresión “artículo 204” por un punto y seguido.

- Ha sustituido el texto “para lo cual, dentro de sus competencias, podrá conducir al pasajero a un recinto policial, para el solo efecto de verificar su domicilio y proceder a efectuar la respectiva citación ante el juzgado de policía local.” por la siguiente oración: “Para el evento de que la persona no indique su domicilio, Carabineros, dentro de sus competencias, podrá conducir al pasajero a una unidad policial, para el solo efecto de verificar su domicilio y proceder a efectuar la respectiva citación ante el juzgado de policía local.”.

Número 4

Ha pasado a ser número 5, modificado de la siguiente manera:

Artículo 196 quáter

Inciso primero

Ha intercalado, entre las expresiones “de tarifa” y “que permita”, la siguiente frase: “, de acreditación de dicho pago y,o de rebaja tarifaria u otros beneficios,”.

Inciso segundo

- Ha incorporado en el encabezamiento, entre las expresiones “se entenderá” y “que comete”, la palabra “especialmente”.

- Ha reemplazado en el número 5° los vocablos “o modifique” por la preposición “de”.

Inciso tercero

Ha eliminado la letra b).

Artículo 196 quinquies

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 196 quinquies.- Se entenderá que comete falsificación el que maliciosamente hiciere uso de un instrumento o dispositivo falsificado para acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros. El que incurra en esta conducta será sancionado con la pena establecida en el artículo precedente.”.

****

Ha incorporado el siguiente artículo 196 sexies, pasando los actuales artículos 196 sexies y septies a ser artículos 196 septies y octies, respectivamente:

“Artículo 196 sexies.- Será sancionado con la pena agravada del artículo 196 quáter el que comercialice o distribuya los referidos instrumentos o dispositivos falsificados.”.

****

Artículo 196 septies

Ha pasado a ser artículo 196 octies, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 196 octies.- El que lesione, en razón del ejercicio de sus funciones a un inspector fiscal del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, al personal de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado y sus filiales, o de Metro S.A., que realicen servicios de fiscalización, o a quienes sean contratados por empresas operadoras de servicios de transporte público para realizar labores de verificación de pago de tarifa, será sancionado con la pena asignada al delito correspondiente, aumentada en un grado.

Asimismo, el que amenace a las personas señaladas en el inciso anterior, en los términos de los artículos 296 o 297 del Código Penal, en razón del ejercicio de sus funciones, será sancionado con la pena asignada al delito correspondiente, aumentada en un grado.”.

Número 5

Ha pasado a ser número 6, enmendado de la siguiente manera:

Letras a), b) y c)

Las ha reemplazado por la siguiente letra a), pasando la actual letra d) a ser b):

“a) Reemplázase en su numeral 1 la expresión “, y” por un punto.”.

Letra d)

Ha pasado a ser letra b), reemplazando en el numeral 4 que agrega en el artículo 199 de la ley N° 18.290, la frase “, sin ser su titular o alterando, para el exclusivo uso personal, un pase escolar, un pase de educación superior o un mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros” por la siguiente: “con beneficios, sin ser su titular, o alterándolo con el fin de aparentar la titularidad sobre éstos, para el exclusivo uso de quien efectúe tal alteración”.

Números 6, 7 y 8

Han pasado a ser números 7, 8 y 9, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 2

Número 2

Ha reemplazado en el inciso noveno del artículo 22 de la ley N° 18.287, sustituido por este numeral, la frase “en la forma y plazo señalado en dicho inciso” por la siguiente: “hasta el quinto día hábil inmediatamente anterior a la fecha de la citación efectuada por los denunciantes, presentando la copia de la citación”.

Número 3

Artículo 22 bis

Inciso segundo

- Ha incorporado, entre la palabra “infractor” y el punto final, el siguiente texto: “para efectos del procedimiento de cobro y pago de multas asociadas, la suspensión de entrega de documentos o certificados que se relacionen con temas de transporte y la persecución de delito establecido en el artículo 22 quáter. El reglamento a que se refiere el presente inciso deberá garantizar que el procedimiento de transferencia de los datos contemple los mecanismos de seguridad y de protección de éstos que sean necesarios, a fin de resguardar su adecuado tratamiento. Asimismo, deberá garantizar a los titulares de los datos contenidos en el Registro el legítimo ejercicio de los derechos que les correspondan respecto de sus datos. Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas. En ningún caso su consulta podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios o de acceso a diversos beneficios, entre otros.”.

Inciso tercero

Ha eliminado la expresión “y los aranceles correspondientes”.
Inciso cuarto

Ha eliminado la frase “y le enviará el arancel respectivo”.

Artículo 22 quáter

Ha reemplazado su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 22 quáter.- Cualquier persona natural podrá solicitar que se le informe si una persona determinada se encuentra o no anotada en el referido Registro, para lo cual deberá identificarse con su nombre, apellidos y cédula de identidad, formulando para estos efectos una solicitud de acceso de la información pública según el artículo 10 de la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285. Dichas solicitudes no podrán exceder de ocho en un período de doce meses contado desde la primera solicitud, por parte de un mismo requirente. Para el titular no existirá dicha limitación. Un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones regulará las condiciones técnicas de acceso y demás elementos que sean necesarios para la correcta operación del Registro. Para estos efectos, deberán establecerse las medidas técnicas y organizativas que aseguren la calidad y vigencia de los datos, así como las medidas de seguridad necesarias para evitar el mal uso de la información.”.

****

- Ha incorporado el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso tercero:

“Los titulares de los datos consignados en el Registro podrán acceder gratuitamente a éstos y ejercer los demás derechos establecidos en la ley N°19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”.

- Ha incorporado el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual tercero a ser inciso quinto:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, establécese la reserva de la identificación de los menores de edad, así como toda aquella información contenida en la base de datos que sea distinta de la identificación del pasajero infractor mayor de edad y de encontrarse éste anotado en el Registro, por afectarse con su publicidad los derechos de las personas.”.

****

Inciso cuarto

Ha pasado a ser inciso sexto, intercalando entre las expresiones “licencia de conductor,” y “pases escolares” la siguiente frase: “permiso de circulación, cuando el infractor sea propietario de un vehículo motorizado;”.

Incisos quinto, sexto, y séptimo

Han pasado a ser incisos séptimo, octavo y noveno, respectivamente, sin enmiendas.

****

Ha incorporado, a continuación del texto que propone el artículo 3, el siguiente epígrafe, nuevo:

“Disposiciones Transitorias”

****

Artículo transitorio

Ha pasado a ser artículo primero, agregando a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Efectuado el referido traspaso quedará sin efecto el “Sub Registro de Pasajeros Infractores”.”.

****

Ha agregado el siguiente artículo segundo:

“Artículo segundo.- Las atribuciones contempladas en el inciso séptimo del artículo 4 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, incorporado por la letra d) del numeral 1 del artículo 1 de la presente ley, deberán ser ejercidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la medida que los equipos de registro de infracciones y los programas informáticos asociados que se utilicen para detectar infracciones de evasión e identificación de los pasajeros infractores, sean probados en uno o más programas piloto. Los referidos programas piloto tendrán por objeto verificar, entre otros, los grados de confiabilidad, seguridad, certeza y costos de las tecnologías disponibles. Los resultados del o los programas piloto serán verificados y evaluados por entidades externas que el referido ministerio contrate al efecto. En caso de que la evaluación sea favorable, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución que aprobará la tecnología analizada y autorizará su utilización.”. 
****
Hago presente a V.E. que el inciso cuarto del artículo 3° contenido en el número 1) y el inciso tercero del artículo 22 bis contemplado en el número 3), ambos numerales del artículo 2 del proyecto de ley fueron aprobados, en general y en particular, por 89 votos a favor, de un total de 118 diputados en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Por su parte, el nuevo inciso séptimo y el inciso octavo del artículo 88 bis propuesto por el número 4) del artículo 1, y el inciso tercero y el nuevo inciso cuarto del artículo 22 quáter contemplado en el número 3) del artículo 2 del texto despachado por la Cámara de Diputados fueron aprobados, en general y en particular, por 89 votos favorables, de un total de 118 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 33/SEC/17, de 1 de marzo de 2017.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL, TIPIFICANDO EL DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS

(9.818-17)
Oficio Nº 13.466
VALPARAÍSO, 23 de agosto de 2017
Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código Penal para tipificar el delito de desaparición forzada de personas, correspondiente al boletín N° 9.818-17, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1. Reemplázase el epígrafe del párrafo IV del Título Tercero del Libro Segundo por el siguiente:

“§ IV

De la desaparición forzada de personas, la tortura, otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, y otros agravios inferidos por los funcionarios públicos a los derechos garantizados por la Constitución.”.

2. Agréganse, a continuación del artículo 148, los siguientes artículos: 

“Artículo 148 A.- El empleado público o el que, con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, prive de libertad a una persona, seguida de la falta de información, o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad, o del ocultamiento de la suerte o paradero de la víctima, sufrirá la pena de presidio mayor en su grado medio.

La misma pena se impondrá al empleado público que, conociendo de la ocurrencia de estas circunstancias, no impidiere o no las hiciere cesar, teniendo la facultad o autoridad necesaria para ello o estando en posición de hacerlo.

Si la privación de libertad se prolongare por más de quince días, o si de ello resultare un daño grave en la persona o intereses de la víctima, la pena será de presidio mayor en su grado medio a máximo.

Si con ocasión de la desaparición forzada se cometiere además: 

1º Homicidio, tortura, violación, violación sodomítica, o algunas de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1, en la persona del ofendido, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado. 

2º Alguno de los cuasidelitos a que se refiere el artículo 490 N° 1°, la pena será de presidio mayor en su grado medio a máximo.

La acción penal y la pena del delito previsto en este artículo son imprescriptibles.


Artículo 148 B.- Serán circunstancias agravantes cometer el delito de desaparición forzada en contra de mujeres embarazadas, menores de 18 años, mayores de 65 años y personas en situación de discapacidad. En tales casos la pena se aumentará en un grado.

Artículo 148 C.- El juez podrá rebajar hasta en dos grados la pena que corresponda a los partícipes del delito que hayan contribuido a la reaparición efectiva con vida de la persona desaparecida, y en un grado a los que hayan entregado información sustancial que permita esclarecer efectivamente casos de desaparición forzada.

Artículo 148 D.- Respecto de los hechos constitutivos de desaparición forzada de personas no será aplicable lo dispuesto en los artículos 10 Nº 10, 246 y 252.

Artículo 148 E.- Si el delito descrito en el artículo 148 A es cometido por uno o más miembros de las Fuerzas Armadas o Carabineros en contra de otro miembro de las Fuerzas Armadas o Carabineros, corresponderá conocer del mismo a la jurisdicción ordinaria, y en consecuencia se aplicarán las normas contempladas en el Código Procesal Penal.”.

3. Reemplázase en el inciso final del artículo 149 la palabra “anterior” por la expresión “148 de este Código”.

Artículo 2.- Incorpórase en el inciso segundo del artículo 335 del Código de Justicia Militar, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Tratándose de los delitos de lesa humanidad, genocidio y delitos y crímenes de guerra contemplados en la ley N° 20.357, y respecto de los delitos de tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes y desaparición forzada contemplados en el Código Penal, toda persona que reciba órdenes que dispongan, autoricen o alienten la comisión de tales delitos tiene el derecho y el deber de no obedecerlas.”.”.
***
Hago presente a V.E. que el artículo 148 E, que el número 2 del artículo 1 del proyecto de ley incorpora en el Código Penal, fue aprobado en general con el voto favorable de 95 diputados, y en particular lo fue con el voto afirmativo de 99 diputados, en ambos casos de un total de 118 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE FACULTA DISPONER EL ASCENSO EXTRAORDINARIO DEL PERSONAL DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIONES DE CHILE POR EXCEPCIONAL ABNEGACIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE SU DEBER O COMO RECONOCIMIENTO PÓSTUMO

(11.277-25)
Oficio Nº 13.467
VALPARAÍSO, 23 de agosto de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que faculta disponer el ascenso extraordinario del personal de la Policía de Investigaciones de Chile por excepcional abnegación en el cumplimiento de su deber o como reconocimiento póstumo, correspondiente al boletín N° 11.277-25, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo:
“El Director General podrá disponer ascensos extraordinarios del personal del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. En los casos de fallecimiento de personal del grado 12 del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en que participe en el cumplimiento de su deber, podrá ordenarse la promoción póstuma hasta el grado 11 del referido escalafón.

Tratándose del personal del escalafón de Oficiales Policiales, esta promoción extraordinaria podrá disponerse como reconocimiento póstumo mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General, al grado inmediatamente superior al del empleo que se encontraba sirviendo el causante. En caso de que un oficial del personal del escalafón de Oficiales Policiales resulte muerto o inválido con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado en que se encontraba sirviendo el causante.

El ascenso extraordinario de los Oficiales Policiales conforme a lo dispuesto en el inciso precedente, sólo se podrá cursar hasta el grado de Prefecto Inspector.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- La facultad del Director General para disponer o proponer, según corresponda, el ascenso extraordinario de Asistentes Policiales u Oficiales Policiales, conforme con lo dispuesto en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, también podrá ejercerla respecto de aquellos cuyo fallecimiento o invalidez haya acaecido en los últimos diez años anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, previa reapertura del sumario administrativo que haya calificado que el fallecimiento acaeció en actos de servicio o la invalidez se produjo con ocasión de lo previsto en los incisos sexto y séptimo del citado artículo 30.

Con todo, la promoción extraordinaria sólo conferirá el derecho a reliquidar la respectiva pensión de montepío o retiro vigente, a contar de la fecha de la total tramitación del correspondiente acto administrativo.

Artículo tercero.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos asignados a la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes, dichos gastos se financiarán con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
***
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS ARTÍCULOS DEL CÓDIGO PENAL PARA INCLUIR UNA AGRAVANTE GENERAL Y UNA ESPECIAL, PARA EL CASO DE LOS DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD, CUANDO LOS ADULTOS SE PREVALGAN DE MENORES DE EDAD PARA COMETERLOS

(11.392-07)
I.
Antecedentes.

Que un 15% de los delitos de mayor connotación social el 2015 frieron cometidos por menores. A esto se suma, a que entre 2008 y 2014, 94.555 menores de edad fueron detenidos.
Muchos de los niños y adolescentes detenidos fueron instigados a cometer un delito por un mayor de edad, mediante la figura conocida como "niños soldado". Es así como los adultos se han aprovechado de la inimputabilidad de los menores, o su imputabilidad reducida (caso de menores entre 14 y 18 año de edad), para cometer diversos tipos de delitos.
Esto presenta un grave problema ya que acerca a nuestros menores de edad a una edad temprana al mundo delictual, del cual hemos tenido que esforzarnos en tratar de resocializarlos para alejarlos de la carrera delictiva.
Nuestra actual legislación no se hace cargo del tema, ya que los adultos que ocupan a menores de edad no tienen una mayor sanción penal en la actualidad, salvo en la Ley 20.000.
Que la presente propuesta legislativa, modifica el Código Penal para establecer como circunstancia agravante específica para los delitos de robo y hurtos, la de cometerlo utilizando menores de edad. Con la iniciativa se establece como obligación del tribunal aumentar la pena en uno o dos grados.
II.
Contenido.

La propuesta legislativa se compone de tres modificaciones a realizar en el Código Penal:
a) Crea el delito de actuar prevalido de un menor de edad.
Se plantea modificar el artículo 72, que en la actualidad contempla una agravante específica de actuar prevalido de un menor para cometer un delito, por la consagración de un tipo penal que sanciona directamente este actuar, entendiendo prevalerse, como el utilizar o servirse de algo o alguien para provecho propio.
La pena que se propone es de presidio mayor en su grado mínimo (5 años y 1 día a 10 años), en el caso que se trate de la comisión de un crimen; y de presidio menor en su grado máximo (3 años y 1 día a 5 años) en caso de simples delitos.
Dichas penas se aplicarán, sin perjuicio, de las que correspondan por el delito cometido.
b) Agravante en el caso de asociación ilícita.
En los casos que una asociación ilícita se componga de mayores y menores de edad, se aumentará en uno o dos grados la pena a los adultos por el delito de asociación. Esta figura se aplicará en el caso que no se acredite el prevalimiento.
c) Agravante en caso de robos y hurtos por actuar en agrupación u organización.
La conocida "Ley Corta de Seguridad Pública" transformo la agravante de "pluralidad de malhechores", por el actual artículo 449 bis de actuar a través de una agrupación u organización de dos o más personas.
Con la propuesta se crea una agravante especifica que aumenta en un grado en caso de que esta agrupación u organización se componga por mayores y menores de edad, aplicado el aumento sólo a los mayores de edad.
ARTICULO UNICO.- Para modificar el Código Penal de la siguiente forma:
1) Sustitúyase el artículo 72 por el siguiente:
"Art. 72. En los casos en que un mayor de dieciocho años se hubiere prevalido de un menor de esa edad para cometer un crimen, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo. Si se tratase de un simple delito, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo.
Dichas penas se aplicarán sin perjuicio de las que correspondan a los crímenes o simple delitos cometidos con motivo u ocasión de tales actividades."
2) Intercálese un inciso segundo en el artículo 294 bis:
"En el caso de que en las asociaciones se componga por sujetos menores de 18 años y mayores de edad, se aplicará a estos últimos, la pena señalada sin esa circunstancia, aumentada en uno o dos grados".
1) Agréguese un inciso segundo al artículo 449 bis:
"En los casos en que en esta agrupación u organización aparezca la actuación de menores junto a mayores de edad, la circunstancia agravante tendrá por efecto aumentar la pena en un grado."

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES MOREIRA, GARCÍA, LARRAÍN Y PÉREZ VARELA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY PARA RADICAR LA INVESTIGACIÓN Y EL JUZGAMIENTO DE LAS CAUSAS PENALES VINCULADAS A LOS HECHOS DE VIOLENCIA QUE INDICA, EN FISCALÍAS Y TRIBUNALES DE LA REGIÓN METROPOLITANA

(11.393-07)

Más allá del debate acerca de la naturaleza común o terrorista de los delitos de mayor connotación social que hace algunas décadas vienen generando una alta inseguridad ciudadana en las regiones de La Araucanía, Bio Bio y Los Ríos, en el contexto del denominado "conflicto mapuche".

De acuerdo con el "Barómetro de Conflictos con Connotación Indígena", estudio anual elaborado por la Multigremial de la Araucanía, sólo durante el primer semestre de 2016 tuvieron lugar 26 delitos de incendio en la Región de la Araucanía y 6 casos de maltrato de obra vinculados al denominado "conflicto mapuche".
Por otra parte, según el Boletín Estadístico del Ministerio Público, del primer semestre de 2017, la Región de la Araucanía registra una tasa de término de causa por sentencia definitiva condenatoria, de apenas 18,15%, con un 47,20% de salida no judicial, esto es, archivo provisional, decisión de no perseverar, aplicación del principio de oportunidad o declaración de incompetencia.
La necesidad de radicar la investigación y el juzgamiento de los delitos ms graves vinculados a las demandas del pueblo mapuche, se fundamenta en la urgencia de resguardar a los intervinientes institucionales en esta clase de delitos de toda forma de presión y amenaza, a la luz de los hechos que, con ocasión de esta controversia, se han suscitado en las últimas décadas.
En efecto, de acuerdo con datos del propio Ministerio Público, entre 2008 y julio de 2015, hubo 103 denuncias por amenazas a los fiscales, delito descrito y penado en el artículo 268 bis. De ellas, más de un tercio se concentró entre las regiones VII, IX y XIV, concentrándose el mayor número de estas en la Región de la Araucanía.
Ya en 2015, el entonces Fiscal Nacional advertía públicamente la preocupación del Ministerio Público, por el aumento sostenido de las denuncias por amenazas contra los fiscales, habiéndose duplicado del año anterior, sólo en el primer semestre de aquel año.
En razón de este diagnóstico, el proyecto de ley que presentamos a vuestra consideración introduce modificaciones en dos cuerpos legales con el objeto de sustraer la investigación, conocimiento y juzgamiento de este tipo de causas.
Por la primera, se modifica el artículo 19 de la Ley 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, incorporando un inciso final que establece, como obligación para el 'Fiscal Nacional, la de radicar, de oficio, la dirección de la investigación, el ejercicio de la acción penal pública y la protección de las víctimas y testigos en un Fiscal Regional de la Región Metropolitana, cuando los hechos que dan origen a la causa sean constitutivos de los delitos de homicidio, lesiones graves gravísimas, incendio, usurpación o alguno de los contemplados en las leyes de Seguridad Interior del Estado (12.927) o Antiterrorista (18.314), cometidos en los territorios jurisdiccionales correspondientes a las regiones del Bio Bio, la Araucanía y Los Ríos.
Consecuentemente con lo anterior, se introducen dos modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales. En primer lugar, se incorpora un nuevo artículo 16 bis, que radica en los Juzgados de Garantía con asiento en alguna de las comunas de la Región Metropolitana, el conocimiento y juzgamiento de las causas por los delitos señalados anteriormente, cometidos en los territorios jurisdiccionales correspondientes a la Corte de Apelaciones de Concepción, Temuco y Valdivia.
En el mismo sentido, la segunda de las modificaciones propuestas al Código Orgánico de Tribunales, introduce un nuevo artículo 21 A que otorga las competencias descritas en el artículo 18 a los Juzgados Orales en lo Penal con asiento en la comuna de la Región Metropolitana que corresponda según la designación regulada en el artículo 16 bis del mismo cuerpo legal, sobre las causas por los delitos tantas veces descritos.
En razón de estas consideraciones venimos en someter a la aprobación del Honorable Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Incorpórese el siguiente inciso final en el artículo 19 de la Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:
"En el caso de los delitos de homicidio, lesiones descritas y penadas en el artículo 397 del Código Penal, incendio, usurpación y los contemplados en las leyes 18.314 y 12.927 cometidos en las regiones VIII del Bio Bio, IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos, el Fiscal Nacional podrá disponer de oficio que la dirección de la investigación, el ejercicio de la acción penal pública y la protección de las víctimas o testigos sean asumidos por un Fiscal Regional de la Región Metropolitana de Santiago.".
Artículo 2°.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:
1. Incorpórese el siguiente artículo 16 bis:
"Artículo 16 bis.- En las causas por los delitos de homicidio, lesiones descritas y penas en el artículo 397 del Código Penal, incendio y usurpación cometidos en los territorios jurisdiccionales correspondientes a la Corte de Apelaciones de Concepción, Temuco y Valdivia, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 del Código Orgánico de Tribunales, las funciones señaladas en el artículo 14 corresponderán al Juzgado de Garantía con asiento en alguna de las comunas de la Región Metropolitana de Santiago que designe la Corte de Apelaciones de Santiago.".
2. Introdúzcase el siguiente artículo 21 A, pasando el actual artículo 21 A a ser 21 B:
"Artículo 21 A.- En las causas por los delitos de homicidio, lesiones descritas y penas en el artículo 397 del Código Penal, incendio y usurpación cometidos en los territorios jurisdiccionales correspondientes a la Corte de Apelaciones de Concepción, Temuco y Valdivia, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 del Código Orgánico de Tribunales, las funciones descritas en el artículo 18 corresponderán al tribunal de juicio oral en lo penal con asiento en la comuna de la Región Metropolitana de Santiago, que corresponda según la designación regulada en el artículo 16 bis.".

(Fdo.): Iván Moreira Barros, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.
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